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RESUMEN

La concesión de amnistías como forma de impunidad ha puesto en riesgo la real 
y efectiva justiciabilidad de los derechos de las víctimas.  En algunas ocasiones, se 
trata de una impunidad que se deriva de la no posibilidad de caracterizar puntual-
mente el daño en las víctimas y de la no simplificación en ciertos procesos que ter-
mina ralentizando el acceso a la justicia. Sin embargo, esto no debería ser óbice para 
justificar el círculo de impunidad continuo. De esta forma, se ha hecho necesario 
cuestionarse hasta qué punto los diseños institucionales de los Estados demarcan 
ciertas prácticas y patrones para, por un lado, garantizar la protección de las víc-
timas y, por otro lado, entender el ejercicio legítimo del castigo desde una función 
social.  Esto, entendiendo la función social de la pena como un modelo legitimo 
para sancionar respecto de la metodología empleada para la prevención del delito y 
la participación ciudadana en la forma de entender las dinámicas sociales. Es decir, 
la función social entendida desde la prevención y readaptación y no tanto desde la 
sanción per se. 

Así, se generan dinámicas particulares en torno a (i) la competencia punitiva de los 
Estados en el marco de una democracia, (ii) las distintas formas de garantizar una 
real justiciabilidad de los derechos de las víctimas y (iii) las cortinas de humo de 
“reconciliación” generadas ante la comunidad internacional en períodos de tran-
sición política. En este sentido, los argumentos de misericordia o piedad frente a 
quienes han cometido gravísimas violaciones de DD.HH no tendrían por qué tener 
cabida en un contexto en el que es evidente que las transiciones políticas terminan 
estimulando aún más la impunidad tan incesante que aqueja a diferentes Estados.

Palabras clave: Amnistía, impunidad, víctimas, transición política, democracia, 
derechos humanos.
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1. Introducción

Los debates sobre acceso a la justicia, 
lucha contra la impunidad y justicia 
transicional en el Sistema Interame-

ricano son cada vez más candentes y están 
atravesados por variables, contingencias y 
matices que pueden llegar a complejizarse 
aún más. En esta línea, las democracias ver-
sus los diseños institucionales de los Estados 
entran en el juego para demarcar la concen-
tración de patrones, políticas y prácticas en 
casos particulares. Sin embargo, en algunas 
ocasiones, la garantía en la justiciabilidad de 
los derechos de las víctimas1 queda rezagada 
a la concesión de amnistías en un marco de 
transición, lo que supone un desafío avasa-
llante respecto de los intereses políticos, así 
como de las nociones democráticas propia-
mente consideradas. 

De este modo, se busca reflexionar sobre 
¿Por qué la amnistía termina constituyéndose 
como una forma de impunidad? ¿Cuáles son 
las causas de esta impunidad? ¿De qué forma 
la amnistía afecta el acceso a la justicia? ¿Cuál 
sería la forma más adecuada de reparar a las 
víctimas para que haya más impunidad? 

Así, la hipótesis sobre la que se basa este 
texto es que la amnistía puede constituirse 

1	 La Corte Constitucional en sentencia C 579 de 2013 señaló que “La 
protección de los derechos de las víctimas se ha reconocido a nivel 
internacional a través de múltiples convenciones y declaraciones, 
tales como: la Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder de las Na-
ciones Unidas; los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre 
19 Derechos Humanos; el literal a) del numeral 3º del artículo 2º del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De-
gradantes; la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura; la Convención Interamericana sobre la Desaparición For-
zada de Personas; la Convención para la prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio y el Estatuto de la Corte Penal Internacional”. 
(subrayas y negrilla fuera del texto) 

como una forma de impunidad que vuelve 
ilusoria la garantía en el acceso a la justicia2 
para las víctimas en periodos de transición y 
que termina lesionando el ejercicio legítimo 
de la pena. No obstante, cabe anotar que si 
bien, para algunos, las amnistías pueden es-
tar acompañadas de verdad y en sí mismas 
ser una expresión de la justicia en un sistema 
transicional, no dejan de envolver un halo 
de impunidad respecto de las víctimas: ¿De 
qué manera extinguir la responsabilidad 
de un victimario es una forma de garanti-
zar justicia para las víctimas? ¿Como puede 
el olvido resarcir a una víctima? ¿Puede el 
perdón de los delitos asegurar la no repeti-
ción de los mismos? ¿Puede el olvido dejar 
sin efecto las consecuencias jurídicas de las 
conductas reprochables?

La inmediata pregunta que surge mien-
tras se aborda la hipótesis de este texto es la 
siguiente: ¿De qué manera ponderar la ga-
rantía en la justiciabilidad de los derechos de 
las víctimas para evitar la impunidad, el ejer-
cicio de la piedad3 enmarcados en un Estado 
de Derecho frente a las violaciones graves y 
sistemáticas de los DD. HH y la competencia 
punitiva de un Estado en el marco de una de-
mocracia? Y es a partir de esta pregunta que 
surgen diversas consideraciones.

2. Reflexiones y consideraciones

(A) Amnistía como forma de impunidad. 
En primer lugar, la amnistía, en el fondo, ter-

2	 Se ha entendido que parte de los fines de la justicia transicional es 
garantizar la verdad, la justicia y la reparación a las víctimas. De esta 
forma, la concesión de amnistías termina obstaculizando esa plena 
garantía en el acceso a la justicia.

3	 Contrario al ideal punitivo de cero tolerancias planteadas por David 
Garland.
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mina siendo una forma de impunidad que 
lo que hace es darle un velo de legitimidad a 
situaciones que son a todas luces arbitrarias 
y violatorias de derechos humanos indepen-
dientemente de su intensidad. Teniendo en 
cuenta esto, resulta necesario analizar cuáles 
son las causas principales de dicha impuni-
dad. En este contexto, a partir de la obser-
vación y el estudio de casos que se ha hecho 
de casos interamericanos, pueden dividirse 
en 3 las causas principales de la impunidad: 
(i) Económicas, (ii) sociales y  (iii) culturales. 
Económicas, pues en muchos casos los Esta-
dos no cuentan con la suficiente cobertura 
para cubrir los gastos que hay detrás de el 
resarcimiento a las víctimas , sociales da-
das las dinámicas de poder que se generan 
y los conflictos de intereses detrás , y cultu-
rales entendiendo la forma de naturalizar y 
asimilar el comportamiento y las conductas 
punibles de los victimarios: En algunos ca-
sos se constituye como un catalizador ne-
gativo respecto de la manera de entender  el 
castigo y la conducta punible. 

Dicho esto, puede analizarse el paradig-
ma de la justicia restaurativa versus la justicia 
retributiva para determinar si realmente se 
están teniendo en cuenta los derechos de las 
víctimas aunado con los desafíos de la tran-
sición a la paz, de tal forma que el diseño ins-
titucional no llegue a justificar el no juzga-
miento de la responsabilidad en ciertos casos 
bajo pretextos de misericordia, piedad y/o 
la construcción de una transición política, 
estimulando aún más esa impunidad y, por 
consiguiente, afectando el acceso a la justi-
cia.  Así, cabe anotar que, paradójicamente, 
“se están firmando acuerdos de paz sin haber 
resuelto los conflictos” (Ben-Ami Shlomo 

2020, comunicación virtual)4  y esto es muy 
perjudicial para la protección misma de las 
víctimas.  Es decir: ¿Justifican las negocia-
ciones de una amnistía la consolidación de 
una transición? ¿Cómo ponderar una tran-
sición frente a los derechos de las víctimas? 
¿Justifica una transición una desprotección 
de los derechos de las víctimas bajo la idea de 
la función política de la clemencia y la legiti-
midad en la apariencia de una paz?

(B) ¿Impunidad disfrazada de transi-
ción? En segundo lugar, y como quiera que las 
transiciones implican desafíos, los mismos no 
tendrían porqué rezagar la protección de los 
derechos de las víctimas bajo la idea de dar 
la apariencia de verdadera transformación o 
liberalización política. Esto, pues, en el fondo, 
las heridas de las víctimas continúan abiertas 
y no están completamente cicatrizadas has-
ta que se consiga garantiazar plenamente un 
acceso a la justicia. Basta con analizar las no-
ticias de violaciones de DD.HH y revisar ca-
sos emblemáticos de la Corte Interamerica-
na de DD.HH  para darse cuenta de que no 
en todos los casos la concesión de amnistías 
garantiza una justicia real frente a las vícti-
mas . De esta forma, en muchas ocasiones, la 
comunidad internacional llega a ejercer una 
forma de presión en pro de ciertos intereses 
para favorecer cortinas de humo de reconci-
liación victimarios/victimas. 

Entonces ¿De qué sirve dar la apariencia 
de transformación política en un contexto de 
transición, cuando las víctimas continúan 
desangrándose a costa de beneficiar unos in-

4	 Ben-Ami, Shlomo. (8 de diciembre de 2020) Amnistías e impunidad. 
Comunicación virtual-zoom. (Por: Regina Angarita) Tel Aviv.
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tereses políticos de “reconciliación” ante la 
comunidad internacional? Es decir, ¿No es 
la amnistía una clara evidencia de politiza-
ción? ¿Prevalecería el carácter politizado de la 
amnistía frente a la propia integridad de los 
derechos de las víctimas por el mero hecho de 
ser humano?  Considerando esto, cabe aclarar 
que no se está hablando de castigo como ven-
ganza en este caso, sino de castigo como for-
ma de garantizar la justiciabilidad de los de-
rechos afectados de las víctimas, y que deriva 
de la legitimidad propia de las sociedades que 
han establecido un contrato social particular 
a partir de la definición de ciertas políticas. 

Esto, pues, en el fondo, “la política es 
una fotocopia del caleidoscopio social” (Ben-
Ami Shlomo, 2020, comunicación virtual) y, 
de esta forma, la misma noción del castigo 
se enmarca en ella.  Es decir, el castigo tam-
bién resulta siendo un espejo de las dinámi-
cas sociales enraizadas y de la manera como 
se establecen unas relaciones de poder entre 
la sociedad. De este modo, el castigo resulta 
siendo una fotocopia de las dinámicas polí-
ticas encuadradas desde las propias natura-
lizaciones sociales culturalmente asimiladas.

Sin embargo, no podría caerse en la 
trampa de la dualidad de un “nosotros, los 
buenos” versus “los perpetradores, los ma-
los”, porque hacerlo sería una forma de caer 
en un determinismo lingüístico que termi-
na generando más prejuicios y estereotipos 
frente al castigo propiamente considerado. 
No en vano, frente a la propia retórica del 
castigo se ha planteado:

“una teoría comunicativa sobre la pena, la 
cual se instala como un proceso bidirec-
cional, en un entramado compuesto por 

los ciudadanos y su relación con el dere-
cho. Tal vínculo le permite replantear las 
consecuencias colaterales del castigo penal, 
cuando el proceso de juicio, juzgamiento y 
deliberación de la condena o absolución de 
una persona, se vuelve un cultivo de prejui-
cios y estimaciones sociales que desdibujan 
toda teoría de la responsabilidad penal.” 
(Duff5 2015, p.49)6

Como se observa, se trata de una teo-
ría comunicativa que está muy vinculada al 
contrato social al que se hizo alusión, pues 
desde esta teoría la construcción de las nor-
mas penales parte de una participación de 
los miembros de una comunidad lo que re-
fuerza el argumento de la legitimidad puni-
tiva de una sociedad en un Estado de Dere-
cho participativo. Adicionalmente, hay que 
tener en cuenta que se ha sostenido que hay 
una relación entre la amnistía y la transfor-
mación liberalizadora. Empero, la pregunta 
en este caso es: ¿Qué tan liberalizadora re-
sulta una transformación en la que a costa 
de beneficiar una negociación se termina 
lesionando aún más la garantía en el acce-
so a la justicia de las víctimas7? ¿Sería esta 
una verdadera reconciliación? ¿Qué hay de 
la función social de la pena? Así, cabe tener 
en cuenta que:

“una firme manifestación del argumento 
fundacional a favor de la pena en la transi-
ción sostiene que las buenas revoluciones 
no terminan en amnistías, porque en la 
medida en que una sociedad falla a la hora 
de llevar a los perpetradores de delitos 
pasados a juicios, continúan las prácticas 

5	 Este autor distingue entre delitos mala in se y los delitos mala prohibita.
6	 Duff, A. (2015) Sobre el castigo. Por una justicia penal que hable el 

lenguaje de la comunidad.Buenos Aires: Siglo XXI
7	 El acceso a la justicia ha sido entendido , puntualmente, como la for-

ma de garantizar los derechos económicos, sociales y culturales de 
acuerdo al SIDH.  
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de impunidad de los regímenes pasados, 
trastornando sus procesos de liberación.” 
(subrayas y negrillas fuera del texto) (Neier 
1990, p.32)8

(C) Castigo como espejo social. En ter-
cer lugar, dialogando con autores como Da-
vid Garland9 se encuentra que

“el castigo no puede ser explicado por com-
pleto en términos de sus propósitos, pues 
ningún artefacto social puede ser explicado 
de esta manera. Como la arquitectura, los 
hábitos alimenticios, las formas de vestir o 
los modales a la mesa, el castigo tiene un 
propósito instrumental, pero también un 
estilo cultural y una tradición histórica.” 
(Garland 2007, p. 54)10 (subrayas y negrilla 
fuera del texto)

De esta manera, se observa cómo la mis-
ma configuración de las sociedades desde 
su conciencia colectiva va moldeando una 
forma de concebir cada sociedad a partir del 
establecimiento de nociones que distinguen 
entre las dualidades que derivan del mismo 
comportamiento humano y que enmarcan, 
a su vez, ciertas caracterizaciones culturales 
e históricas. Así,

“como institución social, el castigo contri-
buye a definir los rasgos de una sociedad, 
los tipos de relaciones que la componen y 
los estilos de vida que es posible y desea-
ble llevar en ella. El castigo define lo que es 
normal y aceptable dentro de una sociedad, 

8	 Neier, A. (1990) What should be done about the guilty? New York.
9	 Para este autor la cultura de una sociedad vincula el castigo con el 

orden moral y, en este sentido, “el castigo es una representación sim-
bólica de patrones culturales más amplios”. Así, el autor parte de la 
base de que “ las políticas, instituciones y prácticas relacionadas con 
el castigo contribuyen a la reproducción y transformación de los pa-
trones del orden moral del cual surgen. Por ello, los debates sobre la 
justicia penal no se reducen a discutir cuáles son los mecanismos más 
eficaces para combatir el crimen y proteger a la sociedad, sino que 
entrañan conflictos sociales más amplios.”

10	 Garland, D. (1991) Crimen y castigo en la modernidad tardía. Bogotá: 
Siglo del Hombre editores.

a la vez que señala y excluye todo aquello 
que la sociedad considera anormal, extraño, 
desviado. Al hacerlo, no sólo refleja la cul-
tura de dicha sociedad, también la refuerza, 
pues el castigo es uno de los medios sociales 
más expresivos, que genera mayor impac-
to en la imaginación de las personas, para 
transmitir ideas y formas de ver el mundo.” 
(Garland 2007, p. 58)

Con base en esto, es posible observar lo 
que se ha analizado en este texto a partir de 
casos  de la Corte Interamericana tales como: 
el caso Barrios Altos vs Perú (14 de Marzo de 
2001) , el caso Goiburú vs Paraguay (22 de 
Septiembre de 2006), el caso Almonacid11 vs 
Chile (26 de Septiembre de 2006),  el caso de 
la Masacre de La Rochela Vs. Colombia (11 
de Mayo de 2007),  el caso Cepeda Vargas 
vs. Colombia ( 26 de Mayo de 2010), el caso 
Gómez Lund vs Brasil (24 de Noviembre de 
2010), el caso Gelman vs Uruguay (24 de Fe-
brero de 2011) y el caso Masacres del Mozote 
vs. El Salvador (25 de octubre de 2012), entre 
otros. Así, la importancia del caso Barrios 
Altos vs Perú radica en que se dio un paso en 
la declaración de inconvencionalidad de las 
auto amnistías. Así mismo, es una sentencia 
en la que se sostiene que las auto amnistías12 
conducen a la indefensión de las víctimas y 
no permiten la identificación de los respon-
sables de violaciones a DD.HH pues termina 
obstaculizando la investigación y acceso a la 
justicia  a las víctimas.  Por su parte, el caso 
Goiburú vs Paraguay es un caso en el que Pa-

11	 Almonacid Arellano v Chile . Es un caso en el que se sostiene que 
la adopción de leyes de amnistía por crímenes de lesa humanidad 
impide el cumplimiento de ciertas obligaciones.

12	 Incluso, llega a definirse las amnistías como “meros subterfugios 
para encubrir violaciones graves de DD.HH, impedir el conocimien-
to a la verdad y obstaculizar el propio acceso a la justicia.” Así mismo, 
se define las amnistías como “una aberración y una afrenta inadmisi-
ble a la conciencia jurídica de la humanidad y fuentes de actos ilícitos 
internacionales.” La afrenta de una amnistía es tal que se sostiene que 
las leyes de amnistía carecen de efectos jurídicos.
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raguay parte de que nunca aprobó leyes de 
amnistía y, así mismo, reconoce la no apli-
cabilidad de la prescripción a las violaciones 
graves de DD.HH. Sin embargo, es un caso 
en el que surge la duda de si un proceso de 
transición influye realmente frente al juzga-
miento y sanción de los perpetradores. Aho-
ra, el caso Almonacid vs Chile es un caso en 
el que las amnistías no tienen valor ético ni 
jurídico, pues son contrarias a las normas 
de derecho internacional de DD.HH  y no 
se entiende realmente cómo se abordó la 
obligación imperativa de enjuiciar crímenes 
de guerra o crímenes de lesa humanidad en 
contextos transicionales.

Por su parte, en el caso de la Masacre de 
la Rochela vs Colombia, la Corte Interameri-
cana se apoyó en la jurisprudencia de la Cor-
te Constitucional para insistir en los linea-
mientos que deben cumplir las regulaciones 
de justicia transicional y la debida diligencia 
que deben tener las autoridades encargadas 
de su aplicación, tal y como también lo hizo 
en el caso Cepeda Vargas vs Colombia. Aho-
ra bien, en el caso Gómez Lund vs Brasil:

“se hizo una defensa de la “transición sin 
justicia transicional” que había ocurrido 
en dicho país, así como de las discusiones a 
nivel político que precedieron a la amnistía. 
Asimismo, el Tribunal Supremo Federal, 
pocos meses antes de la decisión interame-
ricana, había declarado constitucional dicha 
amnistía, entre otras razones, por el “mo-
mento histórico” en el que fue creada para 
fundamentar la transición política.” (Parra 
2019, p.7)13 

13	 Parra, O. (2019) Notas sobre la jurisprudencia interamericana y la 
construcción de estándares en materia de justicia transicional. Algu-
nos debates y desafíos a 50 años de la Convención Americana. En: 
Beyond the Binary. Securing Peace and Promoting Justice after Con-
flict., pp. 154-173. Bogotá: Dejusticia.

Esto, teniendo en cuenta que   la Ley de 
Amnistía fue “una ley medida”, no una regla 
para el futuro. Así, y de acuerdo al concepto 
del ministro relator de la sentencia debía,  “in-
terpretarse, en conjunto con su texto, la rea-
lidad en y del momento histórico en que fue 
creada y no la realidad actual”. En este sentido,

“la Ley implementó “una decisión política 
del momento de transición conciliada de 
1979”, puesto que “fueron todos absueltos, 
unos absolviéndose a sí mismos”. La ley 
efectivamente incluyó en la amnistía a los 
“agentes políticos quienes practicaron crí-
menes comunes contra opositores políticos, 
detenidos o no, durante el régimen militar.” 
(Caso Gomes Lund, 2010, p.51)14

De igual modo, es un caso en el que el 
propio relator especial de las Naciones Uni-
das al hacer referencia a la impunidad sostie-
ne que: “Los autores de violaciones no po-
drán beneficiarse de la amnistía mientras 
las víctimas no hayan obtenido justicia me-
diante un recurso efectivo. Jurídicamente, 
carecerá de efecto con respecto a las accio-
nes de las víctimas vinculadas al derecho a 
reparación.” (Caso Gómez Lund, 2010, p.57) 
15 Ahora bien, en el caso Gelman vs Uruguay 
se planteó la prohibición absoluta de amnis-
tías respecto a graves violaciones de derechos 
humanos. De igual modo, se aborda el falso 
dilema entre paz o reconciliación y justicia 
sosteniendo que las amnistías que exoneran 
de sanción penal a los responsables de críme-
nes atroces con la idea de garantizar la paz 
lo que hacen es todo lo contrario: Estimular 

14	 CORTE IDH. Caso Gómez Lund vs Brasil. Sentencia del 24 de no-
viembre de 2010.

15	 CORTE IDH. Caso Gómez Lund vs Brasil. Sentencia del 24 de no-
viembre de 2010. 
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el cometimiento de nuevos crímenes y la ge-
neración de más impunidad. Por su parte, el 
caso Masacres de El Mozote vs. El Salvador 
diferencia respecto a las auto amnistías y las 
amnistías otorgadas con posterioridad a pro-
cesos de paz que cierran conflictos armados. 
Así mismo, plantea una línea similar a las 
anteriores sentencias que se han venido ana-
lizando en el sentido en que la Ley de Amnis-
tía general para la consolidación de la paz ha 
tenido como consecuencia “la instauración y 
la perpetuación de una situación de impuni-
dad debido a la falta de investigación, perse-
cución, captura, enjuiciamiento y sanción de 
los responsables de los hechos incumpliendo 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención Ame-
ricana”. (Caso Masacres de El Mozote vs. El 
Salvador, 2012, p. 117)16 

Lo que se analiza en estas sentencias así 
como en sentencias como las del propio caso 
Velasquez Rodríguez vs Honduras, el  caso Ib-
sen Cárdenas e Ibsen Peña, el caso La Cantuta 
vs. Perú,  el caso García Prieto vs El Salvador, 
el caso Chitay Nech, el caso Radilla Pacheco, 
el caso Gbao, el caso Abdulsamet Yaman vs 
Turquía, el caso de la Masacre de Mapiripán 
vs. Colombia, el caso Claudio Abdón ,el caso 
Heliodoro Portugal vs. Panamá, el caso Cam-
po Algodonero,el caso Bulacio vs. Argentina, el 
caso Tiu Tojín Vs. Guatemala ,el caso Bueno 
Alves vs. Argentina, el caso Vera Vera y otra 
vs. Ecuador , así como el caso Roche Azaña 
y otros vs. Nicaragua , entre otros, compar-
ten un mismo patrón: En estas sentencias17 
se parte de la base de que las amnistías son 
incompatibles con la Convención Americana 

16	 CORTE IDH. Caso Masacres de El Mozote vs. El Salvador. Sentencia 
del 25 de octubre de 2012.

17	 Si bien en cada uno de estos casos se analizan las particularidades 
correspondientes, la generalidad es que se aborda la amnistía como 
una forma de impunidad.

( artículos 1.1. y 2) pues impiden la investiga-
ción y correspondiente sanción de los respon-
sables de violaciones graves de DD.HH, lo 
que se constituye como una perpetuación del 
círculo de impunidad que hace tanto daño a 
una democracia18 y un Estado de Derecho. 
Complementariamente, cabe anotar que el 
mencionado círculo de impunidad se acen-
túa, en el fondo, porque las estrategias de los 
Estados tienden a prevalecer la generación de 
una cortina de humo que, en apariencia, per-
petúa discursos de paz en contextos de tran-
sición, pero, en esencia, termina asfixiándose 
en su propia mentira. No en vano, en estudios 
serios y profundos se ha sostenido que: 

“actualmente hay una creciente demanda 
de iniciativas de construcción de paz en el 
postconflicto, en parte por razones humani-
tarias y en parte por motivos estratégicos 
derivados de la conceptualización de los 
estados fallidos en conflicto como un asun-
to propio de la seguridad global. Al mis-
mo tiempo, el crecimiento de las prácticas 
de justicia transicional puede estar creando 
una “cascada de justicia”, una nueva norma 
global de responsabilidad que contribuye a 
que año tras año haya nuevos juicios y co-
misiones de la verdad.” (Sharp 2019, p.100)19 
(subrayas y negrilla fuera del texto)

3. Cierre y conclusiones

Con todo lo anterior, se observa de qué ma-
nera la concesión de amnistías puede confi-

18	 Como lo sostuvo el Dr. Shlomo Ben - Ami en la comunicación virtual 
del 8 de diciembre de 2020: “No en vano se establecen reglas de jue-
go en las sociedades, son necesarias y es importante definirlas.” Esto 
haciendo el énfasis en que la impunidad no debe permitirse y que el 
castigo hace parte del legítimo poder del Estado para sancionar a los 
perpetradores y violadores de DD.HH, pues como se señaló con ante-
rioridad en el texto, no en vano se creó un contrato social particular.

19	 Sharp, D., Arbour, L., Waldorf, L., & Penagos, F. (2019). Más allá de 
las listas de requisitos del postconflicto: Conectar la construcción de 
paz y la justicia transicional desde una lente crítica. En Justicia tran-
sicional y posconflicto (pp. 97-166). Bogotá, D. C.: Siglo del Hombre 
Editores. Disponible en http://www.jstor.org/stable/j.ctvkjb32m.5

http://www.jstor.org/stable/j.ctvkjb32m.5
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gurarse como una forma de impunidad que 
llega a lesionar la propia protección de los 
derechos de las víctimas, reforzando la hipó-
tesis de la que partió este texto. De esta for-
ma, si bien el poder punitivo del Estado se ha 
mantenido vigente a lo largo de los años, esto 
no implica per se que no deba reconsiderarse 
la forma como se aplica el castigo. Esto, pues 
si bien es cierto que la responsabilidad de los 
perpetradores debe hacerse efectiva, el casti-
go puede tener una función social de mane-
ra que tanto las víctimas reciban reparación, 
como los perpetradores paguen su condena. 

Así, se observa que los periodos de tran-
sición de ninguna manera tendrían que jus-
tificar la concesión de amnistías, ni siquiera 
bajo el velo de apariencia de no conflicto, 
porque de nada serviría maquillar la herida 
de las víctimas por fuera si por dentro to-
davía está sufriendo las consecuencias de la 
extinción de responsabilidad de los victima-
rios. De este modo, el diseño institucional de 
cada Estado debería atender el hecho de que 
debe prevalecer la protección de los derechos 
de las víctimas sobre la impunidad que sólo 
beneficia a los perpetradores. De esta ma-
nera, analizar la manera más adecuada de 
reparar a las víctimas resulta de gran im-
portancia en miras a estimular un acceso a 
la justicia que garantice realmente sus dere-
chos y desestimule la impunidad incesante 
que aún persiste. En este sentido, resulta evi-
dente que las actuales formas de reparación 
a las víctimas no resultan siendo suficientes 
(i) dadas las secuelas con las que tienen que 
convivir, (ii) el hecho de que las reparacio-
nes económicas no logran aliviar del todo el 
daño psicológico y el sufrimiento causado a 
las víctimas y (iii) por el mismo engranaje y 

diseño institucional que llega a ver a las víc-
timas como números.

Es decir, cuantificar a las víctimas es el 
clarísimo ejemplo de un sistema basado en 
politizaciones e intereses políticos detrás de 
cortinas de humo que realmente no logran 
resarcir completamente a las víctimas, de-
jándolas rezagadas al mismo limbo intermi-
nable de impunidad.

Así, los debates sobre el acceso a la justi-
cia, la lucha contra la impunidad y la justi-
cia transicional no se terminan supeditando 
a politizaciones o negociaciones de intereses 
políticos, sino a verdaderas y reales transfor-
maciones en pro de las perspectivas más de-
mocráticas, de modo que la justicia no termine 
vendiéndose a intereses políticos transitorios 
ni orquestándose a partir de gestos simbóli-
cos que, en el fondo, obedecen a dichos in-
tereses políticos.  Ejemplo de esto, la manera 
como en Colombia se someten las conductas 
punibles a negociaciones a partir de la firma 
de acuerdos.  Hay que tener en cuenta que el 
riesgo de politización de la justicia transicio-
nal siempre ha estado presente y es un tema 
que puede verse evidenciado en los mismos 
informes de la verdad transicional.  Así,

“cuando los acuerdos de paz se comprome-
ten previamente a que se hará una investi-
gación conjunta de la violencia del Estado, 
un acuerdo de la comisión para llevar a cabo 
una solución particular parece implicar el 
riesgo de convertirse en la versión histórica 
de un juicio tipo show.” (Teitel, 2017, p.223)

Finalmente, es menester tener en cuenta 
como lo plantea Jhon Rawls que, “(...) incluso 
en una sociedad bien ordenada, los poderes
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coercitivos del gobierno son, de algún 
modo, necesarios para mantener la estabili-
dad de la cooperación social” (Rawls 2012, p. 
226)20. En este sentido, para lograr una tran-
sición realmente efectiva que garantice una 
lucha frontal contra la impunidad, se debería 
partir de la base de que la consecución de una 
paz verdadera, una democracia estable y un 
respeto real por los derechos humanos no se 
logra cuando se encubren violaciones a través 
de amnistías, sino cuando en el propio diseño 
institucional de los Estados, se entiende que 
su poder coercitivo puede analizarse desde 
una función social,  y que no necesariamente 
se aborda el castigo como una forma de ven-

20	 Rawls, J. (2012) Teoría de la justicia. México: Fondo de cultura económica
21	 Es un caso en el que el Estado no podrá volver a aplicar las leyes de amnistía, “las cuales no generarán efectos en el futuro, ni podrá argumentar 

prescripción, irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ni el principio non bis in idem o cualquier excluyente similar de responsabilidad, para 

ganza frente a los perpetradores sino como 
una forma de garantizar la justiciabilidad de 
los derechos de las víctimas, de manera que 
su acceso a la justicia no se torne ilusoria o 
como un espejismo, y de tal forma que se ga-
rantice el ejercicio legítimo del castigo, pues, 
no en vano, existe un contrato social previa-
mente establecido, independientemente de si 
se está o no en un periodo de transición. Por-
que ¿Qué sería de una democracia trastorna-
da por la impunidad incesante y permanente?   
¿No son las víctimas merecedoras de un ac-
ceso a la justicia sin obstáculos? ¿Puede una 
sociedad realmente progresar cuando se está 
desangrando por dentro?

ANEXO

Tabla 1. Casos de la Corte Interamericana en los que se aborda la amnistía como forma de 
impunidad y la impunidad como obstáculo al acceso a la justicia.

CASO CORTE 
INTERAMERICANA IMPUNIDAD

Caso Velasquez Rodríguez vs 
Honduras 

(29 de Julio de 1988) 

La Corte señaló que “el deber de proteger a los ciudadanos de la persecución 
podría en todo caso satisfacerse después de los hechos mediante una serie 
de medidas alternativas de corrección, tales como las investigaciones y las 
reparaciones.”

Caso Barrios Altos21 vs Perú 
(14 de marzo de 2001)  

Las leyes de amnistía impidieron que los familiares de las víctimas y las vícti-
mas fueran oídas por un juez (art 8.1 Convención Americana). 

Las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión de las víctimas y a la 
perpetuación de la impunidad por lo que son incompatibles con el espíritu 
de la Convención Americana.

Las leyes de autoamnistía impiden la identificación de los responsables a 
DD.HH, pues se obstaculiza la investigación y acceso a la justicia , e impi-
de a las víctimas conocer la verdad y recibir la correspondiente reparación.

Se define la amnistía como un mero subterfugio para encubrir violacio-
nes graves de DD. HH y obstaculizar el propio acceso a la justicia. También 
se le define como “una aberración, una afrenta inadmisible a la concien-
cia jurídica de la humanidad.”
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CASO CORTE 
INTERAMERICANA IMPUNIDAD

Caso Bulacio Vs. Argentina 
(18 de Septiembre de 2003) 

La Corte entiende como impunidad: “la falta en su conjunto de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las 
violaciones de los derecho protegidos por la Convención Americana, toda 
vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal situación por todos los 
medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición cró-
nica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las 
víctimas y de sus familiares.”

Se habla de impunidad perpetuada.

Se sostiene, además, que “la impunidad no sólo alienta la repetición futura 
de los mismos hechos, sino que impide el efecto reparador que tiene para 
la víctima la sanción penal”.

Caso Abdulsamet Yaman vs 
Turquía 

(2 de Noviembre de 2004)  

Se señala que “no debe existir prescripción ni debe permitirse la amnistía 
o el perdón.” 

Caso de la Masacre de 
Mapiripán Vs. Colombia 

(15 de septiembre de 2005) 

En particular, “son inaceptables las disposiciones de amnistía, las reglas 
de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que 
pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las 
violaciones graves de los derechos humanos.” 

Caso Goiburú vs Paraguay 
(22 de septiembre de 2006)

Paraguay nunca aprobó leyes de amnistía y reconoce la no aplicabilidad de 
la prescripción a las violaciones graves de DD.HH..

Caso Almonacid vs Chile 
(26 de septiembre de 2006)   

Las amnistías no tienen valor ético ni jurídico y carecen de efectos jurídicos.

La adopción y aplicación de leyes que otorgan amnistía por crímenes de lesa 
humanidad impiden el cumplimiento de ciertas obligaciones.

Frente a los crímenes de lesa humanidad no se puede conceder amnistía.

Las leyes de amnistía son contrarias a las normas de derecho internacional 
de los DD.HH.

Caso La Cantuta Vs. Perú 
(29 de Noviembre de 2006)

Se aborda la amnistía como una amenaza permanente.

La amnistía continúa representando un obstáculo.

Se habla del criterio interamericano sobre las auto amnistías señalando que 
las mismas “no pueden tener efectos jurídicos ni en el momento en que fue-
ron expedidas, ni en el presente ni en el futuro, en tanto contrarían, desde 
el instante de su emisión, los compromisos internacionales del Estado 
estatuidos en la CADH.”

Decisiva contribución hacia el fin de las auto amnistías, tal y como también 
ocurre con el caso Barrios Altos vs Perú.

Masacre de La Rochela Vs. 
Colombia 

(11 de mayo de 2007)  

La Corte recuerda la inadmisibilidad de las disposiciones sobre amnistía, 
las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de res-
ponsabilidad.

excusarse de su deber de investigar y sancionar a los responsables.”
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CASO CORTE 
INTERAMERICANA IMPUNIDAD

Caso Bueno Alves 
vs. Argentina 

(11 de Mayo de 2007) 

Con respecto a la impunidad se señala que “el deber de investigar constitu-
ye una obligación estatal imperativa que deriva del derecho internacional 
y no puede desecharse o condicionarse por actos o disposiciones normativas 
internas de ninguna índole. Como ya ha señalado este Tribunal, en caso de 
vulneración grave a derechos fundamentales la necesidad imperiosa de pre-
venir la repetición de tales hechos depende, en buena medida, de que se evite 
su impunidad y se satisfaga las expectativas de las víctimas y la sociedad en 
su conjunto de acceder al conocimiento de la verdad de lo sucedido.”

Caso García Prieto vs 
El Salvador

(20 de Noviembre de 2007)

Se trata de un caso en el que hubo varias obstaculizaciones constantes en el 
acceso a la justicia, paralizaciones en las investigaciones y falta de voluntad 
del Estado para el esclarecimiento de los hechos.

Caso Albán Cornejo Vs. 
Ecuador 

(22 de noviembre de 2007) 

Se aborda la impunidad desde un sentido de “no tener buena fe” frente a las 
pretensiones de las víctimas, pues se burló la justicia al haber manipulación 
de algunas leyes.

Caso Herzog vs Brasil (15 de 
marzo de 2008) 

Se señala que “dada su manifiesta incompatibilidad con la Convención 
Americana, las disposiciones de la Ley de Amnistía brasileña que impiden 
la investigación y sanción de graves violaciones de derechos humanos care-
cen de efectos jurídicos.”

Además, se sostiene que la amnistía no extinguió la punibilidad del cri-
men cometido.

Caso Heliodoro Portugal Vs. 
Panamá 

(12 de Agosto de 2008) 

No se puede aplicar la figura del indulto ni amnistías cuando se trate de una 
desaparición forzada.

Caso Tiu Tojín22 Vs. 
Guatemala 

(26 de Noviembre de 2008) 

La impunidad presentada en este caso contribuyó a la prolongación del 
sufrimiento de los allegados frente a la desaparición forzada de María Tiu 
Tojín y la de su hija.

Así mismo, es un caso en el que la Comisión señaló que “la subsistencia de 
altos niveles de impunidad no significa solamente que numerosos crímenes 
graves queden sin castigo, sino que se convierte en una situación que afecta 
la vida misma de la nación y su cultura.”

De igual modo, la Corte señaló que “la investigación de los hechos y la san-
ción de las personas responsables,es una obligación que corresponde al Esta-
do siempre que haya ocurrido una violación de los derechos humanos y esa 
obligación debe ser cumplida seriamente y no como una mera formalidad.”

Caso Gbao 
(2 de Marzo de 2009) 

Se aborda la impunidad como una táctica de guerra para humillar, domi-
nar e instaurar el miedo en las víctimas, sus familias y las comunidades, 
durante el conflicto armado.

Caso Campo Algodonero (16 
de Noviembre de 2009) 

Es un caso en el que se recuerda la obligación del Estado de investigar debe 
cumplirse diligentemente para evitar la impunidad y que este tipo de he-
chos vuelvan a repetirse. En este sentido, la Corte recuerda que la impuni-
dad fomenta la repetición de las violaciones de DD.HH.

22	 Se sostiene que  “la impunidad por graves violaciones a los derechos humanos cometidas durante el conflicto armado interno en contra del pueblo 
Maya y sus miembros alcanza niveles de tal magnitud que obligan a concluir que los rezagos de una cultura racista y discriminatoria continúan 
permeando amplios sectores y ámbitos de la sociedad guatemalteca, reflejándose en forma especial en el sistema de administración de justicia”.



17

CASO CORTE 
INTERAMERICANA IMPUNIDAD

Caso Chitay Nech vs 
Guatemala23 

(25 de Mayo de 2010) 

Se habla de patrón sistemático de impunidad.

Desarrollo de situaciones con efectos acumulativos y perdurables  que lle-
varon a la población a no reportar las violaciones a los DD.HH , estimu-
lando la impunidad y favoreciendo las atrocidades.

Cepeda Vargas vs. Colombia 
(26 de mayo de 2010) 

La Corte señala que es un caso en el que  “prevalece la impunidad en el pre-
sente caso en razón de que los procesos y procedimientos internos no han 
sido desarrollados en un plazo razonable, ni han constituido recursos 
efectivos para garantizar el acceso a la justicia, investigar y eventualmen-
te sancionar a todos los partícipes en la comisión de las violaciones, inclu-
yendo la posible participación de paramilitares, y reparar integralmente las 
consecuencias de las violaciones.” 

Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen 
Peña vs. Bolivia 

(1 de Septiembre de 2010) 

Se habla de la importancia de mantener vigente en el tiempo el poder pu-
nitivo del Estado sobre aquellas conductas que deben ser castigadas, para 
evitar la impunidad. 

Caso Gómez Lund vs Brasil 
(24 de Noviembre de 2010) 

Se sostiene que en el ámbito universal se ha establecido una prohibición 
de amnistías que impidan investigación y sanción de quienes cometan gra-
ves violaciones a los DD.HH.

El relator especial de las NU al referirse sobre la impunidad sostiene que 
“los autores de violaciones no podrán beneficiarse de la amnistía mien-
tras las víctimas no hayan obtenido justicia mediante un recurso efectivo. 
Jurídicamente, carecerá de efecto con respecto a las acciones de las víctimas 
vinculadas al derecho a reparación.”

Caso Gelman vs Uruguay
(24 de febrero de 2011) 

Se sostiene que las amnistías han sido uno de los obstáculos alegados por 
algunos Estados para investigar y sancionar a responsables de graves y sis-
temáticas violaciones de DD.HH.

De igual modo, se afirma que hay una incompatibilidad entre las leyes de 
amnistía y las obligaciones convencionales de los Estados.

Además, se sostiene que las amnistías que exoneran de sanción penal con la 
esperanza de garantizar la paz no consiguen su objetivo y llegan a estimu-
lar el cometimiento de nuevos crímenes fortaleciendo el círculo vicioso 
de la impunidad.

Caso Vera Vera y otra Vs. 
Ecuador (19 de mayo de 2011) 

En una línea muy similar a las sentencias precedentes, se señala que una 
investigación debe ser capaz de lograr la identificación de los responsables, 
así como su castigo, so pena de continuar alimentando el perverso círculo 
de impunidad.

Caso Masacres el Mozote vs 
El Salvador 

(25 de Octubre de 2012) 

Se sostiene que la Ley de Amnistía General para la consolidación de la paz 
ha tenido como consecuencia la instauración y la perpetuación de una si-
tuación de impunidad, por la falta de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos incumpliendo 
los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.

23	 Uno de los peritos del caso manifestó que “Guatemala todavía enfrenta un grave problema de impunidad, la tasa de crimen sin castigo de delitos 
contra la vida sigue siendo elevadísima, 97% a 98% de impunidad”. 
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CASO CORTE 
INTERAMERICANA IMPUNIDAD

Caso Roche Azaña y otros Vs. 
Nicaragua. (18 de Noviembre 

de 2020)

Voto concurrente de Zaffaroni señala que: “La responsabilidad internacio-
nal del Estado no surge de la mera producción de resultados, por graves que 
fuesen, y tampoco necesariamente de la comisión de los delitos, sino de la 
impunidad de éstos, cuando es arbitrariamente selectiva y afectan bienes 
jurídicos internos pero que también son Derechos Humanos que el Estado 
está obligado internacionalmente a garantizar.”

Adicionalmente, se señala que “para responsabilizar al Estado por impu-
nidad, ésta debe ser necesariamente la “impunidad de un delito”, que es 
lo único “punible”, y no hay delito que no sea doloso o culposo, no siendo 
suficiente tener por establecida una pura relación de causalidad con el re-
sultado letal.”

Fuente: elaboración propia. 
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RESUMEN

En el año 2012 fueron regulados en Colombia los procesos arbitrales declarativos, 
más hasta el año 2018 se publicó un primer proyecto de ley, Proyecto de Ley 224, 
que buscaba regular los procesos arbitrales ejecutivos, el cual por incumplimientos 
de forma terminó siendo archivado. Nuevamente, el 21 de julio de 2021 se radicó 
en el Congreso de La República el Proyecto de Ley 119/21, con la misma finalidad. 
Como consecuencia de lo anterior, han surgido diferentes posiciones frente a la via-
bilidad o no de los procesos arbitrales ejecutivos y su implementación como una 
de tantas herramientas que puede promover la descongestión del sistema judicial 
colombiano promoviendo el acercamiento al derecho de acceso a la administración 
de justicia y generando que Colombia se posicione como un mejor entrono para la 
inversión extranjera. 

Palabras clave: Proceso ejecutivo, proceso arbitral, proceso ejecutivo arbitral, 
arbitraje, derecho de acceso a la administración de justicia, capacidad de coacción.
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Introducción

El presente ensayo busca analizar las 
normas vigentes y la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional, para describir 

su posición acerca de la constitucionalidad y 
viabilidad de los procesos arbitrales ejecuti-
vos en Colombia. 

El arbitraje cuenta con una naturaleza 
jurídica mixta. De esta forma cuenta con un 
origen contractual, el cual es ejercido por las 
partes a través la suscripción  del pacto arbi-
tral o de la cláusula compromisoria. El arbi-
traje también constituye un proceso, el cual 
en palabras de la Dra. Liliana Otero com-
prende “un conjunto de actos coordinados y 
sucesivos destinados a la aplicación de la ley 
sustancial en un caso determinado” (2019, 
441) consagrado como ley procesal de acuer-
do con la Constitución Política de Colombia 
de 1991 (en adelante CP). 

El arbitraje tiene un procedimiento espe-
cial, por el cual las partes en ejercicio de su 
autonomía de la voluntad privada pueden: 
1) Celebrar un contrato accesorio, denomi-
nado pacto arbitral (Artículo 3 2012), o; 2) 
Incluir dentro del contrato principal suscri-
to, una cláusula compromisoria. A través de 
este ejercicio de la autonomía de la voluntad 
privada,  las partes acuerdan someter los 
posibles conflictos derivados del contrato 
u obligación principal ante un tribunal de 
arbitraje, ante quien que de acuerdo con el 
Dr. Jorge Hernán Gil Echeverry resolverán 
conflictos que son transigibles (1999), ante 
un árbitro único o varios árbitros  quienes 
serán terceros imparciales integrantes de 

tribunal de arbitraje y que ejercerán una 
verdadera función jurisdiccional operando 
bajo el margen de la ley. Como se mencio-
nó anteriormente, mediante el ejercicio de 
la autonomía de la voluntad privada de las 
partes, los árbitros, quedan investidos de 
forma transitoria de jurisdicción, para pro-
ferir una decisión denominada laudo arbi-
tral, que por mandato legal contará con los 
mismos efectos de una sentencia judicial y 
prestará mérito ejecutivo. 

Por su parte, el artículo 116 de la CP, indicó 
en su inciso 4º que los árbitros son particulares 
que administran justicia, al establecer que: 

“Los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de adminis-
trar justicia en la condición de jurados en 
las causas criminales, conciliadores o en la 
de árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad, en 
los términos que determine la ley”1 (negrita 
fuera del texto original).

Por lo tanto, la CP permite a los árbitros 
ejercer de forma transitoria la función pú-
blica de administrar justicia siempre y cuan-
do se cumplan los siguientes requisitos: 1) 
contar con la habilitación previa de las par-
tes, que se puede materializar mediante un 
pacto arbitral o una cláusula compromiso-
ria; 2) proferir el fallo, también denominado 
laudo arbitral, ya sea en derecho, en equidad, 
o técnico, y; 3) mantenerse en los términos 
regulados por la ley, disponiendo el queha-
cer de los árbitros a las leyes proferidas para 
su regulación. 

1	 República de Colombia, Constitución Política de Colombia, Art 11, 
1991. https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=-
Constitucion/1687988

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Constitucion/1687988
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Constitucion/1687988
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La CP impuso sobre el legislador la obli-
gación de proferir ley (especial) que regulara 
el arbitraje y su procedimiento en el mar-
co jurídico nacional. Al respecto, la Corte 
Constitucional ha indicado que se le ha atri-
buido obligación y competencia al legislador 
para que regule las formas de composición 
de los conflictos judiciales o MASC (Mesa 
1996), función que obedece al principio de 
reserva legal el cual implica que en el Esta-
do democrático de derecho, identificado por 
el principio de división de poderes, la úni-
ca rama de poder público a la que se facul-
ta para legislar es la rama legislativa, puesto 
que en ella radica la representación popular 
(M.P. Dr. Fabio Moron Diaz. 2000). 

En el año 2012 fue expedida la Ley 1563 
de 2012, “por medio de la cual se expide el Es-
tatuto de Arbitraje Nacional e Internacional 
y se dictan otras disposiciones”, en donde se 
define en el artículo 1º que “el arbitraje es un 
mecanismo alterno de solución de conflictos 
mediante el cual las partes defieren a árbitros 
la solución de una controversia relativa a 
asuntos de libre disposición o aquellos que 
la ley autorice (…)”(negrita fuera del texto 
original). A través de la presente Ley, el legis-
lador indicó en su artículo 119 que esta ley 
regula de forma íntegra la materia de arbi-
traje, más como lo menciona la Dra. Liliana 
Otero, “tal conclusión no es del todo pacífica 
y la situación no es del todo simplista como 
se creería, por cuanto encontramos casos de 
remisión expresa y otros de aplicación analó-
gica de normas procesales ordinarias” (2019, 
436). En adición, encontramos casos como 
el del proceso ejecutivo arbitral sobre el cual 
existe un vacío normativo en la legislación 
colombiana, debido a que la Ley 1563 de 

2012 solo reguló el arbitraje sobre procesos 
declarativos, sin hacer mención alguna res-
pecto de los procesos de ejecución. 

En el año 2018, la senadora Esperanza 
Andrade Serrano radico el Proyecto de Ley 
224 de 20182 que fue archivado tras no cum-
plir a cabalidad formalidades del trámite 
legislativo establecido en el artículo 162 de 
la CP; El 21 de Julio de 2021 el Proyecto de 
Ley 119 de 20213 fue radicado por la misma 
senadora Esperanza Andrade Serrano, pro-
yecto de ley que actualmente se encuentra en 
trámite legislativo, el cual como lo mencionó 
el Dr. Ulises Canosa en el año 2020, era un 
proyecto de ley que empezó a ser corregido y 
preparado como una alternativa de oferta de 
justicia que es compartido por autorizados 
tratadistas, reconocidos doctrinantes Click 
or tap here to enter text.y destacados profe-
sores universitarios Click or tap here to enter 
text. (2020,14). 

 
Es importante aclarar que el presente ensa-
yo no busca hacer comentarios al Proyecto 
de Ley 224 de 2018, ni al actual Proyecto de 
Ley en trámite 119 de 2021. En cambio, se 
pretende  analizar la constitucionalidad del 
proceso ejecutivo arbitral y las diferentes 
posturas que han sido puestas en discusión, 
frente a la viabilidad de la regulación y exis-
tencia del proceso ejecutivo arbitral en el or-
denamiento jurídico colombiano. 

2	 Proyecto de Ley 224 de 2018. “Por medio de la cual se crea en nuestra 
legislación el PACTO ARBITRAL EJECUTIVO, su procedimiento 
especial y otras disposiciones relacionadas con el Estatuto Arbitral y 
la Conciliación”.

3	 Congreso de la República de Colombia, Proyecto de Ley 119 de 
2021: Por medio del cual se crea el arbitraje para procedimientos 
ejecutivos, su pacto especial y procedimiento arbitral (2021). http://
leyes.senado.gov.co/proyectos/index.php/textos-radicados-senado/
p-ley-2021-2022/2341-proyecto-de-ley-119-de-2021
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Por lo tanto, mediante la aplicación del 
método dogmático con orientación descrip-
tiva (Courtis 2006,114 y 122–25), se buscará 
identificar si en Colombia es constitucional 
y viable promover la promulgación de una 
ley que regule y avale el proceso ejecutivo 
arbitral, y; finalmente, se buscará señalar so-
luciones, dando de esta forma resolución al 
problema objeto del presente ensayo jurídico. 

1.	Generalidades del arbitraje en 
Colombia

La Corte Constitucional ha señalado que el 
arbitraje es una institución sólidamente insti-
tuida en el derecho, al ser considerada como 
un mecanismo alterno de solución de conflic-
tos (en adelante MASC) eficaz, y también un 
instrumento que cuenta con ventajas eviden-
tes y prácticas para quienes lo emplean y para 
el orden social general (CABALLERO 1993, 
8). Adicionalmente, ha definido al arbitraje 
como un MASC heterocompositivo, por el 
cual un tercero (particular) que ha sido inves-
tido de jurisdicción denominado árbitro que 
“puede suponer un órgano público o privado, 
nacional o internacional” (Vescovi 1984, 7), 
soluciona un conflicto entre dos o más partes, 
previa habilitación de las mismas; atendiendo 
a las disposiciones legales y convencionales 
(Corte Constitucional de Colombia 2014). 

La doctrina constitucional ha definido 
el arbitraje como “aquel por medio del cual 
una persona o varias a nombre del estado, en 
ejercicio de una competencia atribuida por 
este y consultando solo el interés superior del 
orden jurídico y la justicia, definen el derecho 
aplicable a un evento concreto, luego de ha-
ber comprobado los hechos y de inferir una 

consecuencia jurídica, cuyo rasgo esencial es 
el efecto del tránsito a cosa juzgada” (Verga-
ra 1995, 1997). Finalmente, se indica que el 
arbitraje es un mecanismo que debe promul-
gar con rigor la aplicación de las garantías 
constitucionales del derecho al debido pro-
ceso consagrado en el artículo 29 de la CP 
(Díaz 2000).

1.1. Naturaleza jurídica

Frente a la naturaleza jurídica del arbitraje, 
actualmente sobresalen tres importantes pos-
turas que son: 1) la contractualista; 2) la juris-
diccional, y; 3) la mixta. 

La postura contractualista, considera-
da como una teoría extrema al igual que la 
jurisdiccional (Corte Constitucional de Co-
lombia 2014), encuentra como fundamento 
la expresión de la autonomía de la voluntad 
de las partes otorgada a los particulares para 
dirimir su conflicto materializado en el con-
trato o negocio jurídico. Así mismo, encuen-
tra el origen de la competencia del árbitro 
“en un acuerdo privado y no en las autorida-
des del Estado” (Rey Vallejo 2013, 205). 

La postura jurisdiccional “ubica el arbi-
traje en el terreno de lo procesal (…). El es-
tudio de la naturaleza del arbitraje no debe 
tomar como punto de partida la relación o 
el contrato existente entre las partes y los ár-
bitros designados, sino más bien la función 
misma que estos desarrollan” (Rey Vallejo 
2013,199–237); proyectándose de esta forma 
como una teoría antagónica respecto de la 
contractualista, al sugerir que “la forma en 
que los árbitros resuelven la controversia re-
viste las características de la función desarro-
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llada por un juez, su decisión hace tránsito a 
cosa juzgada y tiene efectos de ejecutoriedad” 
(Rey Vallejo 2013, 204). 

La teoría mixta o ecléctica atiende a un 
postulado intermedio, sugiriendo que al ar-
bitraje “tiene un fuerte componente contrac-
tual, derivado de su origen o negocio jurídico 
como lo es el pacto arbitral, pero igualmente, 
la potestad de los árbitros al dirimir conflic-
tos de manera vinculante, va más allá de una 
simple facultad de derecho privado y consulta 
los rasgos de una verdadera función jurisdic-
cional” (Otero Álvarez 2019, 437). 

El sistema jurídico colombiano tal como 
el constituyente lo determinó en el artícu-
lo 116 CP, se inclina, por adoptar la teoría 
mixta, puesto que “los árbitros administran 
justicia y, por otro lado, al pacto arbitral se 
aplican las reglas propias de los negocios jurí-
dicos” (Otero Álvarez 2019, 438). Adicional-
mente, la Corte Constitucional en sus inter-
pretaciones ha afirmado el acogimiento de 
la postura mixta al exhortar en su jurispru-
dencia: “la doctrina constitucional nacional 
se inclina hacia la posición mixta o ecléctica” 
(Corte Constitucional de Colombia 2014, 
48). El apadrinamiento de la postura mixta 
acarrea como consecuencia, de acuerdo con 
la Dra. Liliana Otero, el respeto por la auto-
nomía de la voluntad de las partes materia-
lizado en el contrato o negocio jurídico y así 
mismo el sometimiento al debido proceso 
expresado por el legislador (2019, 439).

1.2. Características del arbitraje

La Corte Constitucional ha informado que 
son las siguientes: 1) voluntariedad; 2) tem-

poralidad; 3) excepcionalidad, y; 4) que 
comprende una figura de carácter procesal 
(Díaz 2000). 

La voluntariedad hace referencia al acuer-
do previo y expreso de las partes en conflicto, 
denominado pacto arbitral o cláusula com-
promisoria, por el cual estas partes en ejer-
cicio de la autonomía de la voluntad privada 
deciden someter determinadas controversias 
a la decisión de un tribunal de arbitramento. 

La temporalidad implica que “el ejercicio 
de la función judicial atribuida a los particu-
lares en calidad de árbitros es transitoria y se 
limita a la cuestión propuesta por las partes 
en conflicto” (Díaz 2000). Adicionalmente, 
indica que el proceso arbitral debe trami-
tarse dentro de un plazo delimitado por la 
ley o por las partes, el cual a nuestro parecer 
se encuentra relacionado con la investidura 
transitoria que es dada a los árbitros para 
tener jurisdicción en determinado proceso. 
La característica de la temporalidad, a su vez 
ha sido uno de los fundamentos sobre los 
cuales ciertos doctrinantes han apoyado su 
tesis, sobre la cual mencionan que el proce-
so ejecutivo no puede llegar a tramitarse a 
través del proceso arbitral, al señalar que la 
etapa procesal de la ejecución puede llegar a 
tardar demasiado tiempo generando como 
consecuencia la indeterminación para la re-
solución del conflicto determinado, siendo la 
ejecución en el proceso ejecutivo arbitral po-
siblemente contraria y transgresora de esta 
especial característica del arbitraje (Martínez 
2020, 85–87). Sin embargo, a nuestro pare-
cer, los procesos ejecutivos que sean dirimi-
dos mediante un proceso arbitral cumplirían 
con esta característica de la temporalidad, 
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en tanto: 1) el legislador indique de forma 
certera y expresa un término máximo legal 
en el cual deban solucionarse las controver-
sias con pretensión de carácter ejecutivo, tal 
como el mismo legislador lo ha hecho ante-
riormente para los procesos arbitrales de na-
turaleza declarativa y que indique, tal como 
la ley 1563 de 2012 lo ha fijado para los pro-
cesos declarativos, que una vez finiquitado 
este plazo determinado, el caso en concreto 
deberá ser delegado a la justicia ordinaria, y; 
2) que las partes en el pacto arbitral o en la 
cláusula compromisoria pacten un término 
máximo convencional que no contraríe ni 
supere al máximo legal para la resolución de 
la controversia y promuevan de forma activa 
la célere resolución del conflicto en el térmi-
no convencionalmente establecido. 

Por su parte, la excepcionalidad limita la 
jurisdicción que le es atribuida a los árbitros 
al excluir toda controversia o asunto que 
trate sobre: 1) la garantía de bienes jurídicos 
tutelados específicos, como los que versen 
sobre derechos fundamentales entre otros 
determinados por la ley, ya que son labores 
que se encuentran especialmente delegadas 
en los jueces (Muñoz 1995).

Finalmente, la naturaleza procesal del 
arbitraje implica que el ejercicio del arbitraje 
necesita efectuarse en obediencia a la Consti-
tución y la ley. Por lo tanto, el arbitraje se ha 
identificado como un proceso acorde con los 
principios constitucionales del derecho proce-
sal (Corte Constitucional de Colombia 2014).

Por consiguiente, el planteamiento de 
la viabilidad de los procesos arbitrales con 
pretensiones ejecutivas, los cuales hasta el 

momento han intentado ser regulados en el 
fallido Proyecto de Ley 224 de 2018 y en el 
Proyecto de Ley 119 de 2021 en trámite,  no 
se oponen a los elementos característicos de-
terminados por la CP ni por la Corte Cons-
titucional sobre el arbitraje4. 

1.3. Autonomía de la voluntad

El principio de la autonomía de la voluntad 
privada, que ha sido objeto de mención en 
este escrito, y que comprende el fundamento 
de todo el régimen de contratación nacional 
público y privado, ha sido definido por el Dr. 
Álvaro Mendoza Ramírez como “nuestra 
capacidad de comprometernos, por que deci-
dimos de manera libre y consciente, adquirir 
los vínculos respectivos, en tanto entendemos 
que estos corresponden a nuestros intereses 
y necesidades” (2020, 81), adicionalmente, 
Emilio Betti “entiende el ejercicio de la au-
tonomía de la voluntad como la posibilidad 
de dar vida a situaciones aptas para generar 
vínculos jurídicos entre particulares” (Men-
doza Ramírez 2020, 82), por lo tanto, esta 
autonomía comprende la posibilidad de que 
las partes en su obrar y en la vida social se 
obliguen o vinculen de múltiples maneras, 
en tanto no se traspasen los límites fijados 
por el régimen jurídico.  

De esta forma, la autonomía de la volun-
tad privada es a su vez un elemento a nuestra 
manera de ver esencial para que logre operar 
el arbitraje en el caso en concreto y sin el cual 
no podría llegar a hacerse el uso del proceso 
arbitral (declarativo o ejecutivo). Puesto que, 

4	 Corte Constitucional de Colombia. 2014. Sentencia C-947-14. https://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/C-947-14.htm
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la habilitación es realizada por las partes 
mediante la suscripción del contrato princi-
pal que contenga la cláusula compromisoria 
o de la suscripción del pacto arbitral, lo cual 
constituye la manifestación expresa de las 
partes o autonomía de la voluntad privada 
de las partes exenta de vicios, a través de la 
cual estas partes habilitan al árbitro u árbi-
tros para que configuren el tribunal de ar-
bitraje correspondiente, conozcan y se pro-
nuncien frente al conflicto determinado, con 
la finalidad de acceder a la administración 
de justicia y dirimir el conflicto. 

La Corte Constitucional5 se ha pronun-
ciado en relación con el principio de la  auto-
nomía de la voluntad en el siguiente sentido:

“tiene que ver con la posibilidad de que sean 
los propios sujetos de la relación jurídica, 
quienes decidan el destino de su vínculo y 
obviamente, los procedimientos y autori-
dades que habrán de resolver los eventuales 
desacuerdos; de esta forma se garantiza, no 
solo el recto y libre ejercicio de la voluntad 
individual, sino el adecuado acceso a la ad-
ministración de justicia” (DIAZ 2001, 1). 

La Corte indica que el adecuado y libre 
ejercicio de la autonomía de la voluntad de 
las partes operará como garante para que las 
partes en ese conflicto o conflictos específi-
cos puedan contar con la posibilidad de que 
el Estado Colombiano le garantice que po-
drá ejercer su derecho constitucional de ac-
ceso a la administración de justicia, sobre 
el cual ahondaremos más adelante. Conside-
ramos que el arbitraje es una MASC a través 
del cual el Estado colombiano garantiza el 

5	 Corte Constitucional Colombia, 2001, Sentencia C-060-01. https://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/C-060-01.htm

acceso a la administración de justicia a las 
personas que en ejercicio de su autonomía de 
la voluntad privada deciden acudir ante un 
árbitro para resolver sus conflictos, puesto 
que, las mismas partes contarán con uno o 
varios árbitros que darán resolución al con-
flicto en justicia o en equidad  (como se in-
dica más adelante, la CP les ha conferido los 
mismos deberes y poderes que a los jueces) 
y en el caso específico de los procesos ejecu-
tivos arbitrales, la ejecución de la obligación 
se realizará a través del mecanismo que las 
partes escogieron en virtud de esa autono-
mía de la voluntad, y no el que les tocó so-
portar o el que les fue impuesto, hablando 
específicamente de la justicia ordinaria, en 
la cual se evidencia una congestión judicial 
y falta de celeridad en la resolución de los 
conflictos, situación que a nuestro parecer, 
es contraria a un adecuado acceso a la admi-
nistración de justicia. 

1.4. 	Los árbitros y el alcance de sus 
funciones

Tal como lo dictamina la Corte Constitu-
cional en Sentencia C-226-93, tanto los ár-
bitros como los conciliadores obtienen la 
calificación de jurados de derecho que ver-
daderamente administran justicia al ser 
particulares que transitoriamente obtienen 
investidura para ejercer funciones públicas 
como lo es la de administrar justicia (CA-
BALLERO 1993, 10). Adicionalmente, el ár-
bitro cuenta con “los mismos poderes de or-
denación, coerción, e instrucción que el juez” 
(Otero Álvarez 2019, 454), razón por la cual 
le aplican los artículos 42, 43 y 44 del CGP, 
confiriéndole de esta forma los mismo debe-
res y poderes de los jueces. 
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1.4.1. 	Alcance de las funciones de los 
árbitros

Por regla general se ha indicado en la doctri-
na que pueden ser sometidos a arbitraje todo 
tipo de controversias que sean transigibles. 
Sin embargo, en Sentencia C-226-93 M.P 
Alejandro Martínez Caballero, menciona la 
Corte Constitucional que “el fallo arbitral no 
puede ser cumplido por los mismos árbitros 
en razón de que proferida la sentencia cesan 
en las funciones, que no comprenden cosas 
ni personas distintas de las señaladas limita-
damente en la cláusula compromisoria o en 
el compromiso que los enviste de autoridad 
pública, con autorización de la ley.” (1993, 9), 
imponiendo un límite adicional al arbitraje. 

Al respecto se han manifestado doctri-
nantes, que no consideran viable que me-
diante arbitraje se tramiten disputas con 
pretensiones ejecutivas afirmando que como 
lo mencionó la Corte Constitucional en sen-
tencia C-226-93, las funciones de los árbitros 
cuentan con la limitación de no poder por si 
mismos ejecutar el fallo arbitral, y por con-
siguiente han afirmado que sí los árbitros no 
cuentan siquiera con habilitación para ejecu-
tar sus laudos, mucho menos les será viable 
ser habilitados para operar en la resolución 
de conflictos cuya pretensión sea de carácter 
ejecutiva (procesos ejecutivos arbitrales). 

Sobre este aspecto del alcance de las 
funciones de los árbitros encontramos que, 
más allá de la prohibición tácita de la Cor-
te Constitucional, no existe en la sentencia 
C-226-93 una justificación razonable dada 
por la Corte Constitucional en sus consi-
deraciones frente a esta imposibilidad. Y de 

hecho, al realizar un análisis de lo indicado 
por la Corte Constitucional en Sentencia 
C-226-93 encontramos que esta posición va 
en contravía de lo estipulado por la misma 
CP en su artículo 116, al imponer un lími-
te adicional al arbitraje que no se encuentra 
contemplado en la CP ni en la Ley. 

Adicionalmente, la Corte Constitucio-
nal ha reiterado que sobre el alcance de las 
funciones de los árbitros “en el proceso ar-
bitral, el árbitro está investido del poder de 
administrar justicia, habilitado para ello por 
las partes, en forma transitoria, en el negocio 
sub-lite, sustrayéndolo de la competencia de 
la jurisdicción ordinaria, por voluntad de las 
mismas partes: son ellas quienes habilitan a 
los árbitros para fallar, en derecho o en con-
ciencia. Además, los árbitros administran 
justicia “en los términos que determine la 
ley”, lo cual permite al legislador, v.gr., Esta-
blecer las reglas a las cuales debe someterse el 
proceso arbitral” (DIAZ 2001, 8).

2. 	Viabilidad del proceso 
ejecutivo arbitral

Tras realizar un breve acercamiento a las 
generalidades del arbitraje, procedemos a 
evaluar si la naturaleza jurídica, demás gene-
ralidades del arbitraje y la regulación colom-
biana excluyen la posibilidad de que a través 
del proceso arbitral sean dirimidos conflic-
tos cuya pretensión sea de carácter ejecutivo. 

Para lo anterior, procederemos a anali-
zar sí: 1) el ordenamiento jurídico vigente 
habilita el uso del proceso arbitral para re-
solver pretensiones ejecutivas, y; 2) verificar 
si el ordenamiento jurídico colombiano ha 
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dispuesto algún tipo de limitación para que 
mediante el proceso arbitral se puedan re-
solver pretensiones de carácter ejecutivo.

2.1. 	Proceso ejecutivo arbitral 
en el ordenamiento jurídico 
colombiano

En la jurisprudencia de la Corte Constitu-
cional, así como en la de otras altas cortes, 
se han presentado dos posturas contrarias 
sobre de la viabilidad del proceso ejecutivo 
arbitral en Colombia. 

En primer lugar, la postura que afirma la 
viabilidad del proceso ejecutivo arbitral ha 
argumentado que, el inciso 4º del artículo 116 
de la CP no indica que los procesos arbitrales 
en Colombia deban ser declarativos o ejecuti-
vos, únicamente indica que el arbitraje debe 
atenerse a lo dispuesto en la ley colombiana. 
En consecuencia, la Corte Constitucional en 
sentencia C-294-95, por la cual se declaró exe-
quible el artículo 2º del Decreto 2651 de 1991 
(el cual actualmente no se encuentra vigente), 
afirmó la posibilidad de que las partes acu-
dieran a la justicia arbitral para dirimir con-
flictos de carácter ejecutivo, ya que este artí-
culo indicaba que las partes podrían acudir 
al proceso arbitral para atender pretensiones 
ejecutivas. Por consiguiente, evidenciamos 
que después de una revisión de la legislación 
colombiana, encontramos que la misma no 
contiene ninguna norma que excluya la po-
sibilidad de que a través del proceso arbitral 
se diriman pretensiones de carácter ejecutivo. 
Más, aclaramos que únicamente han sido re-
gulados por el legislador los procesos arbitra-
les declarativos. La Corte Constitucional dejó 

como precedente vinculante que “los árbitros, 
habilitados por las partes, en los términos que 
determine la ley, pueden administrar justi-
cia para decidir conflictos surgidos en torno 
a obligaciones exigibles ejecutivamente, así 
esté en trámite el proceso ejecutivo, o no haya 
comenzado aún” (1995, 12) (negrita fuera del 
texto original) indicando que así ha sido pre-
visto de forma inequívoca en el inciso 4º del 
artículo 116 de la CP.

Por el contrario, quienes defienden la 
posición que considera inviable que en Co-
lombia se promuevan los procesos ejecutivos 
arbitrales fundamenta su posición en ciertos 
argumentos expuestos en la sentencia T-057 
de 1995 de la Corte Constitucional con ma-
gistrado ponente Eduardo Cifuentes, quien 
en la sentencia C-294-95 mantuvo su posición 
expuesta en la sentencia T-057 de 1995, al ha-
cer un salvamento de voto, en donde afirmó 
que “no todo asunto de competencia de los 
jueces ordinarios, en consecuencia, puede ser 
trasladado a la justicia arbitral. Entre las ma-
terias vedadas a los árbitros y conciliadores, 
por las razones anotadas, se encuentra el 
conocimiento de las pretensiones ejecuti-
vas.” (1995) (negrita fuera del texto original). 
Adicionalmente señala que “la ejecución está 
íntimamente ligada al uso de la fuerza pública 
que, (…) ni la ley ni el pacto pueden transferir 
a los árbitros o conciliadores.” (1995). 

Nosotros apoyamos la postura que afir-
ma la viabilidad del proceso ejecutivo ar-
bitral expuesta por la Corte Constitucional 
en la sentencia C-294-95, que indica la via-
bilidad del proceso ejecutivo arbitral y no 
estamos de acuerdo con la postura contraria 
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que encuentra su fundamento en la postura 
de un Magistrado de la Corte Constitucional 
contenida en una sentencia de tutela y en un 
salvamento de voto de la sentencia C-294-95. 
Al respecto, el artículo 36 del Decreto 2591 
de 1991 (el cual se encuentra vigente) esta-
blece que, “las sentencias en que se revise una 
decisión de tutela sólo surtirán efectos en el 
caso concreto (…)”. Por consiguiente, los fa-
llos proferidos en sentencias de tutela por la 
misma Corte Constitucional que contrarían 
la posición de la misma Corte expuesta en la 
sentencia C-294-95 en donde se promueve 
la viabilidad de adelantar pretensiones eje-
cutivas por medio del proceso arbitral, sólo 
han de ser vinculantes para quienes fueron 
partes en el mismo proceso objeto de tutela. 

Finalmente indicamos que, las conside-
raciones expuestas en la sentencia de cons-
titucionalidad (C-294-95) como lo asevera la 
misma Corte “tiene efectos erga omnes” (Me-
jía 1995, 14) y ha de ser tenida en cuenta como 
criterio de interpretación constitucional, al 
ser evaluada la constitucionalidad y viabili-
dad del actual proyecto de ley en trámite o 
de futuros proyectos de ley por los cuales se 
busque regular el proceso ejecutivo arbitral.

2.2. 	Límites al proceso ejecutivo 
arbitral

La CP en su artículo 116, inciso 4º y la ju-
risprudencia constitucional vigente, solo 
han establecido como límites al arbitraje 
los siguientes: primero, que los particulares 
exclusivamente podrán ser investidos de la 
función de administrar justicia, en calidad 
de conciliadores o de árbitros, pero de forma 

transitoria; segundo, son las partes quie-
nes habilitan por mandato constitucional 
a los árbitros para fallar, en derecho o en 
conciencia y; tercero, que los árbitros deben 
administrar justicia en los términos que de-
termine la ley (Mejía 1995, 10). 

También, la Corte Constitucional ha 
afirmado de forma expresa e inequívoca que 
no existen otras limitaciones al proceso ar-
bitral y consecuentemente no es admisible 
afirmar que “los asuntos que se ventilan, o 
podrían ventilarse, en el proceso de ejecución, 
están excluidos del proceso arbitral.” (1995). 
Así mismo, como se mencionó anteriormen-
te, hablando del alcance de las funciones de 
los árbitros, no se encuentra determinado 
dentro de estos límites, la exclusión o limi-
tación hecha por la Corte Constitucional a 
los árbitros y al arbitraje mismo, al impedir 
que los árbitros puedan ejecutar sus propios 
laudos arbitrales; puesto que, consideramos 
que esta disposición es contraria a la esencia 
misma prevista por el constituyente en el in-
ciso 4º del artículo 116 CP.

2.3. Imperio o coercibilidad

Otro punto en cuestión al evaluar la viabilidad 
de los procesos ejecutivos arbitrales en Co-
lombia ha sido el del imperio o coercibilidad. 

Quienes mantienen la postura de la in-
viabilidad del proceso ejecutivo arbitral afir-
man que “hay numerosas providencias de la 
justicia civil y contencioso administrativa que 
señalan la imposibilidad de hacerlo, princi-
palmente en razón a la falta de poder coac-
tivo de los árbitros, el carácter temporal del 
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arbitraje y su naturaleza declarativa” (2020, 
80). Esta afirmación ha sido el fundamento 
empleado en varias sentencias de la Corte 
Constitucional, a través de las cuales se ha 
impedido que los mismos tribunales de ar-
bitraje puedan ejecutar sus propios laudos 
arbitrales (2014, 47). 

Al hablar de coercibilidad, hacemos re-
ferencia a uno de los elementos esenciales de 
cualquier Estado, que es el del poder público 
soberano o elemento formal del Estado, en-
tendido como la soberanía del Estado, que es 
ejercida por sus gobernantes. De acuerdo con 
el Dr. Vladimiro Naranjo Mesa, esta sobera-
nía le otorga al Estado un monopolio sobre: el 
uso de la fuerza armada, la capacidad de legis-
lar, las relaciones internacionales del Estado y 
la administración de justicia (2010, 129–44). 

La administración de justicia, tal como 
se indicó anteriormente, se encuentra bajo 
el monopolio soberano del Estado, más, de 
acuerdo con el artículo 228 de la CP, es una 
función pública que a su vez ha sido delega-
da constitucionalmente para que sea ejerci-
da por los órganos y particulares que han 
sido autorizados para administrar justicia, 
de acuerdo con el artículo 116 CP. 

Como se ha mencionado con anteriori-
dad, la CP es clara al manifestar que los ár-
bitros administran verdaderamente justicia 
de forma transitoria, previa habilitación de 
las partes y en los términos en que determi-
ne la ley. De esta forma,  si el legislador no 
ha determinado que los árbitros no cuentan 
con capacidad de coacción y que por lo tanto 
no se encuentran habilitados para adminis-
trar justicia, no existe en el ordenamiento 

jurídico colombiano hasta el momento una 
razón de peso o fundamento, a través de la 
cual se disponga que los árbitros carecen 
de coercibilidad. A nuestros ojos, ha sido el 
celo de los jueces el cual se ha manifestado 
en una interpretación desmedida de la ley, el 
factor que ha obstruido la posibilidad de que 
los árbitros puedan administrar justicia en 
procesos ejecutivos, impidiendo de esta for-
ma, que las personas que optan por resolver 
sus conflictos a través de este MASC, logren 
acceder al derecho al acceso a la administra-
ción de justicia. 

Esta posición de la justicia civil y conten-
cioso administrativa ha obstruido a los árbi-
tros para ejecutar primeramente sus propios 
laudos y en segundo lugar conocer de procesos 
de ejecución, a pesar de que las partes en ejer-
cicio de su autonomía de la voluntad privada y 
conforme a lo dispuesto en el artículo 116 CP, 
han investido de autoridad al árbitro para que 
administre justicia en los casos en concreto.  

En adición, frente a la afirmación de la 
postura que considera inviables los procesos 
ejecutivos arbitrales, tomando como funda-
mento “la naturaleza declarativa del arbi-
traje” (2020, 80), indicamos que es una afir-
mación que excede lo previsto en el artículo 
116 de la CP y por consiguiente, no lo conce-
bimos como un argumento certero, ya que, 
tal como se mencionó al inicio del presente 
escrito, al hablar de la naturaleza jurídica 
del arbitraje, el arbitraje en Colombia cuenta 
con una naturaleza mixta, y no declarativa, 
en concordancia con la CP, la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, la misma ley y 
los doctrinantes.
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3. 	Arbitraje y el derecho de 
acceso a la administración 
de justicia

El derecho de acceso a la administración de 
justicia, también llamado derecho a la tutela 
judicial efectiva, ha sido definido por la Cor-
te Constitucional en sentencia C-279-2013 
M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub6 en los si-
guientes términos:

“la posibilidad reconocida a todas las perso-
nas residentes en Colombia de poder acudir 
en condiciones de igualdad ante los jueces y 
tribunales de justicia, para propugnar por 
la integridad del orden jurídico y por la de-
bida protección o el restablecimiento de sus 
derechos e intereses legítimos, con estricta 
sujeción a los procedimientos previamente 
establecidos y con plena observancia de las 
garantías sustanciales y procedimentales 
previstas en las leyes” (2013, 1). Este derecho 
constituye un pilar fundamental del Estado 
Social de Derecho y un derecho fundamen-
tal de aplicación inmediata, que forma parte 
del núcleo esencial del debido proceso”.

Adicionalmente, “el acceso a la admi-
nistración de justicia es un derecho de con-
figuración legal, sometido a las consideracio-
nes del legislador en torno a su regulación y 
ejecución material. Si bien la tutela judicial 
efectiva se define como un derecho funda-
mental de aplicación inmediata, esta última 
característica es predicable básicamente de su 
contenido o núcleo esencial, ya que el diseño 
de las condiciones de acceso y la fijación de 
los requisitos para su pleno ejercicio corres-
ponde establecerlos al legislador” (PRETELT 
CHALJUB 2013, 24)

6	 Corte Constitucional Colombia, 2013, Sentencia C-279-2013. https://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/C-279-13.htm

Doctrinantes como la Dra. Adriana 
López Martínez, entre otros, han considera-
do inviable el proceso ejecutivo arbitral en 
Colombia, señalando que “más allá de los as-
pectos de constitucionalidad y conveniencia, 
tiene un importante impacto en el derecho 
fundamental de acceso a la administración 
de justicia, pues no son pocas las veces en las 
cuales existiendo obligaciones ejecutables en 
virtud de contratos o documentos anexos que 
contenga cláusula compromisoria, y propues-
ta la excepción previa correspondiente, los 
jueces la aceptan; pero iniciado el trámite ar-
bitral, los árbitros señalan no ser competentes 
para tramitar pretensiones ejecutivas, gene-
rándose para el demandante la imposibilidad 
de acceso a la administración de justicia en 
la forma como quiere plantear sus pretensio-
nes” (2020, 77). Lo expuesto anteriormen-
te, efectivamente genera un detrimento al 
derecho de acceso a la administración de 
justicia, el cual opinamos, sobreviene como 
consecuencia del vacío legal existente en la 
legislación colombiana, sumado de las dife-
rentes posturas que se han evidenciado en 
las Altas Cortes, generando que los árbitros 
no tengan certeza para argumentar y expre-
sar el fundamento de su competencia en los 
procesos ejecutivos arbitrales. 

El derecho de acceso a la administración 
de justicia consagrado en el artículo 229 de 
la CP el cual de acuerdo con la Corte Consti-
tucional “es función pública y, en tal calidad, 
debe ser ejecutada con primacía del derecho 
sustancial, sin dilaciones injustificadas y a 
través de un funcionamiento desconcentra-
do y autónomo” (2004); busca promover 
que quienes se encuentran habilitados para 
ejercer y promover el acceso a la administra-
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ción de justicia no impidan que las personas 
puedan dirimir conflictos bajo el marco de 
la CP y la Ley. 

Uno de los puntos de discusión que ro-
dean la posibilidad de procesos arbitrales 
ejecutivos indica que puede llegar a ser un 
mecanismo que ayude a promover la des-
congestión de los despachos judiciales, de-
bido a que la mayoría de los procesos que 
concurren dichos despachos atienden a la 
categoría de procesos ejecutivos. Es claro 
que el proceso ejecutivo arbitral no es la 
solución mágica al grave problema de con-
gestión judicial y justicia tardía que existe 
en nuestro país, el cual efectivamente con-
sideramos vulnera el derecho de acceso a la 
administración de justicia; más, considera-
mos acertado el planteamiento del Dr. Uli-
ses Canosa Suarez, en donde indica que los 
procesos ejecutivos arbitrales pueden llegar 
a ser mecanismos que promuevan el derecho 
de acceso a la administración de justicia y de 
paso sean un pequeño eslabón que ayude a 
que en Colombia se puedan ir descongestio-
nando los despachos judiciales, para que de 
esta forma en Colombia en algún momento, 
con la implementación de este y otros meca-
nismos, podamos llegar a hablar de la exis-
tencia de una justicia acorde con el principio 
del derecho procesal de la economía pro-
cesal o celeridad (López Blanco 2019, 109). 
De esta forma y más al hablar de procesos 
ejecutivos, desde nuestro punto de vista es 
imperativo al hablar del derecho de acceso a 
la administración de justicia, puesto que en 
este tipo de procesos, de acuerdo con el artí-
culo 422 del CGP, un acreedor o demandan-
te busca hacer efectiva una obligación que es 

expresa, clara y exigible, el cual, con mayor 
razón debe serle garantizado a las personas 
el acceso a un proceso célere. 

Para finalizar, creemos valioso afirmar 
que la Corte Constitucional ha indicado que 
el arbitraje como MASC guarda una íntima 
relación con el derecho de acceso a la admi-
nistración de justicia, el debido proceso, la 
igualdad de oportunidades para las partes y 
la seguridad jurídica, entre otros derechos. 
Adicionalmente, ha afirmado que “(…) esta 
proscrito constitucionalmente, cualquier 
acuerdo privado que menoscabe estos intere-
ses superiores” (Corte Constitucional de Co-
lombia 2014, 51), al referirse a los derechos 
que el arbitraje busca promover y guardar.

4. Arbitraje y medidas cautelares

Las medidas cautelares son “aquellas provi-
dencias que, ya de oficio, o a petición de par-
te, puede adoptar el juez respecto de personas, 
pruebas o bienes que resulten afectados por la 
demora en las decisiones que se tomen dentro 
del juicio, siempre con carácter provisional y 
tendientes a asegurar el cabal cumplimiento 
de las determinaciones que se adopten por el 
juez y especialmente, de la sentencia una vez 
ejecutoriada” (López Blanco 2018, 752). 

El objetivo de toda medida cautelar, en el 
proceso en el cual se busque decretar y prac-
ticar, consiste como lo indica el Dr. Hernán 
Fabio López Blanco en asegurar que el fin 
o los fines del proceso puedan cumplirse a 
cabalidad y de igual forma se eviten daños 
o perjuicios personales o económicos (2018, 
752). Las medidas cautelares, como se eviden-
cia, “tienen un amplio alcance, pues pueden 
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recaer sobre bines y también sobre personas 
(…), o también pueden estar orientadas a que 
se suspenda un acto que ha sido impugnado” 
(Forero Silva 2020, 1) . Por otra parte, respec-
to de la finalidad de las medidas cautelares, 
de acuerdo con Calamandrei, en el proceso 
“las medidas cautelares surgen de la necesi-
dad de relacionar un hacer “pronto” con un 
hacer bien y evitar que se convierta en iluso-
ria la sentencia que le ponga fin al mismo” 
(1976, 229); por consiguiente, buscan “evitar 
los efectos nocivos del excesivo tiempo que se 
utiliza en las tramitaciones de los procesos ci-
viles” (López Blanco 2018, 753), para que no 
suceda lo que indica Redenti “de poco servi-
rían las decisiones judiciales si entre tanto … 
se han escapado los bueyes”, al hacer mención 
respecto de la aplicación de providencias ju-
diciales que llegan demasiado tarde, en tanto 
dejan de poder hacerse efectivas las obliga-
ciones al no encontrarse o existir los bienes 
dados en garantía, entre otros casos. 

El Dr. Hernán Fabio López Blanco indica 
que al ser reguladas adecuadamente las me-
didas cautelares, respecto de cada proceso 
en específico, se puede evitar que durante 
el curso del proceso sobre el cual se buscan 
decretar y practicar las mismas, se lleguen a 
ejecutar actos contrarios a la buena fe ten-
dientes a insolventarse para hacer ilusorios 
los efectos del fallo (2018, 751). 

Cabe aclarar que “durante largo tiempo 
la doctrina nacional sostuvo que las medidas 
cautelares eran incompatibles con el proceso 
arbitral. Sin embargo, el artículo 31 del De-
creto 2279 de 1989, que corresponde al artí-
culo 152 del Decreto 1818, tomó dicha institu-
ción de la doctrina extranjera y las consagró 

expresamente”, (Gil Echeverry 1999, 303). 
Posteriormente, el artículo 118 de la Ley 
1563 de 2012 lo derogo, más en el artículo 32 
de la misma Ley 1563 de 2012, se indicó que:

“A petición de cualquiera de las partes, el 
tribunal podrá ordenar las medidas caute-
lares que serían procedentes de tramitarse 
el proceso ante la justicia ordinaria o la 
contencioso administrativa, cuyos decretos, 
práctica y levantamiento se someterán a 
las normas del Código de Procedimiento 
Civil, el Código de Procedimiento Adminis-
trativo y de lo Contencioso Administrativo y 
a las disposiciones especiales pertinentes. El 
tribunal podrá comisionar al juez civil mu-
nicipal o del circuito del lugar en donde deba 
practicarse la medida cautelar. (…)”

En el anterior proyecto de ley 224/18 
que buscaba regular los procesos ejecutivos 
arbitrales se indicó que el decreto y practi-
ca de medidas cautelares se adelantaría de 
igual forma como se adelanta en la ley 1563 
de 2012. Al respecto, la Dra. Adriana López 
Martínez, quien respetablemente ha sido 
una de las representantes de la posición que 
considera inviable y no conveniente la pro-
mulgación de un proyecto de ley que regule 
los procesos ejecutivos arbitrales, indicó res-
pecto del anterior proyecto de ley que “en lo 
que se refiere a la práctica de medidas cau-
telares, específicamente frente al secuestro de 
bienes, tal y como se ha planteado en el inicial 
proyecto de ley, su materialización se haría 
a través de comisión a los jueces ordinarios, 
teniendo en cuenta el tiempo, los costos y el 
imperio requerido para la práctica de este 
tipo de medida cautelar. Esto afectaría cla-
ramente los propósitos y finalidad para la 
que se concibe el proceso ejecutivo arbitral, 
cual es la descongestión y eficiencia del pro-
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ceso ejecutivo, máxime si el juez no va a ser 
el responsable de los tiempos de su trámite.” 
(negrita fuera del texto original) (2020, 86). 
Por consiguiente, consideramos acertada la 
afirmación realizada por el Dr. Ulises Ca-
nosa Suárez, en donde indicó que otro tema 
importante al hablar de procesos ejecutivos 
arbitrales, consiste en “la plena facultad del 
árbitro para decretar medidas cautelares 
de cualquier tipo, nominadas o innomina-
das, incluso, para que este las practique 
directamente” (2020, 15). De acuerdo a lo 
anterior, consideramos que lo mencionado 
por la Dra. Adriana López Martínez y por 
el Dr. Ulises Canosa anteriormente debe ser 
tenido en cuenta, para una eficaz del actual 
o de futuros proyectos de ley que busquen 
regular los procesos ejecutivo arbitrales, ya 
que en caso de que el futuro proyecto de ley 
no contenga un artículo en el que expresa-
mente se otorgue la facultad a los árbitros de 
decretar y practicar medidas cautelares de 
cualquier tipo, primeramente, los árbitros se 
encontrarán sujetos a la interpretación dada 
por los jueces y esto llegaría a generar cierta 
indeterminación respecto de al alcance de 
sus funciones, derechos y obligaciones res-
pecto de los procesos ejecutivos arbitrales, y; 
en segundo lugar, en caso de que no se cuen-
te con la facultad expresa de practicar y de-
cretar medidas cautelares de cualquier tipo, 
en el futuro proyecto de ley, se podría entrar 
en debates conceptuales que llegarían a fre-
nar la utilidad del proceso ejecutivo arbitral 
y desincentivarían su uso. 

Consecuentemente, respecto de la prác-
tica de las medidas cautelares, cabe men-
cionar que es considerada como una de las 
“diligencias de mayor importancia para ase-

gurar la efectividad de un proceso ejecutivo” 
(Martínez 2020, 86), por lo tanto, aceptamos 
lo indicado por la Dra. Adriana López Mar-
tínez, quien menciona que si se busca en el 
proyecto de ley por el cual se regulen los pro-
cesos ejecutivos arbitrales promover proce-
sos más eficientes, y céleres, la práctica de las 
medidas cautelares no debería ser realizada 
por el juez ordinario, sino que más bien de-
bería centralizarse este proceso en una sola 
autoridad (Martínez 2020, 86). A nuestro 
parecer, teniendo en cuenta que no son con-
trarios ni inviables los procesos ejecutivos 
arbitrales, debe ser el árbitro quien decrete y 
practique las medidas cautelares dentro del 
proceso ejecutivo arbitral para el cual se le 
ha concedido competencia. 

En adición, el Dr. Ulises Canosa ha indi-
cado que en el futuro proyecto de ley debería 
incluirse de forma expresa “la obligación de 
las autoridades (Oficinas de Registro de Ins-
trumentos Públicos, Policía Nacional, etc.) y 
particulares (entidades financieras) de aten-
der los requerimientos y órdenes impartidas 
por el árbitro” (2020, 15), lo anterior con la fi-
nalidad de que dichas autoridades o particu-
lares proporcionen la información relevante 
y correspondiente a los árbitros y atiendan la 
medida cautelar decretada y practicada por 
el árbitro en el uso de sus funciones, para de 
esta forma salvaguardar los intereses del de-
mandante y de esta misma forma evitando 
que en mala fe, el demandado disponga del 
bien o bienes sobre los cuales se busca decre-
tar dicha medida cautelar con la finalidad de 
garantizar el cumplimiento de la obligación. 

Por lo tanto, insistimos en que el futu-
ro proyecto de ley que buscará reglamentar 
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los procesos ejecutivos arbitrales requiere 
indicar clara y expresamente que los árbi-
tros contarán con las plenas facultades para 
decretar y practicar las medidas cautelares 
necesarias, para garantizar el cumplimiento 
de las obligaciones claras, expresas y exigi-
bles que consten en documentos que pro-
vengan del deudor o de su causante y que 
constituyan plena prueba contra él y que 
cumplan con los requisitos del título eje-
cutivo mencionados en el artículo 422 del 
CGP. Adicionalmente, consideramos sabio 
del legislador atender a la indicación del Dr. 
Ulises Canosa de igualmente indicar en el 
futuro proyecto de ley se incluya un artícu-
lo, por el cual se obligue a las autoridades 
(Oficinas de Registro de Instrumentos Pú-
blicos, Policía Nacional, etc.) y a los particu-
lares (entidades financieras) de atender a los 
requerimientos y las órdenes que imparta 
el árbitro, para de esta misma forma poder 
decretar y practicar las medidas cautelares 
necesarias en el caso en concreto. 

5. Conclusión

Primeramente, de acuerdo con la naturale-
za jurídica y generalidades contenidas en la 
normatividad colombiana y la jurispruden-
cia constitucional sobre el arbitraje, conside-
ramos que no existe ningún impedimento 
constitucional o legal que excluya la posibi-
lidad o declare inconstitucional promover el 
arbitraje en procesos de naturaleza ejecutiva. 

En segundo lugar, es deber constitucio-
nal del legislador, en obediencial principio 
de reserva legal, regular el proceso arbitral 
para procesos con pretensiones ejecutivas, 
para de esta forma establecer la línea de ruta 

en que este MASC puede operar para diri-
mir conflictos con pretensiones de carácter 
ejecutivo, y así mismo promover el derecho 
de acceso a la administración de justicia. 

En tercer lugar, al hablar del poder de 
coerción de los árbitros, encontramos en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional 
que en varias ocasiones la misma Corte in-
dicó sin algún fundamento de peso que los 
árbitros no tienen poder de coacción. Más 
consideramos que la afirmación de la Cor-
te Constitucional ha sido desproporcionada 
y que a su vez ha sobrepasado su capacidad 
constitucional interpretativa al contrariar la 
misma CP en su artículo 116, numeral 4º, 
imponiendo un límite que no está dispuesto 
en la CP, al impedir que los árbitros ejecuten 
laudos arbitrales. Por lo tanto, consideramos 
que la solución a este inconveniente radi-
ca en que el legislador promueva el futuro 
proyecto de ley a través del cual se buscará 
regular el proceso ejecutivo arbitral y que 
indique de forma expresa que a los árbitros, 
de forma transitoria, al ejercer la función 
pública de administrar justicia se le otorga 
capacidad de coacción, en los términos que 
determine la ley y frente al caso en concreto 
sobre el cual cuenta con jurisdicción. 

Finalmente, con la finalidad de garan-
tizar un eficaz trámite dado al proceso eje-
cutivo arbitral, consideramos pertinente 
que en el actual proyecto de Ley 119/21 o en 
futuros proyectos de ley que busquen regla-
mentar los procesos ejecutivos arbitrales, se 
debe dedicar un capítulo bien estructurado 
en el que se regulen las medidas cautelares 
que puedan ser utilizadas en este proceso y 
también debe indicar clara y expresamente 
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que los árbitros contarán con las plenas fa-
cultades para decretar y practicar las medi-
das cautelares necesarias, para garantizar el 
cumplimiento de la obligación clara, expresa 
y exigible contenida en el título ejecutivo. 

En adición, examinamos sensato que 
el legislador atienda a la indicación del Dr. 

Ulises Canosa de igualmente indicar expre-
samente en el futuro proyecto de ley que se 
incluya un artículo, en el que se obligue a las 
autoridades (Oficinas de Registro de Instru-
mentos Públicos, Policía Nacional, etc.) y a 
los particulares (entidades financieras) que 
deben atender a los requerimientos y las ór-
denes que imparta el árbitro.
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de Bogotá.
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RESUMEN

En la literatura distópica es común ver como se esbozan o manifiestan cuestiones 
políticas, económicas y sociales, reconociendo la noción de definición de Hannah 
Arendt en cuanto a política, ideología y propaganda. El ensayo reconoce que Aldous 
Huxley y George Orwell, presentan dos mundos distintos en cuanto a su orden po-
lítico y económico, pero en el que coinciden estrategias de comunicación y gestión 
pública en los que la libertad es ilusoria e incluso inexistente. De ahí que el ensayo 
es una reflexión, basada en la lectura crítica de fuentes secundarias, sobre cómo se 
utiliza la persuasión, manipulación y propaganda, en las obras de los autores men-
cionados, puntualmente en 1984 y Un Mundo Feliz, contrastandolos a una propues-
ta del filósofo surcoreano Byung-Chul Han.

Palabras clave: Política, distopia, persuasión, manipulación y propaganda.
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1. Introducción

En el presente artículo al hablar de po-
lítica, en especial de política contem-
poránea se hace referencia a la inter-

pretación de Hannah Arendt, reconociendo 
el Zoon Politikon, cuando establece que la 
política es una organización plural de hom-
bres diversos que viven libremente y se or-
ganizan en representación colectiva (Arendt 
y Birulés, 2016). A pesar de que la política 
contemporánea reconoce al hombre como 
un ser libre, esto no implica que sea suscep-
tible a los efectos de la comunicación política 
que se manifiesta en conflicto intra-elite en 
donde la opinión pública juega un rol clave 
ante la legitimidad de la organización social 
(Ariel Cabas, 2011).

Con fines prácticos, el presente ensayo 
comprenderá que “la utopía es el resultado 
de una mirada positiva, de una necesidad de 
un lugar en donde todo vaya bien” (Arbeláez 
Echeverri, González Castaño, & Vélez Pe-
láez, 2020)1; en controposición la dispotipia, 
consiste en una mirada negativa. Basado en 
la precisión conceptual para el desarrollo 
del ensayo, se establece a su vez que el Ser 
Humano, en torno a su realidad social in-
mediata, siempre va a imaginar una realidad 
distinta a la que vive, en donde se contemple 
una vida sencilla y libre de todo contami-
nante a dicha sencillez. 

A lo largo del presente ensayo se evi-
denciará como los autores Aldous Huxley y 

1	 Se debe dejar en claro que la lectura referenciada hace una concep-
tualización que no se ondeará en el presente texto para desarrollar-
la mediante el uso comparado de distintas fuentes. Sin embargo, es 
pertinente aclarar que la diferencia entre distopia y entropía (ambas 
distintas a la utopía) radica en que la distopia busca narrar o criticar 
el mundo desde la ironía.

George Orwell, quienes presentan dos mun-
dos en los que la libertad es inexistente y los 
dirigentes desean el bien propio (Trujillo 
González, 2008-2009), exponen una narra-
tiva distópica de manera distinta, pero uti-
lizando la propaganda política y el lenguaje. 
La propaganda política busca la existencia 
de un deseo o intensión de influir mediante 
el cultivo de creencias y nociones de la reali-
dad, al igual que la aceptación e interioriza-
ción de dicho deseo u opinión.

Lo anterior se desarrollará a partir de 
una reflexión basada en el análisis compa-
rado de fuentes secundarias y a figuras lite-
rarias planteadas tanto por Aldous Huxley 
como por George Orwell. Se reconoce que 
para la finalidad del artículo que la persua-
sión, mediante la propaganda política, impli-
ca un cambio de naturaleza cognitiva en los 
procesos de influencia social como la sumi-
sión, la coherción o la conformidad dada a 
nivel político.

El análisis de las obras literarias en el 
presente artículo puede llegar a ser de in-
teres y pertinencia académica en temas li-
terarios. Se deja en evidencia a lo largo del 
análisis presentado, una influencia sociopo-
lítica de la propaganda política, motivo por 
el cual el análisis presentado puede enten-
derse como el inicio de la problematización 
sobre el uso de toda forma de comunicación 
entre las figuras estatales y la población en el 
estudio de las ciencias políticas al acercarse 
intelectualmente a la comunicación política. 
Ampliando lo anterior en cuanto a la proble-
matización del concepto de la propaganda y 
cualquier forma de comunicación política, el 
lector podrá reflexionar de manera general 
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sobre la libertad individual frente a la exis-
tencia de la figura del Estado o de las ma-
nifestaciones del poder dentro del interes de 
estudio de la filosofía política.

2.	 ¿Por qué hacer literatura 
como ejercicio político 
contemporáneo?

Es pertinente señalar de primera mano que, 
al hablar de distopia en la literatura, inevi-
tablemente se habla de las utopías dentro de 
la divulgación literaria. La literatura utópica, 
desde Platón hasta el siglo XX2, utiliza dis-
tintos subgéneros literarios siendo la ciencia 
ficción el más adecuado para manifestar pro-
blemáticas de la modernidad. Lo anterior, 
toda vez que responde a la realidad de un de-
terminado momento histórico manifestando 
su capacidad crítica ante la misma (Casado 
Díaz, 2008, y Trujillo González, 2008-2009), 
ya que este genero es “la antítesis de las uto-
pías, aquellas ideologías y proyectos que apa-
recen como prometedores, pero irrealiza-
bles” (López Londoño, 2013, p. 32).

Una característica relevante de la lite-
ratura distópica es “la posibilidad de que la 
sociedad en la que viven se transforme en la 
nefasta sociedad que nos describen en sus 
obras” (Trujillo González, 2008-2009). Sin 
embargo, la evolución social radica en que es 
el lenguaje el que conforma la perspectiva de 
mundo y de la realidad percibida por otros, 
motivo por el cual las estructuras de poder 

2	 Además del filosofó clásico griego (quien aborda la concepción ideal 
del Estado perfecto junto una organización), se nombran a Luciano 
Samósata, San Agustín de Hipona, Tommaso Campanella, Tomás 
Moro, Francis Bacon, William Morris, Samuel Butler, Edward 
Bellamy y H.G. Wells como autores útopicos.

político, económico y/o militar crean una 
realidad ilusoria mediante la propaganda 
(Baquerizo Castillo, 2016-2017), creando na-
rraciones que proyectan una visión pesimis-
ta de un futuro totalitario y deshumanizado 
(López Londoño, 2013).

George Orwell y Aldeus Huxley son dos 
autores que motivan a observar detallada-
mente y cuestionar el orden establecido. De 
manera puntual, Un mundo feliz y 1984 de 
Aldous Huxley y George Orwell respectiva-
mente, exponen de manera única las disto-
pias literarias como una manera creativa de 
denunciar problemáticas sociales vigentes 
en las primeras décadas del siglo XX (Ca-
sado Díaz, 2008). Dichas problemáticas, de 
acuerdo con las fechas de publicación3 de es-
tas obras, son las guerras mundiales, la Gran 
Depresión de 1929 y las dictaduras de Benito 
Mussolini (1922-1945) hasta el gobierno se 
Yosef Stalin (1922-1952)4.

En base a lo anterior, se manifiesta un es-
cepticismo hacia a las autoridades del poder 
político y económico, tanto del capitalismo 
en Huxley como del comunismo en Orwe-
ll. Tal como lo señalan Arbeláez Echeverri, 
González Castaño, y Vélez Peláez (2020) en 
Huxley se muestra el miedo manifestado 
a través de manipulación genética y condi-
cionamiento conductual, mientras que en 
Orwell se presenta una constante vigilancia 

3	 El libro Un Mundo Feliz fue publicado en 1932, mientras que 1984 
fue publicado en 1949.

4	 Cronológicamente, y importancia histórica también coinciden Adolf 
Hitler (1933-1945) y en menos medida Francisco Franco (1936-1975); 
la relevancia de Franco es de importancia dado que Orwell combatió 
en la Guerra Civil Española en el bando republicano entre 1936 y 1937, 
herido en combate fue corresponsal de guerra hasta 1945 y abiertamente 
opositor a las dictaduras capitalistas y al régimen soviético.
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y manipulación por parte de quien ejerza el 
poder político y mediático. Ahora bien, den-
tro del proceso de observación, el escepti-
cismo hacia a las autoridades y el cuestiona-
miento del orden, se expone como elemento 
en común que 

junto a la imaginación, son una amenaza, 
y son vistas como enfermedad y factor de 
desorientación del sujeto; a este último, a su 
vez, le ha sido aniquilada su individualidad 
en beneficio del sistema, le ha sido desco-
nectada su condición de humano, y no es 
más que una cifra, un instrumento y una 
materia de solo impulsos biológicos (López 
Londoño, 2013, p. 32).

Teniendo en cuenta que, dentro de las 
obras literarias presentadas, se manifestaron 
distintas estrategias de difusión propagan-
dística, con lo cual cobra importancia la hi-
pótesis del presente artículo la cual radica en 
que la propaganda, presente en Un Mundo 
Feliz y 1984, expone una manipulación de la 
población mediante estrategias comunicati-
vas. Ondeando en los puntos en común en-
tre las obras mencionadas, se destaca como 
objetivo alterno de las obras el anticipo y el 
cuestionamiento de la realidad ética y polí-
tica (Arbeláez Echeverri, González Castaño, 
& Vélez Peláez, 2020). 

Al plantearse el porqué hacer literatura 
es un acto político, como se busca resaltar 
en el presente ensayo, la respuesta radica en 
que la divergencia evidente entre las novelas5 

5	 El ensayo habla puntualmente de cuatro novelas con características 
sociopolíticas distintas entre sí. Dichas novelas son: Nosotros (1924), 
de Yevgueni Zamiatin, al igual que Huxley expone una crítica 
al modelo marxista; Un mundo feliz (1932), de Aldous Huxley 
exponiendo los riesgos de la tecnocracia; 1984 (1949), de George 
Orwell; y Fahrenheit 451 (1953), de Ray Bradbury cuestionando el 
modelo capitalista.

se produce en el carácter sociopolítico que se 
imprimen en las sociedades que representan 
mediante las realidades que confluyen en un 
férreo control estatal donde predomina la 
ausencia de libertades. De ahí que la litera-
tura de Orwel y Huxley sean caracterizadas 
por una visión negativa del mundo futuro, 
siendo así una feroz voz critica de las socie-
dades y gobiernos del mundo moderno (Ca-
sado Díaz, 2008).

La crítica sociopolítica realizada en la 
literatura, es un acto político ajeno al pen-
samiento que evidencian las autoridades es-
tatales. En el ámbito literario, como se expo-
ne en los textos bajo análisis, estos reflejan 
cómo los abusos de poder no son exclusivos 
de una ideología política en particular, sino 
de circunstancias histórico-sociales que per-
mean la realidad política. 

En base a lo anterior, las figuras literarias 
creadas como el Gran Hermano y el doble-
piensa6, expresan el temor ante las posibili-
dades del control total de la vida cotidianda 
por parte del Estado, en contraposición de la 
idea de libertad contemporánea7 (Arbeláez 
Echeverri, González Castaño, & Vélez Pe-
láez, 2020). De ahí la importancia de identi-
ficar como se manifiesta el concepto de pro-
paganda en Huxley y Orwell, reconociendo 
que ambas obras muestran características 
distópicas similares en modelos sociopolíti-
cos distintos. 

6	 Concepto desarrollado en 1984 refiriéndose a una técnica de 
aceptación de cualquier información, por absurda que sea, si viene 
del Gran Hermano. 

7	 La libertad contemporanea de la que se hace referencia establece que 
los ciudadanos tienen el poder para generar un verdadero cambio 
social mediante reflexiones que buscan visibilizar el dominio del 
consenso y el dominio mediático.
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3.	Medios de comunicación, 
poder político y distopias 
literarias: manipulación 
de masas, propaganda, 
transparencia y estrategias 	
de dominación

Cuando se relacionan las entidades políti-
cas y los medios de comunicación en una 
democracia liberal, se espera que exista una 
independencia entre las instituciones de po-
der; ya bien, la independencia manifestada 
es entendida en la separación de poderes de 
las instituciones estatales, pero también se 
debe manifestar en relación entre el Estado 
y los medios de comunicación. Sin embargo, 
como se puede rescatar de la literatura distó-
pica, existen discrepancias a lo inicialmente 
planteado, por consiguiente

En la sociedad actual es difícil encontrar 
acciones que expresen el disenso de modo 
racional y pacífico (…) el disenso social a 
gran escala se encuentra dominado por los 
temas, los motivos y las estrategias de la po-
lítica (…) El sistema político define las reglas 
del disenso social, político, económico, cul-
tural, social, científico (Elizalde, 2011).

A pesar de que el disenso social es un 
aspecto característico de la política liberal 
contemporánea, existen una variedad de 
opiniones dominadas por estrategias de las 
grandes elites sociopolítica, pero que no se 
anulan por las propias elites; ahora bien, en 
un régimen dictatorial los problemas socia-
les consisten en la anulación de lo que no se 
apega a la norma establecida (Arendt y Bi-
rulés (2016) y Arbeláez Echeverri, González 
Castaño, y Vélez Peláez (2020)).

Lo particular de las distopias literarias 
del siglo XX radica en la forma en como se 
muestra la manipulación de la población me-
diante estrategias comunicativas y de censu-
ra, manifestando las prácticas sociopolíticas 
dictatoriales. En cuanto a la relación entre 
las obras Un Mundo Feliz y 1984, la pseu-
democracia o dulce muerte del primero y 
la dictadura ejemplificada en la difusión del 
terror del segundo, quedan en el punto de 
mira a lo que libertad del individuo se re-
fiere; independientemente si se enmarcan en 
la dulce muerte o en la difusión del terror, 
ambos autores exponen los tres pilares de la 
propaganda política: el poder, la ideología y 
la persuasión (Fernández Alonso, 2012).

Profundizar en la definición de los tres 
pilares de la propaganda política es material 
intelectual para futuras investigaciones aca-
démicas, pero para efectos de este artículo, 
vale la pena señalar la participación de los 
medios controlados por el Estado. Precisa-
mente Madly (2017) señala que estos medios 
gozan de acceso privilegiado a fondos pú-
blicos, publicidad oficial, imprentas y redes 
de distribución; por las ventajas antes men-
cionadas, sumando el alcance nacional, los 
medios estatales se consolidan como medios 
populares entre anunciantes y consumidores.

Las prácticas de comunicación, propa-
ganda y persuasión, además de la existen-
cia de medios de comunicación estatales, se 
ejemplifican cuando en 1984 se establece que 
“Oceanía es el mundo entero”, manifiesta el 
discurso contemporáneo de la globalización 
cuando se reconoce que los “países occiden-
tales ondean (…) sonriendo ante la idea de 
que el mundo es toda la misma tierra, que, 
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en definitiva, pertenecemos todos al mismo 
planeta, que somos todos lo mismo e igua-
les (Baquerizo Castillo, C., 2016-2017, p. 36). 
Cabe resaltar que esta estrategia se legitima 
mediante la tecnología y la integración social 
a través del comercio internacional, además 
de estrategias culturales contemporaneas 
como las redes sociales.

Las obras de Huxley y Orwell muestran 
un profundo escepticismo hacia la tecnolo-
gía de comunicación mediática y a su rela-
ción con los gobiernos totalitarios (Casado 
Díaz, 2008; Baquerizo Castillo, C., 2016-2017 
& Trujillo González, 2008-2009). Pero más 
allá del esceptisismo, las obras referenciadas 
son una crítica a los modelos políticos dic-
tatoriales, sobre todo a la política estalinista 
y al fascismo; dicha critica radica en que la 
propaganda política justifica a los mecanis-
mos de control que refuerzan a los movi-
mientos políticos partidarios de una mayor 
intervención del Estado. Ante el clamor de la 
propaganda política, las entidades estatales 
mantienen cierta continuidad mientras que 
el periodismo, y los medios de comunica-
ción en general, replantean su función pú-
blica a tal punto de haber “ (…) dejado de 
estar supeditada a la realidad, pasando ésta 
a servir al mecanismo comunicativo y no al 
revés, y considerándose la comunicación un 
elemento en beneficio del progreso econó-
mico” (Baquerizo Castillo, 2016-2017, p. 10).

En el contexto planteado los medios de 
comunicación, durante todos los sistemas 
dictatoriales legitiman su existencia me-
diante un conflicto que mantiene controla-
da a la masa que alega una transparencia del 
mismo. Precisamente es en el predominio 

de la transparencia, como causa del allana-
miento a la diferencia, lo que genera la idea 
de que es mediante la expulsión de lo distin-
to donde se resuelven los problemas sociales 
(Arbeláez Echeverri, González Castaño, & 
Vélez Peláez, 2020).

4. 	Paralelismos cortos entre el 
pensamiento de Byung-Chul 
Han, 1984 y Un Mundo Feliz: 
¿Quién vigila a la masa?

Hasta  ahora se ha dejado en claro como la 
distopia literaria en Orwell y Huxley mani-
fiesta la relación entre la propagada del poder 
político e instituciones de divulgación comu-
nicativa. Dicha relación se permite al reco-
nocer la “relación jerárquica como la que se 
establece entre un emisor poderoso (político) 
y un receptor débil (pueblo) en la situación 
de comunicación propagandística” (Fernán-
dez Alonso, P., 2012, p. 14). La relación jerar-
quica es la que permite generar dinámicas 
de vigilancia, censura social y manipulación 
mediante el lenguaje o el cambio cognitivo.

En 1984 se presenta una constante vi-
gilancia y manipulación del lenguaje para 
controlar el pensamiento, en donde las au-
toridades de poder ejercen una vigilancia 
microscópica que actuando por el efecto de 
la visibilidad general busca llegar a los do-
minios más amplios registrando la míni-
ma partícula de vida (Arbeláez Echeverri, 
González Castaño, & Vélez Peláez, 2020 
& López Londoño, 2013). Precisamente es 
Byung-Chul Han quien relaciona la cons-
tante vigilancia y manipulación del lengua-
je de Orwell en el Panóptico Digital de una 
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sociedad como técnica de disciplina (Arbe-
láez Echeverri, González Castaño, & Vélez 
Peláez, 2020 & Baquerizo Castillo, C., 2016-
2017). De la técnica de disciplina , es que se 
configura la distopia orwelliana y el miedo a 
la permanente vigilancia del Gran Hermano.

La existencia de un Panóptico Digital, es-
tipula la necesidad de buscar socialmente la 
transparencia, motivo por el cual la concepción 
de libertad se ve comprometida. Dicha necesi-
dad se estipula en la ficción de Huxley en cuanto 

Un Mundo Feliz la libertad no se cohíbe de 
una manera directa, sino a través de lo que 
podríamos llamar técnicas del poder inteli-
gente, propias de la sociedad de la transpa-
rencia y del rendimiento. Dentro de estos mé-
todos están la eugenesia, el condicionamiento 
neopavloviano, la hipnopedia y la adminis-
tración del soma (Arbeláez Echeverri, Gon-
zález Castaño, & Vélez Peláez, 2020, p. 12).

Las técnicas del poder inteligente se pue-
den evidenciar a la repetición del mensaje 
en la propaganda política manifestada en 
estrategias mediáticas como la televisión, la 
radio o, actualmente, las redes sociales. Re-
cordando que, tanto Huxley como Orwell 
criticaban en sus obras las estructuras so-
ciopolíticas de las dictaduras y guerras de la 
primera mitad del siglo XX, cabe resaltar el 
pensamiento de Hannah Arendt cuando,

la propaganda no lo inventa todo. Su triunfo 
radica en la ideología, aquel ‘terreno que ha-
bía sido trabajado previamente’ y es la ideo-
logía la que (…) prepara el camino de la ‘fal-
sa conciencia’ (…) la distorsión de la realidad 
de Arendt coincide con la que ya hemos visto 
en Un Mundo Feliz, donde una ideología ba-
sada en la diversión sin límite queda difun-
dida en la sociedad por el sistema mientras 
que éste trama cómo controlar y manipular 
el pueblo (Fernández Alonso, P., 2012, p. 25). 

Dicha noción de ideología en la filosofía 
política de Arendt coincide con la consoli-
dación del Panóptico Digital. Ampliando el 
concepto en relación a la transparencia, se 
estipula que no existe un ojo que todo lo ve 
sino una noción de libertad y creación de pa-
trones que se configuran en el Big Data, la 
existencia de los algoritmos presentes en re-
des y la elusión de una identidad propia. La 
noción actual de libertad está fuertemente 
ligada a la actividad que cada individuo des-
empeñe en sus redes sociales, su actividad 
digital y su consumo de editoriales, ya sean 
de manera virtual o física, la concepción in-
dividual está basada en una interacción con 
la información que ya ha sido utilizada des-
de una organización.

La confianza en los datos y la transparen-
cia que se relacionan con el Panóptico Digital, 
llegando a configurar “una nueva manera de 
entender la estratificación social basada en la 
posibilidad que tienen las personas de actuar 
de acuerdo con la información que arrojan 
los datos” (Arbeláez Echeverri, González 
Castaño, & Vélez Peláez, 2020, p. 14), en re-
ferencia a la obra de Huxley se demuestran 
“diversos comportamientos de censura so-
cial que hacen que la libertad individual sea 
cada vez más reducida” (p. 15). Es, basada en 
la estratificación social y la sobreexposición 
de información y datos, que la población se 
autocensura manifestado en que la elite so-
brecarga a la población, desinteresándolos 
de cuestionar su propia realidad.

En cuanto al pensamiento orwelliano en 
1984, se demuestra ampliamente la “técnica 
de la nuevalengua consistía en librar el len-
guaje de ambigüedades, con lo que se trans-
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formó en un sistema de simples dicotomías 
(…) se utiliza únicamente una palabra base 
y, a partir de ella, se expresa el significado 
deseado” Arbeláez Echeverri, González Cas-
taño, & Vélez Peláez, 2020, p. 18).

5. Conclusiones

Se establece como idea central del ensayo 
que, Aldous Huxley y George Orwell, pre-
sentan dos mundos distintos en cuanto a 
su orden político y económico, pero en el 
que coinciden estrategias de comunicación 
y gestión pública en los que la libertad es 
inexistente. De ahí que se establece una crí-
tica sociopolítica realizada desde literatura, 
como muestra de los abusos de poder ajenos 
a la de una ideología, ya que la manipulación 
depende de circunstancias histórico-sociales 
que permean la realidad política.

La literatura distópica deja en evidencia 
como el disenso social está dominado por es-
trategias de las grandes elites sociopolíticas 
es característico de los regímenes dictatoria-
les que buscan silenciar al que piensa y actúa 

distinto. Las obras estudiadas muestran un 
profundo escepticismo hacia la tecnología 
de comunicación mediática, la vigilancia y 
a su relación con los gobiernos totalitarios al 
ser mecanismo que legitiman los conflictos 
para mantener controlada a la masa que no 
contempla el fenómeno o alega una transpa-
rencia del mismo.

La distopia literaria en Orwell y Huxley 
manifiesta la relación entre la propagada 
del poder político e instituciones de divul-
gación comunicativa representada en una 
relación jerarquica genera dinámicas de vi-
gilancia, censura social y manipulación me-
diante el lenguaje. Al existir figuras como el 
Gran Hermano, se introducen en tiempos 
contemporaneos la practica del Panóptico 
Digital, comprometiendo la concepción de 
libertad al crear patrones que se configuran 
en el Big Data eludiendo una identidad pro-
pia dado que está basada en una interacción 
con la información (su actividad digital y su 
consumo de editoriales, ya sean de manera 
virtual o física) que ya ha sido utilizada des-
de una organización.
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RESUMEN

Es un deber constitucional del Estado la protección, conservación y buen manejo 
del medioambiente. Por esta razón, y para lograr el cumplimiento de dichos fines 
constitucionales, se creó la ley 99 de 1993 la cual abrió paso a la consolidación del 
Ministerio de Ambiente como órgano superior encargado de la protección del sec-
tor medioambiental y del Sistema Nacional Ambiental (SINA) a través del cual se 
permite la materialización de los principios generales ambientales orientados a un 
desarrollo sostenible. Con el paso del tiempo y a pesar de la existencia de dichas ins-
tituciones se observa en la actualidad un aumento desmedido de los abusos a los re-
cursos naturales, un control vago por parte de las entidades encargadas para la pro-
tección de este sector, una gestión ambiental mal orientada y una desorganización a 
la hora de aplicar las políticas públicas que buscan la protección de los ecosistemas 
nacionales entre las diferentes instituciones que hacen parte del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA). Por lo anterior, cobra especial importancia preguntarse ¿cuá-
les son los factores institucionales que afectan negativamente la gestión ambiental 
en Colombia por parte del Sistema Nacional Ambiental (SINA)? Para llegar a una 
respuesta, este texto analizará la normatividad jurídica y su trayectoria en cuanto 
a la creación y reorganización de las instituciones en materia ambiental existentes 
en Colombia, para así poder establecer los factores Institucionales que no permiten 
que el mismo Sistema Nacional Ambiental (SINA) pueda llevar a cabo una gestión 
ambiental efectiva para la protección de los recursos naturales en Colombia.  

Palabras clave: Medio ambiente, Gestión Ambiental, Instituciones, Sistema 
Nacional Ambiental (SINA), Corporación Autónoma Regional (CAR), Recursos 
Naturales.
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Introducción 

Colombia se ha catalogado como uno 
de los países con mayor biodiversidad 
y recursos naturales a su disposición 

en todo el mundo, contando con diferentes 
tipos de animales, plantas, climas, pisos tér-
micos y multitud de especies, que hacen de 
este país un lugar muy agradable y con una 
riqueza natural invaluable para el ser hu-
mano; lo que conlleva a plantear que es de 
vital importancia velar por su cuidado, pro-
tección y debida utilización. Por ello a partir 
de la Constitución Política de 1991 se esta-
bleció como deber del Estado la protección, 
conservación y buen manejo del medio am-
biente, así como el garantizar a las personas 
los derechos a gozar de un ambiente sano y 
prevenir el deterioro ambiental causado por 
las diferentes actividades desarrolladas por 
la sociedad. 

Para lograr llevar a cabo estas disposicio-
nes constitucionales, el Estado como máxima 
autoridad dentro del sistema, se enfocó en 
la creación de diferentes instituciones cuyo 
propósito fuera ejecutar los controles, polí-
ticas y gestiones necesarias dentro del terri-
torio para evitar la vulneración y afectación 
del medio ambiente colombiano. En conse-
cuencia, el legislador en uso de sus facultades 
constitucionales le dio vida al Sistema Nacio-
nal Ambiental (SINA) por medio de la Ley 99 
de 1993, sistema que está conformado por di-
ferentes instituciones a nivel nacional y terri-
torial pero que, desafortunadamente, no ha 
logrado un óptimo cumplimiento en cuan-
to a la gestión ambiental, cosa que se puede 
ver reflejada en las muchas situaciones de 
las cuales ha sido víctima la propia natura-

leza, la fauna, la flora, la vegetación, el suelo, 
etc. Situaciones como lo son la destrucción 
medioambiental, la deforestación, la conta-
minación, entre muchas otras que cada día 
destruyen más y más los ecosistemas del país 
y muy pocos parecieran darse cuenta. 

Para que quede claro y poder ahondar 
un poco más en toda esta gran problemá-
tica, a continuación, se expondrán algunos 
pocos ejemplos, de los muchos que existen, 
que han afectado y marcado negativamente 
y a gran escala los ecosistemas colombianos.

Un primer ejemplo claro de estos atentados 
en contra del medioambiente, es la gran tala 
de árboles que se dio en el Municipio de Flo-
ridablanca para la construcción de una obra 
vial en donde el periódico EL TIEMPO, lue-
go de realizar un recorrido por el Cerro La 
Judía del mismo municipio pudo constatar 
que la vía ‘Conectante C1-C2’ de la conce-
sión Autovía Bucaramanga-Pamplona de 
13,5 km que incluía 22 viaductos dejo un 
panorama desolador en dicho cerro cuando 
se puso en marcha su construcción, viéndo-
se como consecuencia la tala de decenas de 
árboles, afectaciones a fuentes hídricas que 
corrían por el lugar, migración de especies 
de fauna y sustracción de vegetación, situa-
ción que además desencadenó varios cam-
bios climáticos en la misma zona. (Cárde-
nas Mateus 2019).  

Frente a este panorama se refleja enton-
ces la falta de presencia y buena dirección 
por parte de las entidades públicas encarga-
das de la protección de estos ecosistemas, en 
este caso, la falta de presencia de la Corpo-
ración Autónoma Regional para la defensa 
de la meseta de Bucaramanga (CDMB) la 
cual es la encargada de la conservación del 
medioambiente y los recursos naturales re-
novables como autoridad ambiental en el 
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área de su jurisdicción. Por otro lado, la falta 
de consciencia y buena determinacion por 
parte de la ANLA (Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales) a la hora de conceder 
una licencia para dicha construcción, que 
claramente iba a afectar a gran escala un eco-
sistema como lo es El Cerro La Judía, donde 
se ubican 554 especies de flora, 96 especies 
de aves que habitan en este lugar, junto con 
muchos otros tipos de animales silvestres 
como primates, hurones, pumas, martuchas, 
ardillas, ranas y serpientes de los cuales este 
Cerro era su hogar. (Pineda Arenas 2019). 

Un segundo ejemplo fue el gran escánda-
lo de Hidroituango que trajo consigo fuertes 
afectaciones a fuentes hídricas con gran im-
portancia para el país como el rio Cauca, en 
el cual hubo una disminución garrafal de su 
caudal afectando así la fauna que habitaba en 
este rio y desencadenando que los peces que 
allí habitaban quedaran atrapados en las ori-
llas y fueran muriendo lentamente. Para ser 
más concretos como consecuencia de este 
desastre fueron encontrados cerca de 34.291 
peces muertos; y esto pasó también con las 
nutrias y muchas otras especies que habita-
ban en este lugar, pero de las cuales miste-
riosamente nunca se dieron cifras concretas. 
(Paz Cardona 2019). Y ante este gran desas-
tre, vale preguntarse qué paso o donde es-
taba la Corporación Autónoma Regional del 
Centro de Antioquia (CORANTIOQUIA) a 
la hora de impedir y gestionar las acciones 
necesarias para evitar que este gran daño se 
generara, porque bien se sabe que como au-
toridad ambiental del lugar le fue adjudicada 
por la misma Ley la función de velar por la 
protección del medioambiente, pero situa-
ciones como estas reflejan que la ejecución y 

el buen desarrollo de las funciones que estas 
instituciones deben realizar, muchas veces 
no se cumplen como bien lo establece la nor-
ma, dejando así graves vacíos y permitien-
do entonces afectaciones tan graves como la 
que se puso en evidencia anteriormente. 

Un tercer ejemplo se trata acerca de la 
existencia en Colombia de por lo menos 
2.312 puntos y 245 áreas de extracción no 
autorizada de minerales como oro, diaman-
tes y coltán en la Amazonia; los diferentes 
casos de derramamientos de petróleo en ríos 
como el Guisa y Mira situados en el Pacifi-
co Colombiano en los cuales se derramaron 
410 mil galones de petróleo provenientes 
del oleoducto Transandino en 2015, la gran 
mancha de petróleo de 30 km en la quebrada 
Lizama y el Caño La Muerte en el munici-
pio de Barrancabermeja en 2018, caso con 
el cual además del daño ambiental causado, 
se pudo evidenciar el abandono y la falta de 
actuación por parte de las entidades del Es-
tado pertenecientes al SINA, como lo dejó 
ver el periódico EL TIEMPO en su artícu-
lo titulado “Hay negligencia de agencias del 
Estado por emergencia en La Lizama: Procu-
rador”, artículo del cual cito a continuación 
lo siguiente: “Aquí hay indiscutiblemente ne-
gligencia muy grande de varias agencias del 
Estado. Aquí hay responsabilidad de Ecope-
trol, de la Agencia Nacional de Hidrocarbu-
ros (ANH) y una gran responsabilidad de la 
Corporación Autónoma Regional (CAR) de 
Santander”. (Judicial 2018).  

Como último ejemplo y en la misma lí-
nea, se puede destacar la difícil situación 
vivida en Córdoba, en donde la CAR fue 
denunciada como consecuencia de un pro-
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yecto del que se hizo cargo la misma entidad 
y que desencadeno multiplicidad de denun-
cias de los habitantes de la zona debido a la 
gran preocupación por el daño que se generó 
al medio ambiente. Dichas denuncias fueron 
realizadas de la siguiente manera, reflejando 
claramente las malas gestiones por parte de 
la Corporación Regional (CAR):  

“El contrato tenía como objeto realizar obras 
de control de inundaciones y erosión para 
prevenir desastres. Lo que a las comunidades 
no les contaron es que la sofisticada tecno-
logía que se iba a usar para detener taludes 
estaba basada en el uso de llantas de carro 
unidas con alambre y hasta con cabuya ase-
guradas por troncos de madera cimentados 
en la orilla de estos ríos. 

“Empezamos a denunciar la tala de árboles 
naturales y nativos de la ribera del río Sinú 
para meter 250 mil llantas. (..)”. (La W 2012). 

Es por esto que dichas situaciones y mu-
chas de las otras existentes llevan al plantea-
miento de la siguiente cuestión: ¿Cuáles pue-
den ser los factores institucionales que están 
afectando negativamente el cumplimiento 
de la gestión ambiental por parte del Sistema 
Nacional Ambiental (SINA) en Colombia? 
Esto, ya que no puede ser ajeno el hecho de 
que aunque Colombia cuente con las leyes e 
instituciones, que fueron creadas con el úni-
co fin de procurar la protección de algo tan 
importante como lo es el medio ambiente, 
estas últimas no estén cumpliendo del todo, 
ni cómo debería ser con la tarea encomen-
dada, dejando como consecuencia de dichas 
fallas institucionales que día a día se estén 
incrementando los daños y abusos en contra 
los recursos naturales y de la biodiversidad 
del país por parte del ser humano y la socie-

dad a la que este pertenece. Cabe aclarar que 
si bien pueden existir otros factores bien sea 
políticos, económicos, temas de corrupción, 
de planeación, etc., que afecten en algún pun-
to el cumplimiento por parte de las entidades 
ambientales, estos no serán objeto de estudio 
en esta investigación, ya que solo estará cen-
trada en estudiar como bien se dijo anterior-
mente aquellos factores institucionales, que 
puedan estar derivados del diseño normati-
vo existente en la materia, que podrían estar 
afectando negativamente el cumplimiento de 
una buena gestión ambiental. 

Teniendo en cuenta lo anterior, para po-
der dar respuesta a la cuestión inicial plan-
teada, este texto se centrará en dilucidar las 
posibles falencias del Sistema Nacional Am-
biental (SINA) a la luz de la Constitución 
Política de 1991 y de la ley 99 de 1993. Asi-
mismo, analizará los diferentes y posibles 
factores institucionales que podrían figurar 
como aquellos que no permiten la materia-
lización de una buena gestión ambiental por 
parte de las Instituciones del SINA, expli-
cando cada uno de ellos en pequeños capítu-
los que expondrán las razones por las cuales 
se considera que dicho factor afecta negati-
vamente el buen desarrollo ambiental por 
parte de las entidades del SINA. Finalmente 
el texto presentara las debidas conclusiones 
y buscará proponer soluciones iniciales que 
lleven a subsanar las falencias del SINA y, que 
permitan atacar aquellos factores negativos 
encontrados; teniendo siempre en mente que 
lo que se quiere lograr es un fortalecimiento 
del Sistema Nacional Ambiental a través de 
sus instituciones para así poder lograr la tan 
anhelada protección que el medio ambiente 
colombiano necesita. 
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1.	La constitución politica 
de 1991, tambíen llamada 
constitución ecológica y 		
la ley 99 de 1993  

A partir de la Constitución Política de 1991 
se introdujeron varios conceptos y disposi-
ciones que pretendían de una manera más 
expresa e indispensable una protección am-
plia y eficaz del medio ambiente y de los re-
cursos naturales existentes en Colombia, así 
como la idea de que la sociedad en conjunto 
pudiera tener un derecho en el cual existie-
ra un goce efectivo de un medio ambiente 
sano.  Así, se puede ver que:  

La Constitución, desde el Título I, establece 
como uno de los principios que orientan la ac-
ción del Estado la protección de las riquezas 
naturales y de la Nación. En el capítulo de los 
derechos y garantías eleva a la categoría de ser-
vicio público el saneamiento básico, asigna a la 
propiedad privada, además de la función so-
cial, una función ecológica, estipula el derecho 
a la educación y a que esta tenga una orienta-
ción, entre otras, ambiental. (Gaviria s.f). 

También, esta Constitución involucró y 
desarrolló en conjunto el derecho a la vida y 
el derecho a un medio ambiente sano, plan-
teando que el medio ambiente sano consti-
tuye para el ser humano en la sociedad y en 
un Estado Social de Derecho como lo es Co-
lombia, uno de los fundamentos para el goce 
efectivo y seguro del derecho a la vida. Para 
lograr este goce y disfrute de derechos se le 
asignó al Estado, como autoridad máxima 
gubernamental, por medio de los artículos 
79  y 80 de la misma Constitución Política, el 
deber de planificación, protección, organiza-
ción y preservación de los recursos naturales 

y la biodiversidad presente en los diferentes 
ecosistemas colombianos; estas funciones 
asignadas al gobierno nacional, deberían en-
tonces ser desarrolladas por medio de: ins-
tituciones especializadas que tuvieran pleno 
conocimiento en materia ambiental, planes 
e informes periódicos de las actividades de 
dichas instituciones, instituciones de control 
y vigilancia, planes de desarrollo por parte 
de la Nación, pero también por parte de los 
entes territoriales y algunos otros métodos 
que asegurarían un ambiente sano para la 
sociedad tal como lo plantean los artículos 
268 numeral 7, 277 numeral 4, 289 y 300 nu-
meral 2 de la Constitución Política. 

Pero no solo estaría en cabeza de dichas 
instituciones este deber de protección y pre-
servación del medio ambiente. En cabeza de 
los ciudadanos, por medio del artículo 95 
numeral 8 de la Carta Política (...) Son deberes 
de la persona y del ciudadano: 8. Proteger los 
recursos culturales y naturales del país y velar 
por la conservación de un ambiente sano(...) 
también se generó el deber de cuidado de los 
recursos naturales, al ser el derecho al medio 
ambiente sano un derecho colectivo, es decir, 
que protege los intereses de todos.  

Así, se estableció igualmente en el artícu-
lo 88 de la Constitución Política Colombia-
na, que la ley regularía las acciones populares 
por medio de las cuales la misma ciudadanía 
podría ejercer cierto poder para que las dis-
posiciones y el buen trámite por parte de las 
instituciones en materia ambiental se cum-
pliera de acuerdo con lo establecido. 

Cabe aclarar que, aunque ya existían ins-
tituciones creadas para la protección del me-
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dio ambiente en Colombia antes de la Carta 
de 1991, como lo eran algunas Corporacio-
nes Autónomas Regionales (CAR) o el Ins-
tituto Nacional de Recursos Naturales Re-
novables (INDERENA), creado por la ley 3 
de 1961; estas instituciones no contaban con 
la suficiente organización para el desarrollo 
de una buena gestión a nivel ambiental en el 
país, además de no dar abasto con las actua-
ciones necesarias para la protección ambien-
tal que un país como Colombia, con toda su 
biodiversidad ecológica necesitaba.  

Por esta razón, con base a las nuevas 
disposiciones contenidas en la Constitución 
Política de 1991, también llamada por la 
misma razón, la Constitución Ecológica, el 
legislador tomó la decisión de expedir la Ley 
99 de 1993 con miras a modificar y reorgani-
zar las entidades existentes encargadas en el 
ámbito medioambiental, teniendo en cuenta 
las nuevas necesidades planteadas en la mis-
ma constitución.  

Fue así, como el 22 de diciembre de 1993 
se expidió la Ley 99 de 1993, con la necesidad 
imperante de velar por la protección de los 
recursos naturales y de la biodiversidad del 
país.  Esta Ley tenía el objetivo de darle a la 
gestión ambiental un nuevo rumbo, más que 
todo a nivel institucional ya que era bastante 
ilógico que existieran entes como el Indere-
na, que en ese entonces era el órgano princi-
pal en esta materia, y su jurisdicción estuvie-
ra reducida a pequeñas porciones dejando 
en cabeza de otras entidades la función que 
este mismo ente debía cumplir. Tampoco era 
razonable que, en cabeza de entes como el 
Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio 
de Salud, el Departamento Nacional de Pla-

neación, entre otras, estuvieran radicadas 
competencias de carácter ambiental. (López 
Dávila 2000, 27) 

Es por esta razón que, por medio de la 
creación y reorganización de distintas insti-
tuciones gubernamentales, tanto nacionales 
como territoriales, cuya función fuera espe-
cialmente la protección, la reconstrucción y 
la restauración de los ecosistemas y el medio 
ambiente colombiano, esta nueva Ley reor-
ganizó el sistema ambiental en Colombia y 
creo entonces el Sistema Nacional Ambien-
tal (SINA). Dicho sistema quedó integrado 
por el Ministerio de Medio Ambiente como 
cabeza del sistema, las Corporaciones Au-
tónomas Regionales (CAR), las entidades 
territoriales y las instituciones científicas y 
tecnológicas. Además, este Sistema no solo 
quedó integrado por instituciones, sino que 
también por:  

Los principios y orientaciones generales; por 
la normatividad, por las organizaciones co-
munitarias y no gubernamentales relaciona-
das con la problemática ambiental; por las 
fuentes y recursos económicos para el manejo 
y la recuperación del medio ambiente; por las 
entidades públicas, privadas o mixtas que 
realizan actividades de producción de infor-
mación, investigación científica y desarrollo 
tecnológico en el campo ambiental y por las 
entidades del Estado responsables de la po-
lítica y de la acción regulatoria ambiental. 
(Molina Triana 2014, 25-26)  

Teniendo en cuenta todo esto, se pue-
de evidenciar que esta ley asignó funciones 
específicas a cada una de las entidades per-
tenecientes al Sistema Nacional Ambiental 
(SINA) y les encargó la ejecución de activi-
dades que debían desarrollarse para frenar 
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la destrucción del medio ambiente. Pero 
desafortunadamente en la realidad lo que se 
ha logrado observar es todo lo contrario. 

2. 	Factores institucionales que 
afectan negativamente la 
gestión ambiental por parte del 
Sistema Nacional Ambiental 
(SINA) en Colombia 

En primera medida, es importante para la 
comprensión de este texto el concepto de 
factores institucionales que se define en este 
texto como aquellos elementos que, dentro 
de un órgano del Estado, logran influenciar 
o contribuir a la obtención de un resultado. 

Así, esta parte del contenido estará cen-
trada en exponer cuáles pueden ser esos 
posibles factores institucionales que no per-
miten que la gestión ambiental en Colombia 
hasta ahora se haya visto beneficiada con los 
esfuerzos que se han hecho para fortalecerla; 
esto después de haber hecho una investiga-
ción y estudio de diferentes textos relacio-

nados con la institucionalidad en materia 
medioambiental y haber profundizado en la 
principal fuente legislativa que existe en la 
materia, la Ley 99 de 1993. 

2.1. Paralelismo institucional 
El primer factor a plantear es el llamado Pa-
ralelismo Institucional, el cual se enfoca en 
establecer si las funciones asignadas por la 
normatividad a las diferentes instituciones 
creadas bajo el marco del Sistema Nacional 
Ambiental (SINA) son similares y en algu-
nos casos radican en el mismo objeto.  

Para comenzar, un primer pequeño ejem-
plo de este elemento se puede ver reflejado en 
el siguiente cuadro, donde se pone de presen-
te que la función asignada a las Corporacio-
nes Autónomas Regionales (CAR) por el ar-
tículo 31 numeral 9 en la Ley 99 de 1993 y la 
función asignada a la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA) por el artícu-
lo 3 numeral 1 del Decreto 3573 de 2011 so-
bre la concesión y otorgamiento de licencias 
ambientales radica básicamente en lo mismo:  

Tabla 1. 

Corporaciones Autónomas Regionales 
(CAR) – Articulo 1 numeral 9  

Autoridad Nacional de Licencias Ambien-
tales (ANLA) – Articulo 3 numeral 1 

Otorgar concesiones, permisos, autorizaciones y 
licencias ambientales requeridas por la Ley para 
el uso, aprovechamiento o movilización de los 
recursos naturales renovables o para el desarro-
llo de actividades que afecten o puedan afectar el 
medio ambiente. Otorgar permisos y concesiones 
para aprovechamientos forestales, concesiones 
para el uso de aguas superficiales y subterráneas 
y establecer vedas para la caza y pesca deportiva. 
(Ley 99 de 1993). 

Otorgar o negar las licencias, permisos y trámi-
tes ambientales de competencia del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformi-
dad con la ley y los reglamentos. (Decreto 3573 
de 2011). 

Realizada por: Sandra Daniela Aguilar Alarcón.
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Y es que teniendo en cuenta el anterior 
ejemplo podría entonces, cualquier persona, 
plantearse la cuestión de si realmente vale 
la pena tener dos instituciones que actúan 
dentro de una misma esfera de protección 
medioambiental con funciones que radican 
en lo mismo y de si realmente la asignación 
de dichas funciones paralelas trae consigo 
los beneficios buscados a la hora de tener 
como sujeto principal de protección el me-
dio ambiente, o si por el contrario lo que ge-
nera esta reiterativa asignación es una con-
fusión tanto para las mismas instituciones 
a la hora de ejercer las actuaciones debidas 
como para las personas a la hora de ejercer 
sus derechos frente al medio ambiente al no 
saber con exactitud a  que entidad acudir.  

Otro ejemplo que se puede apreciar, so-
bre el inminente Paralelismo Institucional 
que ostentan las entidades del sector am-
biental, se puede ver como lo ha indicado 
Alfredo Molina, en que:  

La Ley 768 de 2002, en su artículo 13 facultó 
a los Concejos Distritales de Barranquilla, 
Cartagena y Santa Marta la creación de es-
tablecimientos públicos para protección del 
medio ambiente urbano. Su creación es una 
facultad de los Concejos Distritales, pero la 
iniciativa de su creación es potestad exclusi-
va del respectivo alcalde. En el marco de la 
definición de su competencia en asuntos de 
carácter ambiental, estos establecimientos 
cumplen las mismas funciones atribuidas a 
las Corporaciones Autónomas Regionales. 
(Molina Triana 2014,46-47)  

Sobre este ejemplo, está claro que la ley le 
confiere a los Distritos la posibilidad de crear 
entidades que si bien buscan la protección 
del medio ambiente, terminan cumpliendo 

las mismas funciones que una Corporación 
Autónoma Regional (CAR), lo que implica 
que dos organismos al mismo tiempo están 
ejerciendo funciones iguales.  

Ahora bien, teniendo esto en mente, 
cuando se mira el objetivo principal que 
pudo haber tenido el legislador a la hora de 
establecer un nuevo sistema en materia am-
biental y el objetivo que tuvo a la hora de 
constituir las distintas instituciones y orga-
nismos para la protección del medio ambien-
te, se puede llegar a pensar que en cuanto a la 
asignación y distribución de funciones, este 
mismo legislador, pudo haber logrado algo 
mejor, es decir, pudo haber sido más claro, 
contundente y preciso a la hora de decidir 
cuales iban a ser las funciones de cada una 
de las entidades y así haber evitado a largo 
plazo el surgimiento del Paralelismo Institu-
cional como uno de los factores que hoy en 
día está afectando negativamente la gestión 
ambiental en Colombia.  

2.2.	Multiplicidad de reformas hechas 
en las instituciones del sistema 
nacional ambiental (SINA)  

El segundo factor a tratar tiene que ver con 
la multiplicidad de reformas que se han rea-
lizado tanto al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible como a las Corpora-
ciones Autónomas Regionales (CAR). 

El Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible como hoy es conocido fue objeto 
de su primera modificación en el año 1997 por 
medio del Decreto 1687 de 1997, tan solo tres 
años después de su creación, la segunda mo-
dificación fue hecha en el año 1999 por medio 
del Decreto 1124 que luego fue complementa-
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do por el Decreto 527 del año 2000, la tercera 
y una de las más trascendentales fue realizada 
como resultado de la Ley 790 de 2002, la cuar-
ta se realizó en virtud de la Ley 1444 de 2011 
y es la que hoy en día le ha dado al Ministerio 
su denominación actual. En el mismo sentido, 
la situación de las Corporaciones Autónomas 
Regionales no ha sido diferente ya que  

“han intentado reformar las Corporaciones 
Autónomas Ambientales en su función de  
ejecutoras de la política ambiental sin mayor 
éxito. Según un artículo de la revista ambien-
tal Catorce6 (2013) se han dado un total de 
diecinueve intentos no exitosos entre decretos 
expedidos y proyectos de ley presentados por el 
ejecutivo. Es decir, en la práctica un promedio 
de uno por año”. (Güete Saavedra 2016, 41). 

Con todo esto, es posible llegar a afirmar 
que dichas reformas han generado una gran 
inestabilidad tanto funcional como estruc-
tural de estas instituciones y no han contri-
buido positivamente al fortalecimiento del 
Sistema ni a la gestión ambiental en general. 
En el Ministerio por ejemplo, esto ha gene-
rado que al pasar de los años este haya ido 
perdiendo ciertas competencias y facultades 
que inicialmente le habían sido conferidas 
por medio de la Ley 99 de 1993 y que se le 
fueron dando a otras instituciones; ejemplo 
de esto es el hecho de que la función sobre 
concesión de licencias ambientales inicial-
mente estaba en cabeza del Ministerio y lue-
go pasó a la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA). También estas refor-
mas han generado una flexibilización de 
las funciones ejercidas por las instituciones 
y una desarticulación institucional, esto al 
tener en el terreno de aplicación varias enti-
dades que han sido reformadas y que como 
consecuencia de dichos sucesos no han lo-

grado establecer el punto de partida para 
poder cumplir con su gestión. Todas estas 
situaciones que claramente no contribuyen 
positivamente al fortalecimiento del SINA 
sino por el contrario a su debilitamiento.  

2.3. 	Multiplicidad de ministros 
dentro del Ministerio de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sostenible 
Colombiano 

El tercer factor que se desarrollará es el rela-
cionado con la pluralidad de ministros que ha 
tenido el actual Ministerio de Ambiente y De-
sarrollo Sostenible. Desde su creación, y como 
se puede observar en la tabla dos (2), este Mi-
nisterio ha tenido más de trece Ministros. 
Para ser exactos dieciséis han sido cabeza de 
dicho ministerio contando al nuevo Ministro 
Carlos Eduardo Correa quien se posesionó en 
este cargo el 4 de octubre de 2020. Este nú-
mero, el cual podría catalogarse como alto 
dentro de la cartera ministerial del Ministe-
rio de Medio Ambiente teniendo en cuenta su 
“juventud”, representa y deja ver que a lo lar-
go de la vida del Ministerio no se ha ofrecido 
una estabilidad en cuanto al cuerpo directivo 
superior de la Institución. Esto debido a que 
el tiempo promedio de duración por ministro 
ha sido como bien lo comenta Carlos Saave-
dra de 1.6 años. (Güete Saavedra 2016, 40). 

De la misma manera este cambio cons-
tante en los directores y cabezas principales 
del Ministerio no solo impide, como ya se 
dijo, la materialización completa y efectiva 
de las políticas del sector ambiental sino que 
afecta también la ejecución de los procesos 
y proyectos que se van poniendo en marcha 
durante el periodo del Ministro encargado 
y que en cuanto este cambia, todas las eje-
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cuciones que deben realizarse para cumplir 
con los proyectos y procesos planteados du-
rante dicho periodo de tiempo terminan no 
llevándose a cabo ya que el Ministro sucesor 
entra con diferentes y nuevas ideas dejando 
atrás las puestas en marcha. Y es que con 
dicho panorama, desde un punto de vista 
personal, es importante preguntarse lo si-
guiente: ¿Qué tan alta es la seguridad jurí-
dica ofrecida por tan importante entidad en 
temas medioambientales, si se tiene en cuen-
ta la remisión tan deliberada y constante de 
los Ministros de Medio Ambiente y por otro 
lado si dichos cambios constantes propen-
den por el objetivo principal para el cual fue 
creada esta institución principal del sector 
ambiental o simplemente lo que generan es 
una barrera para poder cumplir con estos?. 

Por último en este capítulo es de resaltar 
que la situación planteada anteriormente real-
mente puede estar afectando el cumplimiento 
de las directrices encargadas a las instituciones 
ambientales en Colombia, ya que en un año y 
medio, tiempo promedio de duración de un 
ministro de medio ambiente que se concluye 
del análisis de la tabla número 2, llegar a con-
cretar o implementar de manera total las po-
líticas públicas planteadas en la materia con 
un cambio tan fugaz de uno u otro directivo 
puede llegar a ser bastante complicado y poco 
enriquecedor para el sector, dejando así como 
resultado políticas inconclusas, tareas a medias 
e inconvenientes que más tarde se van reflejan-
do en la mala gestión de las demás institucio-
nes del SINA y aún peor en los atroces daños al 
medio ambiente, que no han parado hasta hoy. 

Tabla 2.

PERIODO MINISTERIAL MINISTRO(A) A CARGO 
06/10/1993 – 08/01/1996 Manuel Rodríguez Becerra  

08/01/1996 – 04/04/1997 Cecilia López Montaño  

04/04/1997 – 07/08/1998 Eduardo Verano de la Rosa 

07/08/1997 – 07/08/2002 Juan Mayr Maldonado 

07/08/2002 – 28/10/2003 Cecilia Rodríguez González 

28/10/2003 – 07/08/2007 Sandra Suarez Perez  

07/08/2007 – 23/05/2008 Juan Lozano Ramírez  

23/05/2008 – 07/08/2010 Carlos Costa Posada 

07/08/2010 – 27/09/2011 Beatriz Uribe Botero 

27/09/2011 – 21/09/2012 Frank Pearl 

21/09/2012 – 11/09/2013 Juan Gabriel Uribe Vegalara 

11/09/2013 – 11/08/2014 Luz Helena Sarmiento Villamizar 

11/08/2014 – 25/04/2016 Gabriel Vallejo López  

25/04/2016 – 07/08/2018 Luis Gilberto Murillo Urrutia 

07/08/2018 – 04/10/2020 Ricardo Lozano Picón 

04/10/2020 - hoy Carlos Eduardo Correa  

Realizada por: Sandra Daniela Aguilar Alarcón.
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2.4.	Falta de control por parte de un 
órgano autónomo e independiente 
en el sector ambiental  

El cuarto factor trata acerca de la falta de con-
trol institucional por parte de un órgano autó-
nomo e independiente, que sea exclusivo para 
el sector ambiente y tenga facultades de con-
trol y vigilancia sobre todas las instituciones 
pertenecientes al Sistema Nacional Ambiental.  

Para introducir este sub capitulo es im-
portante mencionar que en Colombia han 
existido, desde la Constitución Política de 
1991, órganos de control como la Procura-
duría General de la Nación o la Contraloría 
General de la República los cuales se han 
encargado de ejercer control  disciplinario 
sobre los funcionarios públicos en el primer 
caso o de ejercer un control fiscal en el país 
en el segundo caso; pero  si buscamos den-
tro del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
creado desde 1993 para la protección y cui-
dado del medio ambiente, no se encuentra 
en ningún momento un órgano autónomo 
e independiente como los mencionados an-
teriormente, que cuente con capacidad de 
control y vigilancia sobre las instituciones 
que conforman y hacen parte del SINA. Esto 
claramente por el hecho de que simplemente 
este órgano no ha existido.  

Cabe aclarar que si bien los órganos men-
cionados al inicio de este sub capítulo pueden 
ejercer control y vigilancia sobre las institu-
ciones pertenecientes al SINA, su principal 
interés no es el de controlar y vigilar pun-
tualmente que dichas instituciones ejerzan 
una buena gestión ambiental y cumplan a 
cabalidad con las funciones y deberes que 
en la ley se les han asignado, situación que 

evidentemente ha generado que las mismas 
tengan una libertad y determinación bastan-
te amplia, a la hora de ejecutar los planes y 
políticas a su cargo, así como un poder y au-
tonomía de cierta manera ilimitados que des-
encadenan desafortunadamente en una falta 
de coordinación y armonización entre las en-
tidades, aparte de caer en el incumplimiento 
del objetivo final para el cual fueron creadas 
el cual radica en la protección de los recursos 
naturales y del medio ambiente colombiano. 

Siguiendo con el desarrollo acerca de 
este cuarto factor, una situación que refleja 
claramente el gran problema que se tiene al 
no contar con un órgano de control y vigi-
lancia independiente y exclusivo de la rama 
ejecutiva para el sector ambiente tiene que 
ver con el hecho de que si bien en la actua-
lidad es el Ministerio de Medio Ambiente 
el que ejerce cierto control sobre las insti-
tuciones del SINA, al ser este la cabeza del 
sistema, instituciones como las Corporacio-
nes Autónomas Regionales que tienen gran 
importancia e incidencia en cada una de las 
decisiones que se toman en temáticas sobre 
protección y cuidado del medio ambiente 
han sido dotadas por el mismo legislador de 
una autonomía administrativa y financiera, 
autonomía que cuando se enfrenta a un con-
trol por parte del ministerio de medio am-
biente como órgano sujeto al ejecutivo, entra 
en conflicto. Y es que esto se ha tratado de 
solucionar vía jurisprudencia, pero  

“Resulta contradictorio en el ámbito de ju-
risprudencia de la propia Corte Constitu-
cional y del Consejo de Estado que, por un 
lado indiquen que la autonomía de las CAR, 
implica que éstas no se encuentran adscritas 
ni vinculadas a ningún Ministerio o Depar-
tamento Administrativo (C-593, 1995), y 
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luego afirme que el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, es la entidad encar-
gada de ejercer la inspección y vigilancia so-
bre las corporaciones autónomas regionales 
de acuerdo a lo establecido en la ley (C-462, 
2008) (C-570, 2012), y cuyo control puede lle-
gar incluso a ordenar 77 correctivos, que pue-
den llevar hasta la revocatoria de la decisión 
del controlado y la imposición de sanciones 
(C-570, 2012)”. (Parra Sierra 2017, 77) 

Por lo que en este sentido hablar de la 
existencia de un órgano el cual fuera inde-
pendiente y tuviera facultades de control, vi-
gilancia y estuviera exclusivamente dedicado 
a prestar atención a las instituciones del SINA 
incluyendo claramente dentro de estas a las 
CAR, podría evitarse toda confusión y con-
flicto que hoy existe respecto al control que 
ejerce el Ministerio de Medio Ambiente sobre 
las CAR, ya que estas no se encuentran como 
tal adscritas al mismo. Asimismo, con este 
órgano independiente se estaría respetando 
la autonomía que les fue conferida desde un 
principio por la ley a estas Corporaciones y a 
la vez se evitaría que “las Corporaciones Au-
tónomas Regionales en realidad se convirtie-
ran en agentes gubernamentales de ejecución 
de políticas del gobierno de turno que por 
ley están obligadas a obedecerlas, lo cual no 
es garantía de autonomía, ni independencia 
frente al ejecutivo”. (Parra Sierra 2017, 80) Y 
que, por dichas falacias, terminen las CAR 
omitiendo sus deberes y poniendo en riesgo 
al medio ambiente que desde el punto de par-
tida es lo que más debería importar. 

Visto lo anterior, es importante traer a co-
lación lo dicho por Andrés Parra en el texto 
Corporaciones Autónomas Regionales: ¿Un 
Verdadero Órgano Autónomo E Indepen-
diente? acerca de que “al hacer depender las 

CAR, al Ministerio del Ambiente y Desarro-
llo Sostenible y al pertenecer éste a la Rama 
Ejecutiva, no se encuentran garantías de in-
dependencia y autonomía, en tanto ésta pue-
de plantear una “voluntad” ministerial que 
no sea acorde con la preservación del medio 
ambiente, y aun así Las CAR, tendrán que 
sujetarse”. (Parra Sierra 2017, 80). Razón más 
de peso para afirmar la necesidad de un ór-
gano de control independiente, alejado de las 
ramas de poder público que puedan ejercer 
cualquier influencia bien sea política, econó-
mica, o de intereses privados sobre el órgano 
encargado de vigilar y controlar a las institu-
ciones que están encargadas del cuidado y la 
protección del medio ambiente. 

  
Para finalizar este punto, algo interesante 

y a la vez paradójico es el hecho de que la mis-
ma ley 99 de 1993 creo el llamado Consejo Na-
cional Ambiental, un órgano que bien podría 
estar llamado a ejercer facultades de control y 
vigilancia en temas de protección y cuidado 
del medio ambiente teniendo un carácter autó-
nomo e independiente en el sector medioam-
biental pero que desafortunadamente y a or-
den del legislador “Su carácter es el de asesor 
y consultor de la política ambiental nacional, 
(...)sus recomendaciones no son obligatorias y 
por lo tanto, no constituyen pronunciamientos 
o actos administrativos de los miembros que lo 
integran” (López Dávila 2000, 235). 

2.5.	Inadecuada jurisdicción de 
las Corporaciones Autonomas 
Regionales (CAR) 

El quinto y último factor a tratar en este 
texto está relacionado con las fallas de ju-
risdicción que presentan las Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR) a nivel del te-
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rritorio colombiano. En cuanto a este factor 
hay que mencionar que cada una de las 33 
Corporaciones Autónomas Regionales crea-
das por la Ley 99 de 1993 tienen a su cargo 
distintas divisiones del territorio Colombia-
no sobre el cual ejercen el poder conferido 
de autoridad ambiental a nivel territorial, 
pero se ha visto que a pesar de tener delimi-
tada y asignada cierta parte del territorio se 
han presentado inconvenientes a la hora de 
actuar y ejecutar la gestión ambiental debida 
en pro de la protección del medio ambien-
te, esto por confusiones entre las mismas 
Corporaciones e incluso por confusiones 
jurisdiccionales con otras entidades a nivel 
territorial como los departamentos, muni-
cipios y distritos que también tienen poder 
para actuar en cada uno de sus territorios, 
tal como sucedió en el caso de la tala masiva 
de árboles en el Municipio de Floridablanca 
para la construcción de una obra vial; así lo 
relató el  abogado Alejandro Alvarado al pe-
riódico de EL TIEMPO:  

“No hay custodia de la Corporación para 
la Defensa de la Meseta de Bucaramanga 
(CDMB) a la montaña, no se sabe el manejo 
que se le están dando a las especies de árbo-
les, a los animales, ni a las aguas. La CDMB 
no está, la Anla está en Bogotá y el contratis-
ta está haciendo lo que se le da la gana con la 
montaña. Además, no se sabe dónde se hará 
la compensación ambiental”, precisó Alvara-
do. (Cárdenas Mateus 2019). 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo ante-
rior hay que reafirmar que,  

“Existe una inadecuada jurisdicción en la 
mayor parte de las Corporaciones Autóno-
mas Regionales, por no corresponderse con 
biorregiones o ecosistemas regionales. Aun-
que el artículo 23 de la ley 99 de 1993 estatuye 
que las Corporaciones Autónomas Regiona-
les deben estar integradas por entidades te-

rritoriales “que por sus características consti-
tuyen geográficamente un mismo ecosistema 
y conforman una unidad geopolítica, biogeo-
gráfica o hidrogeográfica…”, la realidad de-
muestra que sólo muy pocas de las 33 corpo-
raciones creadas obedecen a criterios de esa 
naturaleza. La mayoría de las Corporaciones 
coincide con limites políticos departamenta-
les, desprovistos de criterios ambientales, es 
decir, que violan el principio establecido en la 
propia ley”. (López Dávila 2000, 272). 

Esto se puede evidenciar por ejemplo 
en el hecho de que existen tres CARS en la 
región del eje cafetero como lo son la Cor-
poración Autónoma Regional de Risaralda, 
la Corporación Autónoma Regional de Cal-
das y la Corporación autónoma regional del 
Quindío, dedicadas a tratar problemas co-
munes; también hay tres Corporaciones Au-
tónomas Regionales pendientes de la Sierra 
Nevada de Santa Marta; asimismo existen 
dos Corporaciones Autónomas Regionales 
para la Amazonia, la Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del Sur de la Amazonia 
y la Corporación para el Desarrollo Sosteni-
ble del Norte y el Oriente Amazónico. Todo 
esto denota que efectivamente el no tener 
una jurisdicción bien definida a lo largo del 
territorio nacional genera una falta de coor-
dinación y una grave falencia a la hora de de-
finir quién debe actuar en los casos concre-
tos. Por lo que, junto con los demás factores 
ya mencionados anteriormente, se evidencia 
la afectación grave y negativa a la gestión am-
biental en Colombia. (López Dávila 2000). 

3. Conclusiones 

Finalmente se puede concluir este texto te-
niendo claro que, si bien la Constitución Po-
lítica de 1991 y la Ley 99 de 1993 lo único 
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que propendían era la protección y cuidado 
del medio ambiente por medio de la crea-
ción del Sistema Nacional Ambiental (SINA) 
el cual ofreciera un cuidado de la mejor for-
ma posible, así como una gestión ambiental 
adecuada que fuera desarrollada por distin-
tas instituciones dedicadas a único fin, en 
la actualidad este fin tanto constitucional 
como legislativo no se ha visto materializado 
a cabalidad ya que existen principalmente 
cinco factores institucionales que están afec-
tando negativamente la gestión ambiental en 
Colombia por parte de este sistema; a saber, 
(i) El Paralelismo Institucional; (ii) La mul-
tiplicidad de reformas realizadas al actual 
Ministerio de Medio ambiente y Desarrollo 
Sostenible; (iii) La Inestabilidad en la cartera 
Ministerial del mismo Ministerio de Medio 
Amiente y Desarrollo Sostenible; (iv) La fal-
ta de control por parte de un órgano autó-
nomo e independiente y (v) La inadecuada 
jurisdicción que ostentan las Corporaciones 
Autónomas Regionales (CAR).  

Por lo anterior y teniendo en cuenta que 
una de las ideas de esta ponencia también es 
buscar y proponer algunas soluciones inicia-
les para poder ayudar a solucionar las falen-
cias identificadas en el SINA y así fortalecer 
cada vez más este sistema y contribuir a la 
calidad de gestión en materia ambiental, se 
presentan principalmente dos soluciones en 
específico las cuales radican en: 

Primero, poder acabar con el Paralelis-
mo Institucional, es decir, reenfocar la ley 99 
de 1993 por medio de una reforma legislativa, 
especialmente en cuanto al tema de funciones 
asignadas tanto a las Corporaciones Autóno-
mas Regionales (CAR) como a los Distritos, 

Municipios, grandes centros urbanos e incluso 
a los territorios indígenas, para que sus funcio-
nes no sean en esencia las mismas y haya una 
mayor diferenciación entre ellas. Asimismo, 
por medio de esta reforma legislativa pretender 
una reestructuración de las Corporaciones Au-
tónomas Regionales (CAR) en la cual quede en 
cabeza de esta sola entidad la gestión ambiental 
territorial y así se evite una delegación de fun-
ciones entre las mismas instituciones que al fi-
nal termina entorpeciendo los procedimientos 
para la gestión y protección medioambiental.  

Segundo, proponer la creación de un órga-
no autónomo e independiente, exclusivo para 
el sector medio ambiente, que pueda ejercer 
funciones de control y vigilancia sobre las ins-
tituciones que conforman el Sistema Nacional 
Ambiental y el cual tenga plena autoridad so-
bre las mismas. Este debe ser un órgano sepa-
rado totalmente del poder ejecutivo, esto para 
evitar que intereses políticos puedan afectar 
la gestión de este órgano y a la vez debilitarla 
como bien ya se explicó en el capítulo 2.4; este 
debe poder brindar las garantías necesarias 
para que la gestión ambiental y el fin único 
propendido por la ley 99 de 1993 se lleve a 
cabo. Por otro lado, se propone igualmente, 
teniendo en cuenta que ya existe el Consejo 
Nacional Ambiental, que este sea reforma-
do y que sus funciones ya no sean solo las de 
proponer y recomendar ciertas actuaciones a 
las demás instituciones, sino que sea aquel ór-
gano de control y vigilancia con autonomía y 
poder para hacer cumplir las leyes en materia 
ambiental por parte de los demás organismos. 

Frente a los demás factores instituciona-
les, tercero y quinto, que pueden estar afec-
tando negativamente la gestión ambiental 
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por parte del Sistema Nacional Ambiental, se 
propone (i) establecer una regulación para el 
Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible la cual fije un periodo mínimo y 
máximo de tiempo para que el Ministro os-
tente su cargo y (ii) plantear una modificación 

de los límites y las jurisdicciones de las Cor-
poraciones Autónomas Regionales dentro del 
territorio Colombiano teniendo en cuenta las 
necesidades de cada territorio, las fuentes de 
recursos naturales que se necesitan proteger,  
la biodiversidad existente en el mismo, etc.  
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RESUMEN

El modelo de liga cerrada para los deportes profesionales ha sido el sistema compe-
titivo favorito en Estados Unidos, en el que, por tradición de los deportes que ellos 
mismos crearon, todos los equipos tienen asegurado su puesto en la liga todas las 
temporadas, sin consecuencias mayores en caso de no haber tenido un buen desem-
peño durante la campaña. Para el resto del mundo este modelo es poco considerado 
y se prefiere, especialmente en el fútbol, un sistema de liga abierto que permite que 
prácticamente cualquier equipo que haga parte del sistema deportivo nacional pueda 
ascender a ligas más competitivas como recompensa de su buen desempeño, o descen-
der a campeonatos menos competitivos como consecuencia de una mala campaña.

Uno de los objetivos del siguiente artículo es dar explicación a cómo funcionan las 
principales ligas de deporte profesional en Estados Unidos, iniciando desde el origen 
de los mismos deportes para entender cómo han evolucionado para adoptar estos 
modelos deportivos y aclarando cómo funcionan estos sistemas en la actualidad. 
Como otro objetivo está desarrollar sobre el sistema de ligas abiertos, exponiendo su 
funcionamiento y comparando distintos modelos de este sistema en cuatro países.

Como conclusión, se buscó resaltar que no se puede hablar de un sistema mejor que 
otro, en razón a que cada uno tiene sus ventajas y desventajas, y que es básicamente 
por tradición y por preferencia a ciertos modelos económicos que el deporte profe-
sional en Estados Unidos tiene una estructura diferente a las del resto del mundo.  

Palabras clave: Franquicia, división, ascenso, descenso, asociación, federación.
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1. Sistema cerrado

El deporte estadounidense es muy dis-
tintivo en cuanto a su modelo de ligas 
deportivas a comparación de otros paí-

ses, ya que este se caracteriza por su completa 
privacidad en la que solo participan una lis-
ta específica de equipos del país, o en ciertas 
ocasiones de Canadá. Este sistema es mejor 
conocido como las Major Leagues y también 
es usado por países como Australia y Canadá. 
Para hablar de este modelo deportivo, se va a 
referir a las ligas importantes de los deportes 
más representativos también conocidos como 
“the Big Four”, como lo es el baloncesto con la 
NBA, el football americano (que de ahora en 
adelante se le referirá solo como football) con 
la NFL, el béisbol con la MLB y finalmente el 
hockey de hielo con la NHL. Para el caso de 
la MLS, aunque también clasifique como una 
liga profesional cerrada, se discute sobre su 
denominación de Major League por razones 
que se explicarán más adelante.

Lo anteriormente mencionado debido a 
que también existen las ligas menores en las 
que participan equipos de menor rendimien-
to, y que son parcialmente ajenas a las profe-
sionales ya que equipos de estas divisiones no 
pueden jugar con los de la división superior. 
También es importante reconocer el deporte 
universitario el cual es clave para fomentar el 
deporte profesional del país y principalmen-
te lo refuerza con figuras como el draft.

1.1. Deporte universitario
En Estados Unidos es sumamente importan-
te el deporte universitario, ya que el depor-
tista amateur es fundamental para las ligas 
profesionales. Estas competencias univer-

sitarias, o colegiales como lo denominan, 
están reguladas por diferentes asociaciones, 
aunque solo se mencionará sobre la más im-
portante y poderosa que es la National Co-
llegiate Athletic Association (NCAA). Esta 
organización con gran poder económico 
creada en 1910 reúne a más de 1.000 uni-
versidades de todo Estados Unidos y regula 
más de 20 deportes (NCAA 2021). Su origen 
fundamentalmente se debe a que debido a 
las muchas lesiones y heridos que estaban 
ocasionando los deportes universitarios en 
la época, se buscó una manera de organizar 
estos deportes y hacerlos más seguros como 
alternativa a su completa cancelación.

Para organizar a ese gran número de 
universidades y lograr que haya una compe-
tencia distribuida y sana, la NCAA distribu-
ye a las distintas instituciones en 3 divisio-
nes diferentes, las divisiones 1, 2 y 3, siendo 
la 1 la más competitiva y con mayor fuerza 
económica, y la 3 como la menos competi-
tiva. La primera de estas divisiones cuenta 
con 350 universidades a nivel nacional, la se-
gunda con 310 y la última con 438. Para esta 
investigación solo se hablará de la división 1, 
la cual distribuye a sus más de 300 universi-
dades en 32 conferencias separadas depen-
diendo de su posición geográfica. (Draftea-
dos – NBA en español 2019).  

Esta organización al contar con un gran 
repertorio de distintos deportes varía la ma-
nera en cómo se escogen los mejores equipos 
de cada torneo. Por ejemplo, en el baloncesto, 
los mejores equipos de cada conferencia más 
otros 36 escogidos por su desempeño en la 
temporada regular clasifican al torneo nacio-
nal en el que en enfrentamientos directos, el 
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equipo que gana la final se lleva el título del 
mejor equipo. Por otro lado, en el ejemplo del 
football, solo los 4 quipos con el mejor record 
(esto es, partidos más ganados y menos parti-
dos perdidos) se enfrentan directamente y el 
ganador de la final se corona como el mejor 
equipo. (Drafteados – NBA en español 2019). 

Ahora bien, la importancia del deporte 
universitario radica en que la manera más fá-
cil y común que un deportista consiga jugar 
en alguno de los equipos participantes de las 
ligas mayores es teniendo un excelente rendi-
miento en su carrera deportiva universitaria, 
ya que los equipos profesionales prestan mu-
cha atención a la competencia colegial.

Esta subdivisión del deporte nortea-
mericano es también de alguna manera un 
sistema cerrado, ya que no cualquiera pue-
de participar en competiciones colegiales. 
Claramente está la razón de que debe ser un 
deportista que sea estudiante de alguna de 
las universidades asociadas, pero la finalidad 
de esto radica en que para la NCAA está la 
prohibición de compensar económicamente 
a los deportistas porque buscan mantener el 
carácter amateur de estos. De esta manera, 
si alguno de estos deportistas, así esté en 
su primer año universitario, es contratado 
por algún equipo profesional, pierde la ca-
pacidad de poder competir en alguna de las 
competencias colegiales.

Es así como, por su nivel competitivo, las 
universidades juegan un papel fundamen-
tal en el deporte profesional estadounidense 
como una de las fuentes principales de futu-
ro talento y representación americana en sus 
ligas mayores.

1.2.	Ligas profesionales 		
(Major Leagues)

Las ligas profesionales en Estados Unidos 
como lo define Ramón Gómez son asociacio-
nes privadas sin ánimo de lucro que reúnen a 
diferentes equipos y se encargan de organizar 
y hacer gestión de la competición correspon-
diente (Gómez 2009, 287). Aunque cada liga, 
por razones de la diferencia de su deporte, 
tenga algunos caracteres o esquemas distintos, 
comparten cosas en común como por ejemplo 
la privacidad de la liga, la figura del comisio-
nado y la distribución de las ganancias.

En este tipo de ligas, la competencia es 
exclusiva para los partidos y para los faná-
ticos, ya que fuera de estos aspectos, todos 
los equipos trabajan para un mismo fin que 
es la industria del entretenimiento. En las li-
gas cerradas de Estados Unidos los equipos 
sólo tienen más fuerza en cuanto a la calidad 
de sus jugadores y cantidad de títulos, pero 
financieramente todos son iguales. Esto se 
debe a que todos los equipos están sujetos a 
unos acuerdos en los que se busca cooperar 
con respecto a asuntos importantes como la 
contratación de los jugadores, los distintos 
enfrentamientos y la promoción de la co-
mercialización de la liga. Con respecto a esto 
último, las ligas tienen como objetivo que los 
equipos generen suficiente ganancia para así 
poder financiar la liga.

La manera cómo funciona la financia-
ción es que la gran parte de las ganancias 
que generen los equipos ya sea por venta de 
boletos, por las trasmisiones de los partidos 
o por la venta de indumentaria va directa-
mente para la liga, para que de esta manera 
sea distribuido equitativamente entre todos 
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los equipos de la liga. Esto quiere decir que 
son las ligas las que están en control de todo, 
los equipos, las finanzas e inclusive los juga-
dores. (Lurks Lessons, 2019). 

Con respecto a los equipos, estos no son 
organizaciones independientes, sino más 
bien franquicias que tienen sus respectivos 
dueños, pero les pertenecen a las correspon-
dientes ligas (Gómez 2009, 290). Es por esto 
que es bastante común ver como relocalizan 
a los equipos a distintas partes del país, por 
lo general a lugares que representen una ga-
nancia comercial; también al ser los equipos 
propiedad de la liga, estas mismas son las 
que se encargan de la comercialización de la 
indumentaria y son los que contratan con las 
cadenas de televisión para otorgar los dere-
chos de trasmisión.

Además, las ligas regulan minuciosamen-
te el mercado de los jugadores, ya que técni-
camente estos no contratan directamente 
con el equipo para el que juegan, sino con 
la liga profesional. Como, por ejemplo, un 
jugador recién incorporado a una liga (roo-
kie) tiene limitaciones en cuanto al salario 
que puede recibir de un equipo y en ciertas 
competencias no puede ser transferido a otra 
franquicia hasta después de cierto tiempo, y 
esto por el contrato que tiene con la liga.

1.2.1. MLB (Major League Baseball)

Creada en 1903, la MLB es la Major League 
más antigua en Estados Unidos y al mismo 
tiempo es su primer deporte profesional. 
Además de ser denominado como el “pa-
satiempo nacional” (national pastime), es la 
competencia de béisbol más importante en 
este país y en el mundo. Este deporte se ha 

convertido en una de las apropiaciones cul-
turales más importantes para Estado Uni-
dos. (Gómez 2009, 288). 

Los orígenes de la formación de esta 
liga, aunque un poco inciertos, datan des-
de la primera mitad del Siglo XIX. En 1945, 
Alexander J. Cartwright, un aficionado al 
deporte crearía el primer equipo organiza-
do, el New York Knickerbocker quienes bá-
sicamente establecieron las reglas del béis-
bol las cuales aún siguen vigentes. No pasó 
mucho tiempo después hasta que se formó 
la primera liga en 1958, la National Associa-
tion of Base Ball con un carácter meramente 
amateur y los equipos sólo jugaban en sus 
ciudades locales. En 1869, poco después de 
la Guerra Civil, se fundó el primer equipo 
profesional, los Cincinnati Red Stockings, y 
se jugó el primer partido con este carácter; 
desde este momento los equipos comenza-
rían a contratar jugadores y a pagarles con 
un salario. (Jamail, y otros 2021). 

Desde entonces, se empezaron a crear 
las primeras ligas profesionales, comenzan-
do por la National Association of Profesional 
Base Ball Players en 1871 conformada por 
veinte clubes. Luego, en 1876, surgiría la Na-
tional League of Professional Baseball Clubs 
(NL) la cual sigue vigente hasta el día de hoy 
y sentó las bases para la MLB. Así, es como 
empezaría una época en la que se crearían 
más ligas profesionales para hacerle com-
petencia a la National League, pero todas 
fracasarían, hasta que en 1893 se formó la 
Western League y se convertiría en un fuerte 
contundente para esta otra liga comprando 
sus mejores jugadores e instalándose en ciu-
dades importantes. No fue hasta 1900 que la 
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Western League se convertiría en la actual 
American League (AL) y comenzaría lo que 
se llamó “La Guerra del Béisbol” (Baseball 
War). En esta guerra ambas ligas luchaban 
por mantener la hegemonía del béisbol en 
su propia liga, lo que generó que el merca-
do profesional del béisbol se viera dividido 
ya que los equipos buscaban comprar a los 
mejores jugadores de la liga rival y buscaban 
asentarse en ciudades en donde creciera la 
popularidad de su liga. Luego de un periodo 
de dura competencia entre las ligas, en 1903 
decidieron llegar a un acuerdo para com-
partir el mercado de jugadores, que equipos 
puedan compartir una misma ciudad y se 
crearía la World Series en donde se enfrenta-
rían los campeones de cada liga. De esta ma-
nera es como se creó la liga de béisbol más 
importante y que se conoce hoy en día como 
la MLB. (MLB Productions, 1994). 

La liga para llegar a ser como es hoy en día 
ha cambiado bastante, pues como es obvio no 
es la misma que era hace 140 años desde que 
se creó la Liga Nacional, pero lo que hace esta 
liga, como cualquier otra liga, que perdure 
a lo largo de las décadas son sus equipos, el 
corazón de la competencia que hace que ten-
ga el carácter profesional y que lo mantiene 
actualmente. Aun así, estos equipos han ido 
cambiando a lo largo de la historia, algunos 
ya dejaron de existir hace mucho tiempo, 
otros se han mantenido por casi toda la his-
toria y hay algunos que no llevan en la MLB 
más de 25 años. Comenzando con los pri-
meros 8 equipos profesionales que nacieron 
con la NL, han existido en total 53 equipos de 
béisbol profesional, de los cuales casi la mi-
tad de estos ya no existen, y algunos se han 
mantenido casi desde el principio, como es el 

caso de los Chicago Cubs o los San Francisco 
Giants. La liga desde la fusión entre la NL y la 
AL ha intentado mantener un límite de equi-
pos participantes, para así mantener un siste-
ma cerrado y reservarse la cantidad de equi-
pos que pueden jugar. Sin embargo, el béisbol 
como cualquier otro deporte es también un 
negocio, desde 1961 ha ido expandiendo ese 
límite poco a poco, añadiendo desde enton-
ces 14 nuevos equipos para completar los 30 
que conforman la MLB hoy en día.

En este sistema cerrado también existe 
un fenómeno en cuanto a los equipos que 
consiste en cambiar su nombre e inclusive su 
lugar de origen a uno nuevo. Un ejemplo de 
esto pueden ser los New York Yankees, que 
comenzaron en Baltimore con el nombre de 
los Orioles, luego fueron trasladados a Nue-
va York con el nombre de los Highlanders y 
finalmente cambiaron su nombre a los vi-
gentes Yankees. Esto se da porque, los equi-
pos en la MLB y en las otras Major Leagues 
son franquicias que tienen como dueño a su 
respectiva liga, y es esta misma la que decide 
qué es lo mejor para ella. Por lo general estas 
decisiones se dan porque cambiar un equipo 
de una ciudad a otra representa una ganancia 
financiera, esto pues, se busca que la ciudad 
a la que van a trasladar un equipo tenga un 
gran mercado que mejore sus ganancias con 
respecto a la anterior ciudad. También está 
el caso en el que sólo se le cambie el nombre 
y no la ciudad porque una persona le pagó 
a la liga para dirigir una de sus franquicias.

Con la creación de la primer Major League 
en el país, la popularidad de este deporte con-
tinuó creciendo cada vez más y la liga se dio 
cuenta que es un negocio que genera bastante 
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ganancia, por lo que junto con las Ligas Ma-
yores existen las denominadas Ligas Menores 
(Minor Leagues), donde la competencia es de 
menor nivel y los equipos de las grandes ligas 
aprovechan a crear el farm system que funcio-
na como una cantera en la que los equipos de 
la MLB comparten convenios con algunos de 
estos equipos pertenecientes a las Ligas Me-
nores para adquirir jugadores prometedores, 
convirtiéndose en una fuente de provisión de 
jugadores junto con los jugadores universi-
tarios. Hoy en día existenc15 de estas ligas y 
alrededor de 200 equipos menores.

Ahora bien, teniendo claro cómo surgió 
la liga y cómo se organizó desde un comien-
zo, se procederá a explicar cómo funciona 
y cómo está compuesta. Para empezar, es 
importante saber que la MLB es una de las 
cuantas ligas que cuenta con equipos cana-
dienses, en este caso solo uno que son los 
Toronto Blue Jays. Los 30 equipos están re-
partidos a lo largo de ambos países y estos 
mismos están divididos en 2 conferencias de 
15 equipos cada una, las ya mencionadas AL 
y NL, además de esto, cada liga está también 
dividida en 3 divisiones basada en su posi-
ción geográfica (este, oeste y central) y cada 
una de estas divisiones está compuesta por 5 
equipos. (Outta Here Baseball 2019). 

Una de las razones por la que la liga está 
distribuida de esta manera es porque los ga-
nadores de cada división son los que clasifi-
can directamente a la postemporada y tienen 
la posibilidad de competir por el título en la 
Serie Mundial. Otra razón para que la liga 
se organice de esta manera es por simple fa-
cilidad al momento de transportar los equi-
pos para jugar contra otros, ya que en una 

temporada regular los equipos llegan a jugar 
cada uno 162 partidos, y al estar divididos 
geográficamente facilita la jugabilidad de la 
liga, por lo que los partidos se distribuyen de 
la siguiente manera: 19 partidos contra cada 
equipo de su división (76 partidos), 6 o 7 
partidos contra 10 equipos de la misma liga, 
pero de una división diferente (66 partidos), 
y finalmente, 20 partidos interligas. La liga 
por lo general empieza la primera semana de 
abril, en la que luego de jugar los 162 par-
tidos de temporada regular los equipos con 
mejores resultados pasan a la postemporada 
o playoffs y finalizando con la World Series 
en la última semana de octubre en lo que se 
le conoce como el clásico de otoño.

La postemporada está organizada en 
cuatro rondas en las que 10 equipos compi-
ten para coronarse campeones. En primer 
lugar, se debe entender que los resultados 
de los equipos se miden por la cantidad de 
partidos ganados contra los partidos, o me-
jor conocido como sus récords, por lo que 
para tener mejores probabilidades de clasi-
ficar a la postemporada los equipos deben 
conseguir finalizar la temporada con mayor 
cantidad de partidos ganados que sus riva-
les divisionales. Para clasificar directamente 
a los playoffs los equipos deben quedar de 
primeros en sus divisiones, así los 6 equipos 
con mejores récords en su división son los 
primeros en clasificar, los otros 4 equipos 
son 2 de cada liga con los siguientes mejo-
res récords de la liga pero que no ganaron 
su división, estos 4 se enfrentan en la ronda 
comodín a un solo partido contra el equipo 
de su misma liga y los 2 ganadores de esos 
partidos avanzan a la siguiente ronda. Luego 
de la ronda del comodín siguen las series de 
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división, en donde el equipo ganador de di-
visión con mejor récord se enfrenta al equi-
po que ganó la ronda del comodín y los otros 
dos ganadores divisionales se enfrentan en-
tre sí en una serie del mejor de 3 de 5 parti-
dos. Los equipos vencedores avanzan a la si-
guiente ronda que es la serie del campeonato 
en la que los 2 mejores equipos de cada liga 
jugarán una serie del mejor de 4 de 7 parti-
dos para jugar la final. Por último, la Serie 
Mundial se juega también en una serie de 4 
de 7 partidos. (Outta Here Baseball 2019). 

1.2.2. NFL (National Football League)

El famoso football o mejor conocido en el 
resto del mundo como football americano, 
es hoy en día el deporte más popular en los 
Estados Unidos, sin embargo, en el resto del 
mundo es el deporte estadounidense con 
menor popularidad (Staff 2021). Esto puede 
ser debido a que muchas personas conside-
ran sus reglas demasiado complejas o porque 
simplemente es un deporte muy particular 
de la cultura americana. Aun así, es evidente 
que este deporte tiene influencia de dos de-
portes clásicos europeos, el rugby y el fútbol.

En sus inicios, antes que fuera una liga 
profesional como la de hoy en día, el foot-
ball lo jugaban los atletas clandestinamente, 
debido a que no permitían que los que prac-
ticaban el deporte de manera casi profesio-
nal pudieran estudiar en las universidades 
más importantes de los Estados Unidos, esto 
pues esta actividad era mal vista por tanta 
influencia de las apuestas. Debido a que la 
mayoría de los jugadores venían de familias 
de alta clase, era muy importante su ingreso 
a una buena universidad, por lo que optaron 
por jugar con seudónimos para ocultar su 

verdadera identidad. En esos momentos, al 
aun no ser una liga profesional, a los parti-
cipantes se les “pagaba” mediante joyas que 
luego las cambiaban en una casa de empe-
ño para así recibir su dinero. Fue tiempo 
después, poco antes de los años 20, que las 
universidades admitieron el deporte y ya se 
podía jugar profesionalmente para ganar di-
nero. Esto también condujo que el football 
ganara más popularidad, hasta el punto en 
el que estadios del deporte más importante 
de la época, el baseball, fueran cedidos para 
partidos de este nuevo deporte. Aun así, para 
ese entones, solo se jugaban partidos entre 
unos cuantos equipos y solo para ganar di-
nero, no existía una asociación profesional 
que guiara el deporte.

En el año 1920 nace la liga profesional de 
football americano con tan solo 14 equipos, 
y sería dos años después, en 1922, que se le 
daría el nombre de Liga Nacional de Foot-
ball (NFL); y aunque sea debatible que sea la 
única liga profesional de este deporte, sí es 
cierto que se ha mantenido como la más im-
portante y la de mayor competencia a nivel 
tanto nacional como mundial. Gran parte de 
la popularidad y el hecho de que siga sien-
do un deporte altamente relevante todavía 
es debido a que los años 20 en los Estados 
Unidos fue el mejor periodo de tiempo para 
los deportes, esto pues, las jornadas labora-
les del momento permitían que hubiese su-
ficiente tiempo para disfrutar del juego. No 
obstante, la llegada de la Gran Depresión en 
los años 30 fue un gran golpe para la indus-
tria deportiva, afectando gravemente a la liga 
acabando con algunos clubes, por lo que en 
la actualidad solo se lograron mantener 2 de 
los equipos originales, los Chicago Bears (en 
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ese momento los Chicago Decatur Staleys) y 
los Arizona Cardinals (en ese momento los 
Chicago Cardinals) (Britannica 2020).

Posteriormente, la liga se logró recuperar 
de la Gran Depresión luego de la Segunda 
Guerra Mundial. Esto ocasionó que muchos 
de los soldados que prestaron su servicio se 
incorporaran a la liga para jugar como pro-
fesionales, creando así una gran oferta de ju-
gadores nuevos que no era suficiente para la 
poca demanda de equipos. A la Liga Nacio-
nal de Football no le gustaba la idea de crear 
más equipos por lo que decidió cerrarse a 
cualquier miembro nuevo, lo que generó que 
muchos empresarios interesados en crear 
su equipo decidieran comenzar su propia 
liga que se antepusiera a la original, la Liga 
Americana de Football (AFL). Lo interesante 
de esta nueva liga es que juntó a equipos del 
Oeste de los Estados Unidos, ya que su rival 
solo conocía a equipos del Este. Esto más 
que nada significaba una guerra económica, 
ya que, similar a los orígenes del béisbol, los 
empresarios de ambas ligas querían que cada 
una fuera la más popular a diferencia de la 
otra, por lo que en los años 60 y luego de al-
gunos partidos en los que competían equipos 
de las dos diferentes competiciones, tomaron 
la decisión de unir ambas ligas y mantener el 
nombre de la original National Football Lea-
gue (NFL). Al igual que en la MLB, las ligas 
se convirtieron en conferencias dentro de la 
liga mayor, y estas son la Conferencia Nacio-
nal de Football (NFC) y la Conferencia Ame-
ricana de Football (AFC) (NFL 2016). 

Similar a la MLB, la NFL también ha te-
nido un gran número de equipos en su his-
toria los cuales o ya no existen, o han estado 

desde el principio, o son bastante recientes. 
En su historia, la liga profesional de football 
americano ha tenido un total de 76 equipos 
creados, (un número bastante alto si se com-
para con la MLB teniendo en cuenta que la 
NFL tiene 40 años menos) la mayoría de es-
tos nacieron antes de que se combinaran las 
2 ligas rivales. De los equipos nacidos desde 
la profesionalización del deporte en 1920, 
solo siguen vigentes 12, lo que quiere decir 
que desde la fusión de la NFL y la AFL se 
han añadido 20 equipos más para llegar a 
los 32 equipos que constituyen la liga hoy en 
día. En cuanto a la distribución de los equi-
pos, sucede igual que en la MLB y como se 
verá en la NBA y la NHL, los equipos son 
franquicias que le pertenecen a las ligas, y 
que es la NFL la que decide, según su ren-
tabilidad, dónde le conviene más posicionar 
geográficamente un equipo. Un ejemplo de 
esto, pero desde una perspectiva diferente 
son el equipo de los Dallas Cowboys, que en 
el presente son el equipo más valorado de la 
NFL debido a su gran popularidad no solo 
en el sur de los Estados Unidos, sino tam-
bién en gran parte de México y América La-
tina, razón por la cual es poco probable que 
alguna vez este equipo sea relocalizado en 
otra ciudad o le cambien el nombre.

Es importante resaltar que a lo largo de 
la historia de la NFL y hasta la actualidad, 
la práctica del deporte en la universidad ha 
sido de una gran influencia, hasta el punto 
en que al comienzo era más popular e im-
portante que las ligas profesionales. Este 
aspecto de importancia del deporte en la 
universidad (bastante característico en los 
Estados Unidos) es lo que alimenta en su 
mayoría a la liga misma, ya que muchas de 
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las grandes estrellas en la historia de la liga 
han venido de estas instituciones, y se sigue 
manteniendo esa tradición. Estos jóvenes 
con talento son estudiados por los equipos 
por dos o tres años de su universidad para así 
poder reclutarlos en el draft. También está la 
posibilidad de negociar con otros equipos el 
reclutamiento de estos mismos.

A continuación, se explicará el funcio-
namiento y la organización de la NFL. Para 
empezar, cabe resaltar que la liga de football 
americano de Estados Unidos es la única que 
no cuenta con equipos canadienses a diferen-
cia de las otras grandes ligas del país. Aho-
ra, en cuanto organización, la NFL cuenta 
actualmente con 32 equipos, y estos mismos 
están separados en 2 conferencias de cada 
una con 16 equipos, la AFC y la NFC, y a su 
vez, cada conferencia cuenta con 4 divisiones 
(norte, sur, este y oeste) con 4 equipos cada 
una. Igual que en la MLB, estas divisiones 
sirven para determinar quiénes avanzan a la 
siguiente ronda luego de una temporada re-
gular, siendo que el ganador de cada división 
tiene un puesto asegurado a la postempora-
da, y también los equipos juegan más parti-
dos contra los otros equipos de su división 
para facilitar la movilidad y la determinación 
del equipo ganador de cada división. 

La NFL se juega durante 18 semanas los 
días jueves, domingo y lunes; cada equipo 
juega 17 partidos y tiene una semana de des-
canso (llamada bye week).  Los partidos se 
programan de la siguiente manera: 6 par-
tidos contra los equipos de su misma divi-
sión, 4 contra los equipos de una división 
diferente, pero de su misma conferencia, 
otros 4 partidos contra los equipos de una 

división de la otra conferencia, 2 partidos 
contra equipos de las divisiones restantes 
de su misma conferencia, y finalmente, un 
partido contra un equipo de otra división de 
la otra conferencia. La temporada de la NFL 
inicia con sus partidos regulares el segundo 
jueves de septiembre, posteriormente pasan 
a la postemporada que se juega en el mes de 
enero, y finalmente, el segundo domingo de 
febrero se juega el último partido llamado 
Super Bowl (Lurks Lessons 2019). 

Al igual que en al MLB y como se men-
cionó anteriormente, el que un equipo cla-
sifique a la postemporada depende de la 
posición en su división y su récord general, 
por lo que los 4 ganadores de cada división 
en las dos conferencias aseguran su lugar 
en los playoffs, pero a los 2 equipos con me-
jor récord de cada conferencia se les premia 
eximiéndolos de la ronda de los comodines, 
mientras que los otros tres ganadores deben 
jugar dicha ronda contra los tres mejores 
equipos de cada conferencia que no gana-
ron su división. Luego de esa ronda siguen 
las semifinales de conferencia, en la que 
los ganadores de los partidos del comodín 
y los equipos que fueron eximidos de estos 
se enfrentan, y los dos ganadores de ambos 
partidos se enfrentarán posteriormente en 
las finales de conferencia, en la que se van a 
definir los dos capeones de la AFC y la NFC. 
Finalmente, los campeones de conferencia 
jugarán el Super Bowl que, al igual que todos 
los partidos de la postemporada, se juega a 
partido único (Lurks Lessons 2019). 

1.2.3. NBA (National Basketball Association)

El baloncesto, guiada por la NBA, es ran-
queado en algunas listas como el tercer de-
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porte más popular del mundo, antes del fút-
bol y el cricket, lo que quiere decir que a nivel 
global es el deporte americano más seguido 
(Staff 2021). Este dato no es extraño a lo que 
el deporte se ha acostumbrado inclusive des-
de su origen, en el que en su nacimiento en 
1891 consiguió tal popularidad que solo le 
tomó 2 años para constituir su primer equi-
po profesional universitario. Ha sido desde 
entonces que este juego ha crecido y ha ido 
aumentando su influencia (excluyendo unas 
épocas en las que se vio estancado) que lo 
ha llevado a constituir una de las ligas más 
competitivas en todo el mundo.

Al igual que en el football americano, 
el baloncesto le debe sus inicios a la prácti-
ca en la universidad, que rápidamente se fue 
expandiendo a varias de éstas a lo largo del 
país. A partir de la creación de la ahora de-
nominada NCAA y su urgencia de organizar 
el deporte, se fue profesionalizando más el 
baloncesto hasta que en la década de los años 
20 nació el primer equipo profesional, los ori-
ginales New York Celtics quienes revolucio-
naron el juego casi por completo. Así mismo, 
como ya es costumbre en los deportes esta-
dounidenses que generan una gran populari-
dad, nacen distintas ligas y asociaciones que 
buscan liderar en el deporte tanto económi-
camente como en talento. Para el caso del 
baloncesto, existieron tres ligas previas a la 
formación de la NBA, la primera de estas fue 
la American Basketball League (ABL), luego 
llegó como respuesta a la primera la National 
Basketball league (NBL) y finalmente se creó 
la Basketball Association of America (BAA) la 
cual en 1946 absorbió a varios equipos de la 
ABL. Finalmente, para darle fin al conflicto 
entre las dos ligas restantes, la BAA y la NBL 

se unieron en 1949 para crear la famosa NBA 
(HBO Sports 1990) (NBA History) (Britan-
nica 2021) (Basketball U 2020). 

Como se puede observar, la NBA a di-
ferencia de la MLB y la NFL no adoptaron 
los equipos provenientes de las otras ligas y 
los separaron como conferencias, y aunque 
la liga de baloncesto sí cuente con 2 confe-
rencias, la del Este y la del Oeste, la razón 
es diferente. Principalmente, la razón de esta 
división es simplemente geográfica, por lo 
que cuando estaba comenzando la NBA en 
los años 50, la movilización a lo largo del 
país era mucho más complicada de cómo 
es ahora, es por eso que en un principio la 
liga se organizó en 3 divisiones: Este, Cen-
tro y Oeste. Es así como los equipos de cada 
división jugaban la mayoría de sus partidos 
contra sus rivales de su misma división y de 
vez en cuando juagaban en contra de equi-
pos de las otras 2 divisiones, de esta manera 
no solo se aliviaban los jugadores de viajes 
largos, sino que representaba un menor cos-
to. Sin embargo, para 1960, ya se estaba vol-
viendo común que los equipos cambiaran de 
ciudades forzando que también tuvieran un 
cambio en su conferencia, razón por la que 
en 1970 con el inicio de su expansión y aña-
diendo más equipos a la liga, la NBA decidió 
simplificarse separando sus equipos en solo 
dos conferencias: El Este y el Oeste.

Asimismo, que la liga haya optado por 
separar sus equipos en conferencias que de-
penden de su posición geográfica, no excluye 
que los equipos como franquicias no cambien 
de ciudad y de nombre, pero sí evita que estos 
cambios no sean tan drásticos. Un ejemplo de 
esto son los actualmente llamados Brooklyn 
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Nets, que empezaron siendo los New Jersey 
Americans, posteriormente, los New York 
Nets, y finalmente antes de establecerse en 
Brooklyn, los New Jersey Nets. Esto quiere 
decir que, por lo general se procura que los 
equipos se mantengan en un mismo lado del 
país a pesar de sus cambios de localización. 
Claro está que hay algunas excepciones como 
los Philadelphia Warriors que se trasladaron 
a San Francisco, pero en estos casos la liga 
busca reorganizar relocalizando a sus equi-
pos para mantener siempre el equilibrio de 
equipos en ambas conferencias. Es por esta 
razón que luego de que la NBA viera nacer 
y trasladarse 45 equipos a lo largo de su his-
toria, hoy cuenta con que las 2 conferencias 
estén conformadas cada una con 15 equipos 
para llegar a los 30 que la conforman.

Como es común en los deportes ameri-
canos, la práctica del juego en las universi-
dades es primordial, y el baloncesto no es 
la excepción. No obstante, hay casos en los 
que los deportistas deciden saltarse su etapa 
colegial para irse directo a la NBA, aun así, 
se les requiere a estos jugadores que tengan 
al menos 19 años y que haya pasado un año 
desde que terminaron su High School. Es por 
esto que para algunos pretendientes a la NBA 
significa entrar un año a la universidad para 
al siguiente año ser escogidos en el Draft. Sin 
embargo, anteriormente era bastante común 
que los jugadores se quedaran en la univer-
sidad más de un año, puesto que hubo una 
época en la NBA, en los años 70, que su po-
pularidad descendió bastante, haciendo que 
la gente prefiriera ver los partidos universi-
tarios que la misma liga profesional. No fue 
hasta los finales de los 70 que la liga recupe-
rara su popularidad gracias a que escogieran 

en el draft a las estrellas más relevantes que 
había dejado el baloncesto universitario.

Ahora bien, se procederá a explicar lo 
respectivo a la composición, organización 
y funcionamiento de la NBA. Como ya se 
mencionó anteriormente, esta liga está con-
formada por 30 equipos divididos en 2 con-
ferencias, la del Este y la del Oeste, y a su vez, 
estas conferencias están dividas en 3 divisio-
nes, cada una con 5 equipos. Por parte del 
Oeste están las divisiones del pacífico, del 
noroeste y la del suroeste; mientras que, en 
el Este se encuentran las divisiones del atlán-
tico, del sureste y la central (NBA Standings 
2021). La temporada regular inicia por lo ge-
neral en la tercera semana de octubre, desde 
entonces todos los equipos juegan en total 82 
partidos y la manera en que estos se organi-
zan para que haya más competitividad entre 
los equipos de la misma conferencia es de la 
siguiente manera: Cada equipo debe jugar 
4 partidos contra cada equipo de su misma 
división (16 partidos), también debe jugar 
contra 6 equipos de las otras dos divisiones 
4 veces (24 partidos), 3 partidos contra cada 
uno de los 4 equipos restantes de las otras 
dos divisiones (12 partidos), y finalmente, 2 
partidos contra cada uno de los 15 equipos 
de la otra conferencia (30 partidos). Este pe-
riodo regular se juega hasta abril, y ese mis-
mo mes comienza la siguiente etapa que son 
los Playoffs para culminar la temporada en 
el mes de junio con los partidos de las finales 
(Grosvenor 2021). 

La postemporada de la NBA no es muy 
diferente a la de la NFL y la MLB, a excep-
ción de que la manera de clasificar sí varía. 
En esta liga las divisiones no cumplen otro 
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propósito más que no sea distribuir los equi-
pos geográficamente para la facilidad de los 
juegos entre ellos mismos, ya que para obte-
ner un puesto en los playoffs solo basta con 
posicionarse como uno de los 10 mejores en 
su respectiva conferencia. Como ya es co-
mún en las ligas americanas el rendimiento 
de los equipos se determina por sus récords 
(partidos ganados contra partidos perdidos), 
es por esto que los 6 equipos de cada con-
ferencia con los mejores récords aseguran 
un puesto en los playoffs, mientras que los 
siguientes 4 de esta deben competir en el re-
cientemente establecido Play-in el cual es un 
torneo a pequeña escala para establecer los 
últimos dos cupos o seeds, como es llama-
do, que quedan en los playoffs. En este pe-
queño torneo se enfrentan los equipos que 
quedaron en las posiciones de la séptima a 
la décima de la siguiente manera: el séptimo 
y el octavo, y el noveno y el décimo se en-
frentan en un partido único, el ganador en-
tre el primer encuentro clasificará como la 
seed número 7 mientras que el perdedor ten-
drá una segunda oportunidad de clasificar 
al enfrentarse contra el ganador del partido 
entre el noveno y el décimo, el ganador de 
ese partido se quedará con el octavo puesto. 
La importancia de establecer los puestos o 
las seeds es que el equipo que haya quedado 
de primero (es decir el equipo con el mejor 
récord de su conferencia) se enfrentará con-
tra el clasificado en el octavo puesto, el se-
gundo se enfrentará contra el séptimo y así 
sucesivamente, de este punto en adelante los 
partidos se jugarán en series del mejor de 4 
de 7 partidos y los ganadores de cada serie 
se seguirán enfrentando con los demás ga-
nadores hasta llegar a la final de conferencia 
en la que participan los 2 mejores equipos 

de cada conferencia y luego los campeones 
se enfrentan en las finales de la NBA (Gros-
venor 2021). 

1.2.4. NHL (National Hockey League)

Finalmente, para completar el cuarteto que 
componen las Ligas Mayores en Estados 
Unidos está la National Hockey League, que, 
si bien se juega un deporte creado y amplia-
mente practicado en Canadá, la influencia 
en los Estados Unidos es igual de impor-
tante. Esta liga, aunque no tenga la misma 
popularidad en el resto del mundo como las 
otras, debido a ser un deporte nacido por las 
temporadas de invierno, tiene un importan-
te prestigio para los países norteamericanos 
y siendo junto al baseball uno de los deportes 
profesionales más antiguos del continente.

Para entender la creación y la composi-
ción de la liga profesional de hockey hay que 
remontarse a varios años antes de su crea-
ción, esto en razón a que este deporte casi 
desde su creación ha girado en torno a un 
mismo trofeo, la popular Stanley Cup. Este 
trofeo es el más antiguo en la historia de los 
deportes norteamericanos, fue creado por el 
gobernador de Canadá en 1892 como un pre-
mio para el mejor equipo de hockey del mo-
mento. Al inicio esta copa se la compartían 
entre un selectivo número de equipos que 
lograban ganarse entre sí, hasta que en 1904 
se creó con tan solo 8 equipos la primera liga 
profesional de hockey, la Internacional Pro-
fessional Hockey League (IPHL), aunque no 
sería mucho tiempo que ésta duraría ya que, 
en 1907, debido a una recesión económica en 
Estados Unidos, se acabaría con esta nueva 
liga. sin embargo, el deporte no murió ahí, 
debido a que los dueños de los grandes equi-
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pos que quedaron formaron una pequeña 
asociación para seguir compitiendo por el 
aclamado trofeo y eran estos mismo los que 
escogían quienes podían o no competir por 
la copa (Britannica 2021) (CBC 2006). 

Luego de que dos jóvenes jugadores con 
aspiraciones de llevar a sus equipos a parti-
cipar por la Stanley Cup fueran rechazados 
por venir de pueblos muy chicos, decidieron 
crear lo que serían las raíces del hockey pro-
fesional, como se conoce hoy en día, crearon 
en 1909 la segunda liga profesional de hoc-
key la National Hockey Assosiation (NHA), 
así de esta manera profesionalizando sus 
equipos, lograrían conseguir suficiente di-
nero para comprar su participación para 
jugar por la copa. No obstante, en 1917 la 
asociación se vio obligada a desmantelarse 
en razón a que muchos de sus jugadores se 
encontraban prestando servicio militar en 
la Primera Guerra Mundial. A diferencia 
de las otras ligas estadounidenses, el hockey 
no necesitó de una gran guerra económica 
con otra liga pareja, sino que en 1917 luego 
que desapareciera la NHA los pocos equipos 
que lograron mantener suficientes jugadores 
crearon la conocida NHL, la actual liga de 
hockey profesional (Britannica 2020). 

Ahora bien, la composición y distribu-
ción de la liga de hockey no es muy diferente 
a las otras tres ligas mayores. La NHL co-
menzará su más reciente temporada (2021-
2022) con ahora 32 equipos, debido a que 
ahora se incorporó un equipo nuevo, los 
Seattle Kraken. Siendo así, esta liga también 
se divide en 2 conferencias principales, la del 
Este (Eastern Conference) y la del oeste (Wes-
tern Conference), cada una con 16 equipos; 

y que a su vez cada una de ellas está separa-
da en 2 divisiones, la Western en la división 
del Pacífico (Pacific Division) y en la Central 
(Central Division), y al Eastern en las divi-
siones del Atlántico (Atlantic Division) y la 
Metropolitana (Metropolitan Division), cada 
una con 8 equipos (NHL 2021). La distribu-
ción de sus juegos es bastante sencilla, cada 
equipo debe jugar un total de 82 partidos 
por temporada de la siguiente manera: 32 
partidos jugando 2 veces contra 16 equipos 
de la otra conferencia, 24 partidos jugando 
3 veces contra los 8 equipos de la otra divi-
sión de la misma conferencia, y los últimos 
26 partidos se juegan contra 5 oponentes de 
la misma división 4 veces y 3 veces contra 
los 2 oponentes divisionales restantes. La 
gran diferencia de la NHL con las otras tres 
ligas mayores de Estados Unidos es que es la 
única en seguir un sistema de puntos para 
definir los contendientes a la postemporada 
en vez de definirlo por el registro de parti-
dos ganados contra partidos perdidos, esto 
debido a que el deporte permite que se den 
más empates por partido. Un equipo de hoc-
key en la NHL gana 2 puntos por ganar un 
partido y 1 solo en caso de perder un parti-
do en tiempo suplementario o over time, de 
esta manera, los equipos con el mayor acu-
mulado de puntos pasan a la siguiente ronda 
(Cheap Seat Sports 2021). 

Los playoffs en la NHL son reconocidos 
por ser los mejores y más intensos entre las 
cuatro grandes ligas norteamericanas, a estos 
clasifican los 3 mejores equipos de cada divi-
sión más 2 equipos comodines, que similar a 
las otras ligas son los 2 siguientes equipos de 
cada conferencia que tuvieron un mejor re-
gistro de puntos sin haber estado entre los 3 
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mejores de su división. De esta manera cada 
equipo que haya finalizado primero en la di-
visión se enfrentará contra un equipo como-
dín mientras que los equipos con los puestos 
2 y 3 se jugarán entre sí. Al igual que en la 
MLB y en la NBA los partidos de postempo-
rada en la liga de hockey se jugarán en series 
de 7, siendo que avanza el equipo que logre 
ganar 4 de los 7 partidos, luego los campeo-
nes de cada conferencia se enfrentarán en la 
final para definir quién es el próximo cam-
peón de la histórica Stanley Cup.

1.2.5. MLS (Major League Soccer) 

La MLS es la liga de soccer (fútbol) más im-
portante en Estados Unidos y que en los últi-
mos años no ha dejado de crecer en muchos 
aspectos como la popularidad con los espec-
tadores, cantidad de equipos y nivel de jue-
go. No obstante, a pesar de ser la tercera liga 
con mejor promedio de asistencia de fanáti-
cos en el país y la séptima liga de fútbol más 
popular del mundo no es considerada como 
una Major League. Si bien en su nombre está 
consagrado el Major League, este título va 
más allá de eso debido a que se deben to-
mar otros aspectos para adquirir el rango de 
Gran Liga. Si se mira a comparación con las 
otras ligas del “Big Four”, la MLS sólo lleva 
vigente 25 años mientras que las otras llegan 
a tener casi 120, y en esos muchos años de 
diferencia aquellas ligas ya se han conforma-
do con más de 30 equipos cada una, han casi 
todas culminado su etapa de expansión, no 
han sufrido hace mucho tiempo la disolu-
ción de un equipo, y generan hasta 15 veces 
más dinero. Sin embrago, y sin desprestigiar 
los anteriores aspectos que son fundamenta-
les, posiblemente la mayor razón por la cual 
no puede ser considerada una Gran Liga se 

debe al nivel de juego que esta supone con 
respecto a otras ligas en el deporte. La MLS 
es una liga que aún se encuentra en desarro-
llo, y si bien es cierto que su nivel deportivo 
no es el mismo que cuando empezó, ligas 
como la Premier League en Inglaterra o La 
Liga en España, entre otras, tienen una ven-
taja bastante mayor, situación que no ocurre 
con las demás ligas, ya que tanto en el ba-
loncesto, el hockey, el baseball y el football es 
indiscutible que las mejores ligas de los res-
pectivos deportes están en Estados Unidos, 
hasta el punto de que es inconcebible poner-
las a competir con otras ligas de otros países.

El fútbol, aunque su liga sea considera-
blemente reciente, se lleva practicando des-
de hace mucho tiempo en los Estados Uni-
dos, solo que con la llegada de la revolución 
industrial al continente se buscó apoyar a 
los deportes nacionales como un ejercicio 
de nacionalismo ya que el fútbol al ser un 
deporte inglés era mayormente practicado 
por los inmigrantes. La primera liga pro-
fesional que se estableció fue la American 
Football Association (AFA) en 1884 (Murray 
1910, 27), y que trajo consigo la creación de 
la American Cup, la competencia de mayor 
prestigio del momento y que sigue vigente 
hasta ahora. En 1911 llegó la primera com-
petencia de la AFA, la American Amateur 
Football Association (AAFA), organización 
que no se demoró en convertirse en la com-
petencia oficial nacional; muchos equipos 
de la AFA decidieron traspasarse a la AAFA 
haciendo que la segunda siguiera ganando 
más poder, hasta que en 1913 se convirtie-
ra en la United States Football Association o 
USFA (ahora llamada la United States Soccer 
Federation (USSF)). La USFA fue la primera 
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y única organización que se afilió a la Fede-
ración Internacional de Fútbol Asociación 
(FIFA) como la asociación de fútbol oficial 
en los Estados Unidos. En 1921 Nace la ASL, 
una liga profesional independiente de la 
USFA y que rápidamente ganó mucha popu-
laridad, no obstante, debido a conflictos con 
la Federación y la FIFA, además de la llegada 
de la Gran Depresión, esta liga desaparecería 
pronto. Luego de casi treinta años sin tener 
una liga nacional profesional, llegan en los 
años sesenta dos ligas muy importantes, la 
United Soccer Association (USA) y la Natio-
nal Professional Soccer League (NPSL), que 
en 1968 se fusionarían para crear la North 
American Soccer League, la última liga pro-
fesional del fútbol antes de la MLS, ya que 
en 1985 esta se disolvería, dejando a Estados 
Unidos sin otra liga profesional por los si-
guientes once años (Basay FC 2020).

En 1988 Los Ángeles fue la sede de los 
Juegos Olímpicos, ahí se logró evidenciar el 
apoyo que tenía el fútbol en ese país debido 
a que los partidos de las medallas de bronce, 
plata y oro llenaron los estadios demostran-
do la cantidad de gente aficionada al deporte. 
Así pues, en 1994 la FIFA selecciona a Esta-
dos Unidos como sede del Mundial de Fút-
bol, pero le pone la condición de que deberá 
crear una liga profesional de fútbol, y es así 
como dos años después en 1996 nace la MLS 
(Augustyn 2021). A pesar de que la liga se 
haya creado a petición de la FIFA, esta iba a 
seguir las conductas de sus otras ligas, por 
lo que se constituiría como una liga cerrada 
y la entidad que la manejaría sería la misma 
liga, es decir, que la MLS no está arraigada 
a la USSF y por ende tampoco a la FIFA. El 
factor de no estar ligada a la FIFA es lo que le 

permite establecer su propio reglamento que 
puede contrariarse con el de la Federación, 
haciendo posible que no exista un sistema 
de ascensos y descensos a pesar de tener tres 
divisiones, tienen también un sistema dife-
rente sobre los derechos deportivos de los 
jugadores y los equipos, siendo que es la Liga 
la dueña de estos y la encargada de adquirir 
jugadores y de traspasarlos de un equipo a 
otro, además, cuentan con un límite salarial, 
pero con algunas excepciones. Sobre este úl-
timo tema, la MLS y la FIFA han llegado a 
acuerdos y tiene vigentes unos convenios que 
permiten facilitar el movimiento de jugado-
res con las ligas profesionales de otros países.

Con respecto al funcionamiento, es-
tructura y organización de la Major League 
Soccer, es diferente a como normalmente se 
conocen las otras ligas internacionales. En 
primer lugar, la liga por ahora cuenta con 27 
equipos, pero se espera que para el 2023 ésta 
cuente ya con 30 de estos, esto demuestra 
que la liga se encuentra en un crecimiento 
importante y que aún sigue en constante ex-
pansión; los equipos están separados en dos 
conferencias, la conferencia del este (Eastern 
Conference) con 14 equipos y la conferencia 
de oeste (Western Conference) con 13, un es-
quema más sencillo que las otras Major Lea-
gues ya que esta no cuenta con divisiones re-
gionales (MLS 2021). La temporada regular 
inicia a finales de febrero o a comienzos de 
marzo y culmina en noviembre, este aspecto 
contrasta con el calendario normal que tie-
nen las ligas de fútbol internacional ya que 
estas inician en agosto/septiembre y termi-
nan en mayo. Durante la temporada regu-
lar se juegan 35 partidos, aunque debido a la 
pandemia del COVID-19 y a que cada tem-
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porada se suman más equipos el número de 
partidos, la distribución de los mismos y el 
calendario en el que juegan se ha ido alteran-
do. En esos 35 partidos los equipos compiten 
por el trofeo Supporterś  Shield y un puesto 
en los Playoffs, el primero se le otorga al me-
jor equipo de la temporada regular, es decir, 
al equipo que hizo más puntos sobre cual-
quier otro en la liga, y este sistema de puntos 
es el mismo que se utiliza en todas las ligas 
de fútbol, tres puntos para el ganador del 
partido y uno solo si se empata, lo que quie-
re decir que la MLS se parece un poco más a 
la NHL en cuanto a la determinación de los 
resultados de los equipos ya que no opta por 
utilizar el formato del récord. 

No obstante, el campeón del torneo se 
define en la postemporada, a la cual solo cla-
sifican los siete mejores de cada conferencia, 
siendo que los primeros de cada una reciben 
una semana bye (es decir que son eximidos 
del partido de primera ronda y pasan direc-
to a semifinales de conferencia), de ahí en 
adelante los equipos se enfrentan a partido 
único hasta llegar a la final de conferencia, 
donde se coronará el campeón de cada una 
y finalmente ambos campeones disputarán 
la Final para quedarse con la MLS Cup. Los 
campeones de la MLS Cup, el Supporterś  
Shield, el mejor equipo de la conferencia que 
no ganó el Supporterś  Shield y el siguiente 
mejor equipo de la liga consiguen además 
un puesto en la Concachampions, el torneo 
internacional que se juega entre los mejores 
equipos de las ligas en Estados Unidos, Mé-
xico, Canadá y el Caribe. Por otro lado, al ser 
un sistema cerrado sin ascensos ni descen-
sos, los equipos que quedaron en los últimos 

lugares recibirán como consolación un me-
jor puesto en el orden del draft del siguiente 
año, siendo que el equipo con peor registro 
tendrá el primer lugar.

2.  Sistema de ascensos y 
descensos

El sistema de ascensos y descensos es aquel 
en el que los equipos pueden trasladarse de 
una liga a otra basándose exclusivamente en 
su rendimiento, por lo general se da a final 
de temporada y los equipos que hayan ter-
minado de últimos en la tabla o hayan su-
mado la menor cantidad de puntos pasarán 
a jugar la siguiente temporada en una liga de 
menor nivel, mientras que aquellos equipos 
que participaron en una liga menor, se les da 
la posibilidad de ascender a una mejor liga 
dependiendo de sus resultados en el torneo. 
Si bien en capítulos anteriores se refirió al 
sistema de ligas en distintos deportes ame-
ricanos, en esta sección se hará la compara-
ción con distintas ligas de diferentes países, 
pero centrándose en el fútbol, en consecuen-
cia, se hará referencia a las ligas de países 
como: Colombia, Inglaterra, España y Perú.

Aunque el sistema de ascensos y descen-
sos sea considerado como un formato de 
liga, se debe entender más como un méto-
do en el que las ligas se entrelazan con las 
demás de su mismo país, esto pues en cada 
nación varía la implementación del sistema. 
En primer lugar, es importante reconocer 
que no todas las ligas funcionan igual ni es-
tán ligadas siempre a las mismas organiza-
ciones, como por ejemplo, LaLiga Santander, 
liga profesional de fútbol en España, es una 
entidad completamente autónoma y separa-
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da de la Real Federación Española de Fútbol, 
mientras que en Perú es la misma federación 
la encargada de regular y administrar su liga 
profesional local, siendo que el segundo fun-
ciona parecido a Estado Unidos en cuanto a 
entidad reguladora de los equipos y la liga 
en general, en el primero la liga es una or-
ganización privada que está compuesta por 
la unión de los distintos clubes que a su vez 
también son entidades privadas.

Este sistema deportivo trae consigo sus 
pros y sus contras, siendo que sus desventa-
jas son que por lo general equipos que bajan 
su rendimiento y descienden pueden llegar 
a generar un déficit financiero que los pue-
de llevar a la quiebra, además de que se les 
dificulta mantener a sus jugadores, bien sea 
porque no tienen los recursos para pagarles 
o porque estos mismos no quieren jugar en 
una liga de peor nivel al que están acostum-
brados. Sin embargo, el formato también 
trae aspectos positivos como la emoción que 
se genera cada temporada sobre los equipos 
que están luchando para mantenerse en una 
división o que están haciendo lo posible para 
subir de categoría, sumado a esto está la am-
plia posibilidad que se les da a muchos clubes 
de jugar en mejores ligas como recompensa 
de su buen rendimiento, por último está la 
ventaja de que se castiga a los equipos que 
no mostraron un buen desempeño, hacien-
do que las ligas mantengan una competiti-
vidad que produce un mejor nivel deportivo 
(American’s Guide to Soccer). 

A continuación, se explicará el funciona-
miento de diferentes ligas en cuatro países, 
su organización y cómo manejan el sistema 
de ascensos y descensos.

2.1. Inglaterra
Inglaterra es conocida como la cuna del fút-
bol, es donde en un principio nació el depor-
te, y desde entonces ha sido referente para 
muchos otros países. Inglaterra es otro ejem-
plo en el que su liga principal, la de mayor 
rango, es decir, la Premier League es una en-
tidad separada de la federación de futbol in-
glesa llamada Football Association (FA), sin 
embargo, mediante convenios se permite la 
supervisión de la segunda hacia la primera.

El fútbol inglés es reconocido por su ex-
celente nivel deportivo, siendo que para mu-
chos la mejor liga de fútbol en el mundo es 
la de Inglaterra, y también es conocido por 
contener un número muy grande de ligas y 
divisiones. En primer lugar, se encuentra la 
prestigiosa Premier League (PL), liga la cual 
se encarga ella misma de su administración, 
comercialización, competición y organiza-
ción, no obstante, esta liga opera gracias a 
los clubes que la conforman, los cuales son 
entidades privadas que comparten accio-
nes con la Premier y que mediante sus re-
presentantes componen una junta directiva 
encargada de tomar las decisiones sobre la 
liga (Premier League 2021). La Premier lleva 
siendo la primera división del fútbol inglés 
desde 1992, ya que previamente se conocía 
como la Football League First Division.

La PL está constituida por 20 diferentes 
clubes, los cuales se enfrentan en un torneo 
anual de 38 jornadas, jugando contra to-
dos los equipos dos veces, una vez de local 
y otra de visitante, se maneja un sistema de 
puntos en el cual se ganan 3 por cada vic-
toria y 1 solo en caso de empate, al final de 
la temporada el equipo con mayor cantidad 
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de puntos es consagrado como campeón, sin 
embargo, los otros equipos que tuvieron un 
buen rendimiento pero no ganaron el título, 
se les da como recompensa un lugar en los 
torneos de clubes internacionales, de mane-
ra que, los que quedaron en los puestos del 
primero al cuarto juegan la UEFA Cham-
pions League, mientras que los puestos del 
quinto al séptimo tendrán participación en 
la UEFA Europa League. Además de la liga, 
juegan dos torneos más que no son relevan-
tes para el ascenso y el descenso, la FA Cup, 
el torneo de fútbol más antiguo del mundo, 
y la EFL Cup. Por otro lado, los equipos con 
el peor rendimiento de la temporada son los 
que van al descenso, que en el caso de la Pre-
mier League son los tres equipos últimos en 
la tabla de posiciones. (Media, S.S, 2020) 

En Inglaterra existen más de 500 ligas de 
fútbol divididas en 24 niveles, pero la Federa-
ción se encarga de supervisar regular o super-
visar solamente las de las primeras diez divi-
siones, esos principales niveles se encuentran 
estructurados en lo que se conoce como la 
pirámide divisional. La pirámide la encabeza 
la Premier League, que como ya se mencio-
nó es administrada por ella misma, debajo de 
esta se encuentran tres divisiones que se en-
cuentran bajo la administración de la English 
Football League (EFL), que son: la EFL Cham-
pionship, la EFL League One y la EFL League 
Two, siendo la primera mejor que la segunda, 
y la segunda que la tercera. Estas ligas tienen 
el mismo funcionamiento que la de la prime-
ra división, se juega una temporada de todos 
contra todos ganando puntos para clasificarse 
en la tabla de posiciones, y así como los úl-
timos tres puestos de la tabla de la Premier 
descienden a la EFL Championship, los dos 

mejores en la tabla y el ganador de los playoffs 
entre el tercero y el sexto de la tabla ascienden 
a la primera categoría; la League One funcio-
na igual que la Championship a excepción que 
en vez de descender tres equipos descienden 
cuatro; y en la League Two ascienden cuatro 
clubes y descienden dos (Gerald 2021).

Por debajo de las cuatro divisiones princi-
pales de Inglaterra, se encuentran otras seis, 
es decir de la quinta división a la décima; es-
tos niveles son conocidos como los pertene-
cientes a la “Non-League” y son ligas direc-
tamente ligadas a la FA la cual se encarga de 
su completa administración. En estas divisio-
nes ya se logra observar que no solo hay una 
liga por nivel, sino que llega al caso de por 
ejemplo el noveno nivel el cual cuenta con 14 
competencias. De esta manera, equipos que 
se encuentran en la división más baja pueden 
ir escalando, ascendiendo de división en di-
visión y eventualmente pueden llegar a jugar 
en la Premier League. Más abajo de estas diez 
divisiones existen muchas más con más ligas 
y un sin número de clubes que demuestra lo 
aficionados al deporte que están los ingleses.

2.2. Perú
El fútbol peruano se diferencia del de otros 
países ya que hace parte del grupo de nacio-
nes en las que es su federación nacional de 
fútbol la encargada de regular y administrar 
las ligas del país, tal como no sucede en países 
como Colombia, Inglaterra o España. Esto 
quiere decir que las ligas en este país tienen 
una conexión más directa con la FIFA al ser 
la Federación Peruana de Fútbol la organiza-
dora oficial de los distintos torneos y por lo 
tanto están regidas por las normas que la Fe-
deración Internacional establece (FPF 2021). 
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La liga profesional de fútbol en Perú se 
llama la Liga 1 Betsson (previamente llamada 
Liga 1 Movistar) y es una liga que está cons-
tantemente cambiando sus reglas de juego, 
no obstante, siempre se ha mantenido un 
sistema de ascensos y descensos, y son me-
diante su segunda división, la Liga 2 Betsson 
y el torneo de copa que definen qué equipos 
juegan en qué división. La primera división 
está compuesta por 18 equipos y que para el 
año 2021 se jugó el torneo en dos fases. En 
la primera de estas los equipos son separa-
dos en dos grupos de nueve y juegan nueve 
fechas entre los mismos del grupo, a excep-
ción de aquellos equipos que quedarían sin 
un equipo del mismo grupo con quién jugar, 
por lo que en ese caso deberán jugar con el 
equipo del otro grupo que tampoco tiene ri-
val en su grupo, finalmente los ganadores de 
cada uno de estos se enfrentan en un parti-
do único y definiendo así el ganador de la 
fase uno. Terminada la primera fase, proce-
de la segunda, la cual es un torneo de todos 
contra todos durante 17 jornadas donde el 
equipo con la mayor cantidad de puntos es 
el ganador de esta fase. Por último, para de-
finir el campeón del torneo, se juegan unos 
cuadrangulares entre el campeón de la fase 
uno, el campeón de la fase dos y los dos equi-
pos con los mayores puntos acumulados en 
ambas fases; en caso de que un mismo equi-
po gane las dos fases, será coronado automá-
ticamente como campeón. Por el contrario, 
los dos equipos que tuvieron los peores re-
sultados descienden a la segunda división, y 
el decimosexto equipo de la tabla (el tercer 
peor) deberá jugar contra el ganador de los 
cuadrangulares, es decir, el equipo de la Liga 
2 Betsson que haya quedado entre la tercera 
y sexta posición, jugado el posterior torneo 

corto que separa a estos 4 equipos en dos 
grupos, y haber ganado la final entre los dos 
mejores equipos de cada grupo. (Estación 
Fútbol, 2021). 

Adicionalmente de los dos torneos prin-
cipales, existe la Copa Perú, el cual es un 
torneo de fútbol amateur que sirve para am-
pliar la cantidad de equipos que juegan en las 
dos divisiones. Esta copa funciona en ocho 
diferentes fases, de las cuales al final saldrá 
un campeón y un subcampeón, el primero 
de estos asciende directamente a la división 
primera mientras que el segundo adquiere 
un cupo para jugar en la segunda.

2.3. España
España, al igual que Inglaterra, hace parte 
del grupo de las mejores ligas de Europa y el 
mundo en razón a su alto nivel en el deporte 
y sus grandes resultados en las competencias 
europeas. Otra semejanza que comparte con 
el país inglés es la composición de sus ligas, 
puesto que también tiene un amplio número 
de estas en una pirámide de diez divisiones, 
además de que sólo las dos primeras son ad-
ministradas, reguladas y organizadas por La 
Liga Nacional De Fútbol Profesional, una en-
tidad privada separada de la Federación y que 
está compuesta por los distintos clubes que 
a su vez también son organizaciones priva-
das que comparten los derechos de las ligas; 
mientras que de la tercera a la décima división 
sí son administradas por la federación nacio-
nal de fútbol la Real Federación Española de 
Fútbol (RFEF) la cual está afiliada a la FIFA 
(RFEF 2021). La pirámide divisional en Espa-
ña funciona de tal manera que de la primera 
a la segunda división se le considera como li-
gas profesionales, la cuarta división está en su 
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propio rango que es la liga semiprofesional, y 
por último del quinto al décimo nivel están 
las ligas amateurs del fútbol español.

Refiriéndose a la primera categoría, La-
Liga Santader es un torneo de todos contra 
todos en el que compiten 20 equipos durante 
una temporada al año jugando 38 jornadas, 
en las que cada equipo se enfrenta dos ve-
ces contra los demás clubes jugando un par-
tido de local y otro de visitante, finalmente, 
el equipo que termine la temporada con la 
mayor cantidad de puntos es el campeón de 
LaLiga, y los mejores siete equipos de la tem-
porada podrán competir en los torneos inter-
nacionales de Europa. Por el otro lado, los tres 
equipos que hayan dejado los peores resulta-
dos serán los que pasarán al descenso jugando 
la próxima temporada en LaLiga SmartBank 
(segunda división), dejando así cupo para 
los 3 mejores equipos de la división inferior 
para que asciendan a la mayor categoría del 
fútbol en España. Como ya se mencionó, exis-
ten otras ocho divisiones que hacen parte de 
la RFEF, pero eso no impide que los equipos 
de la segunda división puedan seguir descen-
diendo en estas otras ligas. Una característica 
que tienen las ligas de las bajas divisiones es 
que mientras más se descienda hay una mayor 
cantidad de equipos que se trasladan de nivel 
cada año, en razón a que hay más número de 
ligas por cada división menor, siendo posible 
que en el quinto nivel 18 equipos de la Tercera 
División RFEF asciendan a la Segunda Divi-
sión RFEF (cuarto nivel) y viceversa (Snow-
man Sports Media 2021). 

2.4. Colombia
Por último, el fútbol colombiano puede que 
no sea el más reconocido a nivel mundial o 

inclusive suramericano, pero es indiscutible 
la popularidad y significado que tiene dentro 
del país. Se cree que el deporte llegó a Co-
lombia a inicios del siglo XX, y no fue hasta 
casi 50 años después que se vería su prime-
ra liga profesional. La Dimayor llegó el 26 
de junio de 1948 (Dimayor 2021) gracias a 
un grupo de empresarios que con su visión 
lograron que 10 inversionistas de distintas 
partes del país crearan los primeros equipos 
y se jugara el primer torneo. no obstante, esta 
liga al ser creada como un ente privado no 
estaba afiliada a la FIFA y estaba ganando, 
lo que provocó un disgusto para la Adefút-
bol (la asociación de fútbol colombiano de 
aquel entonces) la cuál sí estaba afiliada y era 
reconocida por la Federación Internacional, 
por lo que optó por desconocer a la Dimayor 
como una liga oficial de fútbol colombiano. 
A causa de esto, el fútbol nacional sufrió de 
un bajo reconocimiento internacional ya 
que no era permitido que los equipos de la 
liga compitieran en competencias con otros 
países. En 1964 se crea la Federación Colom-
biana de Fútbol con el fin de brindarle apoyo 
a la liga profesional para tomar el poder de 
Adefútbol como organización única del ba-
lompié colombiano, pero sin desconocer que 
la Federación y la Dimayor son entidades 
separadas y autónomas; la disputa se llevó 
ante la FIFA quien reconoció a la Federación 
como la asociación dominante.

La liga profesional de fútbol en Colombia 
fue creciendo al pasar de los años, dejando 
de ser los diez equipos iniciales a 15 para la 
década de los 90, y no fue hasta 1991 que la 
administración de la Dimayor decidió crear 
el campeonato Categoría Primera B imple-
mentando así el sistema de ascensos y des-
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censos en el fútbol colombiano. En cuanto 
a la composición de estas ligas, la mayoría 
de los clubes que lo conforman son Socieda-
des Anónimas y algunos son Corporaciones 
Civiles, haciendo que así cada club sea inde-
pendiente de la liga, pero a su vez comparten 
entre todos las acciones de esta.

Ahora bien, refiriéndose a las ligas en 
concreto, en primer lugar, está la Liga Be-
tPlay Dimayor, la actual primera división 
del fútbol colombiano, esta liga está confor-
mada por 20 equipos que juegan un todos 
contra todos durante 20 fechas (jugando 
contra dos equipos dos veces) dos veces al 
año, es decir que la liga está dividida en dos 
torneos semestrales, la liga de apertura y la 
liga de clausura. Durante cada competencia 
los equipos deben jugar para conseguir pun-
tos y clasificar a la siguiente fase, a la cual 
pasan los 8 mejores equipos posicionados en 
la tabla. Para el año 2021 en sus dos torneos, 
los 8 clasificados pasan a una fase de grupos, 
donde son separados en dos quedando cada 
uno con cuatro equipos; cada equipo jugará 
dos partidos contra los otros tres del grupo 
y quienes haya quedado con más puntos de 
cada tabla jugarán una final a ida y vuelta 
para consagrar el campeón de la liga de un 
semestre (Dimayor 2021). 

En cuanto al descenso, es un sistema 
un poco más complejo que en otros países, 
además que cada año la junta directiva de 
la Dimayor, conformada por los presidentes 
de los clubes, establece un nuevo reglamento 
para el ascenso y el descenso de los próximos 
dos semestres. Para el año 2021 los equipos 
que descenderían o ascenderían de liga el si-
guiente año son aquellos que, en caso de los 

que descienden, los clubes que durante los 
último tres años (últimos seis semestres) ha-
yan sumado la menor cantidad de puntos, lo 
que quiere decir, que, por ejemplo, un equi-
po que haya quedado de último en la tabla en 
la liga del periodo 2021-II no necesariamen-
te va a descender, a no ser que esté entre los 
dos clubes con peor puntuación durante los 
últimos seis torneos. En la segunda división 
de la Dimayor está el Torneo BetPlay Dima-
yor, el cual se juega a la par con la Liga, este 
torneo cuenta con 15 clubes afiliados y com-
parte el mismo sistema de juego que el de la 
primera división, de tal manera que juegan 
los equipos todos contra todos, y los 8 equi-
pos con mejor puntuación pasan a la segun-
da fase, que consta de igual manera de dos 
grupos de 4, jugando seis partidos por gru-
po y dejando dos líderes por cada uno; esos 
dos equipos líderes de ambos grupos con los 
que ascenderán a la Liga el siguiente semes-
tre. Ahora bien, como no es justo tomar en 
cuenta el acumulado de puntos de los últi-
mos tres años a los equipos que acaban de 
ascender a la primera división, esos equipos 
empezarán con el acumulado de puntos del 
equipo que haya terminado en el puesto 19 
(el penúltimo) en el torneo (Dimayor 2021). 

3. Conclusión

Para concluir, se puede decir que el deporte 
estadounidense es único en todo el mundo, 
ya que es evidente que dominan completa-
mente aquellas actividades atléticas que ellos 
mismos crearon, y sobre las que no, saben 
administrar para posicionarse bien a com-
paración del resto de mundo. El sistema de 
ligas que usa Estados Unidos ya es endémico 
para ellos, en razón a que es un formato que 



93

les ha funcionado muy bien y ellos mismos 
lo saben, razón por la cual han sabido ges-
tionarlo y explotarlo de tal manera que sus 
ligas, aunque de deportes que pocos otros 
países dominan, se posicionan en las más 
generadoras de dinero en el planeta.

Es difícil escoger cuál sistema es mejor 
que otro, por lo que considero que se deben 
entender como dos formatos diferentes que 
tienen sus ventajas y desventajas y que admi-
nistrados de la manera correcta pueden fun-
cionar muy bien y producir mucha ganancia. 
El sistema cerrado se caracteriza por capita-
lizar al máximo el deporte y volverlo casi un 
monopolio, permitiendo que sin importar los 
resultados que consiga un equipo durante una 
temporada, siempre va a poder competir en 
la mejor categoría del deporte. Otro aspecto 
interesante de las ligas cerradas americanas 
es el hecho de que comparten casi la misma 
historia, la de un grupo de equipos que con-
formaron una liga que consiguió raídamente 
mucha popularidad, para luego encontrarse 
con un contrincante económico que motiva-
ba a buscar estrategias para convertir su ne-
gocio en el más rentable, para finalmente dar-
se cuenta de que la mejor manera de generar 
más ganancias es uniéndose como una sola 
organización. No obstante, son muy orgu-
llosos de lo tradicional, por lo que en general 
optan por mantener nombres, equipos y di-
visiones separadas en sus originales competi-
ciones. Finalmente, la importancia que le dan 
en Estados Unidos al deporte universitario es 
factor clave para su sostenimiento competiti-
vo, ya que cada vez se le exige más a los juga-
dores jóvenes para poder cumplir el sueño de 
jugar en una de las Grandes Ligas en su país.

Por el otro lado, el sistema abierto de 
ligas, el que permite ascensos y descensos, 
busca mantener un cierto nivel deportivo, 
forzando a los equipos a mantenerse en una 
categoría, y castigándolos en caso de no 
tener el suficiente nivel. El hecho que este 
sistema sea tan popular en casi todos los 
países del mundo demuestra no solo ayu-
da a nutrir la competencia deportiva, sino 
que también es muy rentable para las orga-
nizaciones. Otro carácter que hace especial 
a este sistema es que desde un principio 
siempre se busca organizarse para competir 
abiertamente y demostrar que el deporte es 
para todos, en vez de querer instituciona-
lizarlo de tal manera que sea una entidad 
la controladora de los distintos equipos. 
El fútbol, como se dice y como lo es con 
cualquier deporte, es un negocio, en el que 
constantemente se deben buscar estrate-
gias para dar un mejor espectáculo y que 
los fanáticos consuman más el producto, y 
permitirles a pequeños equipos de peque-
ños lugares y con pocos fanáticos subir para 
escalar y llegar a la mayor competencia solo 
produce que la gente desee invertir su tiem-
po y dinero en un sueño futuro.

Es importante enfatizar que el objetivo 
principal que comparten ambos sistemas de 
ligas es que buscan constantemente man-
tenerse como la principal y más importan-
te competencia deportiva en su área, pero, 
además, hacer del deporte como la mayor 
industria del entretenimiento en cada país, 
razón por la cual internacionalizarse y ha-
cer que conozcan de sus torneos en todo el 
mundo es vital para su fortalecimiento po-
pular y económico.
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RESUMEN

En los últimos años, han surgido grandes cambios sobre la construcción del con-
cepto de “animales” dentro del ordenamiento jurídico colombiano. En este mar-
co, la presente investigación tiene como finalidad analizar la evolución jurídica del 
concepto de “animales”. Para el desarrollo de este artículo, primero, se construye 
el estado del arte basado en una línea de tiempo con las fuentes del Derecho inter-
nacionales y nacionales, con el objeto de evidenciar la transformación jurídica en 
torno a la protección de estos seres sintientes. Luego, se explican los modelos de 
relación humano-animal con el fin de determinar las posiciones que la doctrina ha 
diseñado. Por último, se exponen argumentos sobre porqué se debería considerar 
como sujetos de derechos a los animales. En consecuencia, el resultado que se obtie-
ne es que, a medida que pasa el tiempo, se prorroga la inclinación de considerar a los 
animales como titulares de derechos, en razón a que la sociedad y las instituciones 
vienen adoptando modelos de relación humano-animal innovadores dentro de la 
realidad actual, los cuales niegan que los animales sean clasificados como meros 
objetos del derecho y, en su lugar, plantean la teoría de estudiar al animal como 
<sujeto de vida> dentro de un ecosistema y ambiente, generando así, una serie de 
consecuencias jurídicas particulares.  

Palabras clave: sujeto de derecho, protección jurídica a los animales, desarrollo 
jurisprudencial, modelos de relación humano-animal, transformación jurídica, 
fuente del Derecho y derechos.
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Introducción

La sociedad junto con las distintas fuen-
tes del Derecho han hecho del concepto 
jurídico de “animales” uno dinámico a 

través del tiempo. En Colombia, los anima-
les fueron considerados como objetos mue-
bles desde el año 1873 por el Código Civil. 
Más tarde, la Ley 1774 de 2016 da un giro y 
clasifica a los animales como seres sintientes, 
y, simultáneamente, las Altas Cortes fallan 
diferentes providencias polémicas en torno 
a la protección del ambiente y de los anima-
les. Lo anterior permite deducir que la ca-
tegoría jurídica de animales ha sufrido una 
transformación jurídica, en atención a que 
la sociedad civil y las instituciones han pre-
tendido darles un valor más amplio dentro 
del ambiente y la vida colectiva, en lugar de 
limitarlos a ser vistos desde la cosificación. 

De ahí que resulte un debate reciente en el 
ámbito jurídico sobre considerar a estos seres 
sintientes como sujetos de derecho o seguir 
conceptuándolos como objetos de protección 
constitucional, conforme la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional y, qué inferencias 
podría acarrear el cambio de figura. Con el 
propósito de abordar el problema planteado, 
la pregunta de investigación que este artículo 
plantea es: ¿Cuál es la transformación jurídica 
de la connotación de “animal” en Colombia? 
Una cuestión que resulta jurídicamente rele-
vante en el sentido en el que intenta materiali-
zar el respeto hacia los animales no humanos 
a medida que pasa el tiempo, pues se suplen 
figuras jurídicas insuficientes, por unas que 
los reconocen de forma casi que completa, de-
bido a que estas últimas satisfacen sus valores 
intrínsecos reconociéndolos como derechos.

De esta manera, el objetivo general del 
presente estudio se centra en analizar el cam-
bio de paradigma que ha venido experimen-
tando el ordenamiento jurídico colombiano 
en relación con la construcción del concepto 
jurídico de los animales. En vista de lo ante-
rior, la investigación se ejecutará a partir de 
los siguientes propósitos específicos: i) cons-
truir una línea normativa de tiempo como 
estado de arte, con base en diferentes fuen-
tes del Derecho nacionales e internacionales 
que evidencien la evolución jurídica de los 
animales en Colombia y en otros Estados; 
ii) explicar los modelos de relación huma-
no-animal; y iii) deducir las razones por las 
que estos seres sintientes deberían ser suje-
tos de derechos.

En consonancia con lo previamente des-
crito, la presentación de resultados de este 
trabajo se llevará a cabo bajo una metodolo-
gía de análisis conceptual dado que, se bus-
ca, por un lado, evaluar la protección animal 
actual y, por otra parte, explorar los motivos 
por los que es posible que los animales sean 
sujetos de derecho en el Estado colombiano. 
En definitiva, la presente investigación se ci-
mienta principalmente en el Derecho Priva-
do, Derecho Constitucional, en el Derecho 
Ambiental y en la Constitucionalización de 
las distintas ramas del Derecho, en especial 
la rama del Derecho Privado, a raíz de las 
exigencias que trae el dinamismo de la so-
ciedad desde el año 1873 hasta el año 2020. 

1. La evolución jurídica de los 
animales no humanos

Para el desarrollo de este acápite, el mismo 
se subdividirá en dos fracciones. En primer 
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lugar, se elaborará una línea jurídica de tiem-
po sobre los cambios que ha experimentado 
la protección ambiental y animal en el De-
recho Internacional. Para ello, se escogerán 
distintas fuentes del Derecho entre las que 
se encuentran la Declaración Universal de 
los Derechos del Animal y las decisiones 
que han tomado países como Ecuador, Ar-
gentina, Suiza y otros. En segundo lugar, se 
realizará una línea jurídica de tiempo acerca 
del dinamismo por el que ha transcurrido la 
connotación de animal y su protección en el 
Estado colombiano, exponiendo diferentes 
fuentes de Derecho, comenzando por el Có-
digo Civil, la Ley 1774 de 2016 y la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional y la Corte 
Suprema de Justicia. 

1.1. Las especies no humanas en el 
Derecho extranjero
Como primera medida, en el año 1978 la Liga 
Internacional de los Derechos del Animal 
promulgó y adoptó la Declaración Universal 
de los Derechos del Animal. En este instru-
mento internacional se declaran universal-
mente los derechos de los animales a partir 
de que el “reconocimiento por parte de la es-
pecie humana del derecho a la existencia de 
las otras especies de animales constituye el 
fundamento de la coexistencia de las especies 
en el mundo.”1 En su articulado se pueden 
observar los derechos, a la igualdad (Art. 1), a 
la existencia (Art. 1), a ser respetado (Art. 2), 
a vivir en libertad en su hábitat natural (Art. 
4), a una limitación razonable del tiempo e 
intensidad de trabajo, a una alimentación re-
paradora y al reposo (Art. 7), entre otros. 

1	 Liga Internacional de los Derechos del Animal y las Ligas Nacionales 
(1977) Declaración de los Derechos del Animal. Preámbulo.

Adicionalmente, esta declaración, en su 
artículo 14, impone la obligación de que los 
derechos del animal sean defendidos por ley 
en condiciones de igualdad a los derechos de 
los animales humanos2. Lo anterior, hace vi-
sible la voluntad de diferentes países3 de darle 
un giro a la visión antropocéntrica que algu-
na vez los rigió. Es notorio el cambio que se 
viene dando en una sociedad que es viviente 
y continua en el devenir, en cuanto a que se 
posiciona la idea de que la vida de los anima-
les no humanos y humanos tiene el mismo 
valor y, por lo tanto, se sustituye la posición 
de “seres superiores” que se les ha adjudica-
do a los seres humanos en la historia por la 
igualdad material entre las dos especies.

Siguiendo con estas cuestiones de tipo 
filosóficas, la Declaración de Cambridge so-
bre la Conciencia surgió desde la realización 
del estudio de los substratos neurobiológicos 
de la experiencia consciente y los comporta-
mientos comunes y relacionados en los ani-
males y la especie humana. Este instrumen-
to declaró: 

“La ausencia de un neocórtex no parece im-
pedir que un organismo pueda experimentar 
estados afectivos. Hay evidencias convergen-
tes que indican que los animales no huma-
nos poseen los sustratos neuroanatómicos, 
neuroquímicos y neurofisiológicos de los es-
tados de consciencia, junto con la capacidad 
de mostrar comportamientos intencionales. 
En consecuencia, el peso de la evidencia in-
dica que los humanos no somos los únicos 
en poseer la base neurológica que da lugar 
a la consciencia. Los animales no humanos, 

2	 Declaración de los Derechos del Animal (1977) Artículo 14.
3	 Francia, Holanda, Alemania, Suiza, Bélgica, Austria, Noruega, Reino 

Unido, Portugal, España, Italia, Canadá, India, Brasil. CAPACETE 
F. Disponible en: https://revistes.uab.cat/da/article/view/v9-n3-
capacete/pdf_14 

https://revistes.uab.cat/da/article/view/v9-n3-capacete/pdf_14
https://revistes.uab.cat/da/article/view/v9-n3-capacete/pdf_14
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incluyendo a todos los mamíferos y aves, y 
otras muchas criaturas, entre las que se en-
cuentran los pulpos, también poseen estos 
sustratos neurológicos”.4

Ahora bien, dentro de la regulación de 
numerosos países, se han ido introducien-
do derechos de los ecosistemas y de los ani-
males. Un claro ejemplo ocurre en Estados 
Unidos, en donde la comunidad de Blaine 
reconoció los “derechos de los ecosistemas 
y de las comunidades naturales” en 2006, 
como consecuencia del intento de ejecución 
de un proyecto minero de carbón que afec-
taría gravemente el ambiente. La ordenanza 
municipal establece: 

“Sección 6.5. Las comunidades naturales y 
los ecosistemas poseen derechos fundamen-
tales e inalienables a existir y prosperar den-
tro del municipio de Blaine. Los ecosistemas 
podrán incluir pero no limitarse a humeda-
les, corrientes, ríos, acuíferos y otros siste-
mas hídricos”.5

Otro ejemplo se ubica en el Estado ecua-
toriano con la Constitución de Ecuador 
(2008). En su artículo 71 establece que la 
Tierra tiene derecho a ser respetada integral-
mente en sus ciclos vitales de existencia. La 
Corte Constitucional señala sobre este esce-
nario jurídico que:

“Para Bedón Garzón, el consagrar derechos 
constitucionales a favor de la naturaleza en el 
Ecuador tiene tres fundamentos: i) el jurídi-
co, fundamentado en el principio de progre-
sividad al considerar al derecho en constante 

4	 LOW P.; JPANKSEPP J.; REISS D, EDELMAN D.; SWINDEREN 
B.; KOCH C (2012) Declaración sobre la Conciencia. Disponible en: 
https://www.animal-ethics.org/declaracion-consciencia-cambridge/ 

5	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia C-041 de 2017. 
Magistrados Ponentes: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Jorge 
Iván Palacio Palacio.

evolución y mutación, máxime cuando las 
normas cambian a medida que las relaciones 
sociales se transforman y la concepción del 
mundo también; ii) el económico, soportado 
en la imposición de límites a las actividades 
del ser humano, en la búsqueda de un nuevo 
modelo de desarrollo; y iii) el filosófico que 
exige el abandono de la visión antropocén-
trica del mundo y del medio natural para dar 
paso a una visión ecocéntrica.”6

En 2016, el Tercer Juzgado de Garantías 
del Estado argentino de Mendoza concedió 
el hábeas corpus a la chimpancé Cecilia y 
afirmó que “resulta innegable que los gran-
des simios, entre los que se encuentra el chim-
pancé, son seres sintientes por ello son sujetos 
de derechos no humanos. El chimpancé no es 
una cosa, no es un objeto del cual se puede 
disponer como se dispone de un automóvil o 
un inmueble. Los grandes simios son sujetos 
de derecho con capacidad de derecho e inca-
paces de hecho.”7

También, en Alemania y Suiza se reco-
nocen expresamente los derechos de los ani-
males dentro de sus cláusulas constituciona-
les. En Ecuador, Alemania y Suiza el Estado 
tiene la obligación de salvaguardar los dere-
chos de la naturaleza y de los animales y, en 
Ecuador cualquier persona tiene la facultad 
de exigir su garantía8. Así, se demuestra que 
los Estados reconocen al ser humano como 
parte del cosmos y no como el dominador de 
él, cimentando instrumentos jurídicos para 
resguardar los derechos de la Madre Tierra 

6	 Ibídem.
7	 GONZÁLEZ C. Eficacia del habeas corpus para liberar a una 

chimpancé (Cecilia). Comentario a la Sentencia de 3 de noviembre 
de 2016 del Tercer Juzgado de Garantías del Estado de Mendoza 
(Argentina) Disponible en: https://ddd.uab.cat/pub/da/da_
a2016v7n3/da_a2016v7n3a12.pdf 

8	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia T-095 de 2016. 
Magistrado Ponente: Alejandro Linares Cantillo.

https://www.animal-ethics.org/declaracion-consciencia-cambridge/
https://ddd.uab.cat/pub/da/da_a2016v7n3/da_a2016v7n3a12.pdf
https://ddd.uab.cat/pub/da/da_a2016v7n3/da_a2016v7n3a12.pdf
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y de los animales en razón a la justicia am-
biental y la evolución de la comunidad.

1.2.	Los seres sintientes en el 
ordenamiento jurídico nacional

El artículo 655 del Código Civil consideraba 
a los animales como cosas corporales mue-
bles, en el sentido en el que “pueden trans-
portarse de un lugar a otro”9 moviéndose 
por sí mismas. Por eso, a los animales se les 
llamaba semovientes. Posteriormente, la Ley 
84 de 1989 se convirtió en el Estatuto Na-
cional de Protección Animal que tiene como 
objetivo impedir el maltrato y la afectación 
de los animales por las actividades huma-
nas, directa o indirectamente, a través de 
programas educativos y de la ejecución de 
medidas efectivas10.

Después, la Constitución del 91 dispuso 
diferentes artículos que conforman la lla-
mada Constitución Ecológica, que defiende 
el ambiente como un bien jurídico de triple 
dimensión, toda vez que es un principio, un 
derecho constitucional fundamental y colec-
tivo y, una obligación11, lo cual ha conllevado 
a obtener una visión progresista y garantista 
del ecosistema en general. Más tarde, la Ley 
1774 de 2016 da un giro a la noción de ani-
mal. Esta norma modifica el Código Civil, la 
Ley 84 de 1989, el Código Penal, el Código 
de Procedimiento Penal y dicta otras dis-
posiciones y, establece que los animales no 
son cosas, sino que son seres sintientes que 
merecen una especial protección contra el 

9	 Colombia Congreso de la República. Código Civil. Artículo 655.
10	 Colombia Congreso de la República. Ley 84 de 1989. Artículo 2. 
11	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia C-041 de 2017. 

Magistrados Ponentes: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Jorge 
Iván Palacio Palacio.

sufrimiento y el dolor12, modificando el ar-
tículo 655 del Código Civil13.

Por otra parte, la Corte Constitucional se 
ha pronunciado en varias ocasiones sobre la 
naturaleza, los animales y su protección ju-
rídica mediante el control de constituciona-
lidad difuso y abstracto. La sentencia C-666 
de 2010, la cual, ha sido criticada por sus con-
tradicciones y falacias argumentativas, con-
sideró que la protección de los animales se 
materializa desde dos perspectivas, a saber: 

“(…) la de fauna protegida en virtud del man-
tenimiento de la biodiversidad y el equilibrio 
natural de las especies; y la de fauna a la cual 
se debe proteger del padecimiento, maltrato 
y crueldad sin justificación legítima, protec-
ción esta última que refleja un contenido de 
moral política y conciencia de la responsabi-
lidad que deben tener los seres humanos res-
pecto de los otros seres sintientes”.14

Bajo ideas propias de argumentación es-
pecísta, esta Corporación avaló límites legí-
timos al deber constitucional de protección 
animal, entre los cuales encuentra: a) la li-
bertad religiosa; b) los hábitos alimenticios 
de los seres humanos; c) la investigación y 
experimentación médica; y, d) la cultura 
como bien constitucionalmente protegido y 
su interpretación en el sistema jurídico co-
lombiano15. Además, expuso que la protec-
ción animal tiene fundamento en las obliga-
ciones derivadas de la dignidad humana “la 
cual impide que dicha protección se desarro-
lle ignorando las cargas que, en cuanto seres 

12	 Colombia Congreso de la República. Ley 1774 de 2016. Artículo 1.
13	 Colombia Congreso de la República. Ley 1774 de 2016. Artículo 2. 
14	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia C-666 de 2010. 

Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
15	 Ibídem. 
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superiores, surgen respecto de las especies in-
feriores, las cuales constituyen, sin duda, una 
obligación moral (…)”16.

Por otro lado, en la sentencia C- 283 de 
2014, la Corte tuvo que decidir si los artí-
culos 1, 2 y 3 de la Ley 1638 de 2013 - ley 
que prohibió el uso de animales silvestres, 
nativos o exóticos en circos fijos e itineran-
tes- eran acordes con la Constitución o no, 
a raíz de que los demandantes consideraban 
irracionales las medidas dispuestas porque 
atentaban contra la expresión cultural y ar-
tística. Así las cosas, la Corporación declaró 
exequible el artículo 1 bajo el argumento de 
que armoniza plenamente con la Carta:

“Sin que se muestre la medida adoptada 
como irrazonable ni desproporcionada. El 
legislador, en ejercicio de su potestad de 
configuración normativa, está habilitado 
para prohibir determinadas manifestacio-
nes culturales que impliquen un  maltrato 
animal, lo cual se acompasa además con el 
carácter dinámico de la Constitución en or-
den a los cambios que se producen en el seno 
de la sociedad.”17

Aquí, la Corte fue enfática en decir que 
existe relevancia del interés superior del am-
biente para ser protegido por sí mismo, te-
niendo en cuenta que la Carta, también fun-
ge como una Constitución ecológica. Agregó 
que, “tampoco tiene aceptación válida consti-
tucionalmente el relato consistente en que no 
se presenta una afectación “significativa” de 
los animales, porque tal consideración parte 
en definitiva de la existencia de la misma.”18 

16	 Ibídem.
17	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia C-283 de 2014. Magistrado 

Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio.
18	 Ibídem.

Por tal motivo, se demuestra una progresión 
en la jurisprudencia en cuanto a la protec-
ción del animal. 

Asimismo, la sentencia C-041 de 2017 
realiza un análisis minucioso de las fuentes 
de Derecho, respecto de la evolución progre-
siva de la visión sobre la naturaleza, los ani-
males y su resguardo jurídico, a partir de la 
filosofía y teoría del Derecho. Expone en sus 
consideraciones la visión ecocéntrica en la 
que se enfocan las sentencias C-595 de 2010, 
la C-632 de 2011 y la C-123 de 2014. Estas 
providencias conciben a la naturaleza como 
un sujeto de derechos propios, en atención al 
principio de diversidad étnica y cultural de 
la Nación, consagrado en el artículo 7 Supe-
rior19. La Corte señala:

“La preocupación por salvaguardar los ele-
mentos de la naturaleza -bosques, atmós-
fera, ríos, montañas, ecosistemas, etc.-, no 
por el papel que representan para la supervi-
vencia del ser humano, sino principalmente 
como sujetos de derechos individualizables 
al tratarse de seres vivos, constituye un 
imperativo para los Estados y la comuni-
dad. Solo a partir de una actitud de profun-
do respeto con la naturaleza y sus integrantes 
es posible entrar a relacionarse con ellos en 
términos justos y equitativos, abandonando 
todo concepto que se limite a lo utilitario o 
eficientista.”20 (negrilla fuera de texto).

Es relevante señalar que, la Sala Plena 
dispuso que “los derechos también son aque-
llo que los jueces dicen a través de sus sen-
tencias”21. En este orden de ideas, “aunque la 

19	 Colombia Corte Constitucional. Sentencia C-041 de 2017. Magistrados 
Ponentes: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Jorge Iván Palacio 
Palacio.

20	 Ibídem. 
21	 Ibídem.
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Constitución no reconozca explícitamente a 
los animales como titulares de derechos, ello 
no debe entenderse como su negación, ni me-
nos como una prohibición para su reconoci-
miento -innominados-.”22  Por consiguiente, 
declara que existe un dinamismo en la so-
ciedad, que puede conllevar a que la Corte 
avizore lo que en principio no se observa en 
la Constitución y en consecuencia, haga exi-
gible el reconocimiento de la titularidad de 
derechos en los animales.

También indicó la Corte que, ante la im-
posibilidad que les precede a los animales de 
reclamar sus derechos, existe una condición 
de indefensión que hace necesaria la figura de 
representación o agencia por parte de los hu-
manos, “pudiendo ser un instrumento efectivo 
las acciones populares o incluso la acción de 
tutela, mientras se establece la regulación.”23

Por último, se trae a colación el más re-
ciente caso, el caso del “Oso Chucho”, del 
cual la Corte Suprema de Justicia y la Cor-
te Constitucional tuvieron que pronunciar-
se. El primer pronunciamiento de las Altas 
Cortes fue hecho por la Sala de Casación Ci-
vil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, 
que le concedió el hábeas corpus a Chucho 
en el año 2017. Aquí se constató el cautive-
rio permanente en el que se encontraba el 
oso de anteojos en la Fundación Botánica y 
Zoológica de Barranquilla -FUNDAZOO- y 
los efectos nocivos en su salud. Así pues, la 
Sala argumentó que se debe superar el mo-
delo antropocéntrico que afirma que sólo a 
los humanos les son adjudicados derechos, 
en razón a que:

22	 Ibídem.
23	 Ibídem.

“Si bien la acción de hábeas corpus, por tra-
tarse de una herramienta constitucional di-
rigida para salvaguardar la garantía supra-
legal de la libertad de las personas, la misma 
no resulta entonces incompatible para asegu-
rar a los animales como “seres sintientes”, y 
por tal sujetos de derechos, legitimados para 
exigir por conducto de cualquier ciudadano, 
la protección de su integridad física, así como 
su cuidado, mantenimiento o reinserción a 
su hábitat natural”24. 

Luego, FUNDAZOO, como demandada 
interpuso acción de tutela contra la provi-
dencia judicial que resolvió el recurso de ha-
beas corpus a favor del Oso Andino Chucho. 
La Corte Constitucional seleccionó la tutela 
y expidió el Comunicado No. 03 del día 23 
de enero de 2020, anticipando la decisión de 
la futura sentencia SU-016 de 2020, con base 
en las pruebas recaudadas y en las interven-
ciones proporcionadas por expertos que for-
maron parte de la audiencia pública sobre 
la acción instaurada por FUNDAZOO con-
tra la Corte Suprema. Para la convocatoria 
de la audiencia, el Tribunal Constitucional 
realizó las siguientes preguntas para guiar 
la exposición, que para el presente artículo 
resultan relevantes:

“¿Cuáles son los atributos determinantes 
para definir a un individuo o entidad como 
titular de derechos? ¿Es posible sostener, des-
de la teoría constitucional, que los animales, 
o algunos de ellos, son titulares de uno o 
varios derechos? Y si ello es así, ¿Cuál sería 
su contenido y los elementos relevantes para 
fijarlo? ¿Qué relevancia cumple el concepto 
de “seres sintientes” dentro de este análisis? 

¿Qué ventajas o desafíos supone encauzar la 
protección animal -en particular de especies 

24	 Colombia Corte Suprema de Justicia de Colombia. Sala de Casación 
Civil y Agraria. Auto Interlocutorio del 26 de julio de 2017 AHC4806-
2017, Magistrado Ponente: Luis Armando Tolosa Villabona.

http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B SEP2017/AHC4806-2017.doc
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/relatorias/tutelas/B SEP2017/AHC4806-2017.doc
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vulnerables como el oso andino- a través de 
acciones soportadas en la titularidad de de-
rechos (v.gr. acción de tutela, habeas corpus), 
en lugar de mecanismos de defensa de intere-
ses colectivos (v.gr. acción popular) o de ins-
trumentos generales de política pública (v.gr. 
planes de conservación)?”25

Seguidamente, la Sala Plena Constitucio-
nal amparó el derecho fundamental al debi-
do proceso del tutelante, determinando que 
el recurso de habeas corpus “no es el meca-
nismo para resolver la controversia plantea-
da en relación con la permanencia del Oso 
Andino Chucho en un zoológico, en la medi-
da en que se trata de un instrumento de pro-
tección de la libertad de los seres humanos, 
que es un derecho que no se puede predicar 
de los animales”26

Por su parte, en su salvamento de voto, 
la Magistrada Diana Fajardo Rivera destacó 
que “el Juez de habeas corpus no incurrió en 
los defectos que FUNDAZOO esgrimía, dado 
que hay razones para justificar que Chucho sí 
es titular de intereses jurídicamente relevan-
tes que pueden denominarse derechos, dentro 
de estos del derecho a la libertad animal y, 
por lo tanto, podía ser beneficiario de un re-
curso como el de habeas corpus.”27 

Por la misma línea, el Magistrado Alber-
to Rojas Ríos, en su salvamento de voto par-
cial, afirmó que:

 
“La negativa a la protección constitucional se 
derivó de una lectura limitada del concepto 
de persona que se encuentra en el artículo 86 

25	 Colombia Corte Constitucional. Auto 381 de 2019. Magistrada 
Sustanciadora: Diana Fajardo Rivera.

26	 Colombia Corte Constitucional. Comunicado No. 03. 23 de enero de 
2020. Expediente T-6480.577 – Sentencia SU – 016 de 2020. M.P. Luis 
Guillermo Guerrero Pérez.

27	 Ibídem.

superior. En ese sentido destacó que perso-
na no es un sinónimo de ser humano y que 
personalidad no es solamente un concepto 
biológico, al punto que el derecho ha esta-
blecido ficciones jurídicas para adjudicar 
derechos y deberes a entes que ha denomi-
nado personas jurídicas en relación con los 
cuales la jurisprudencia constitucional ha 
construido una doctrina para establecer qué 
tipo de garantías ostentan y cuáles son los 
mecanismos para hacerlas efectivas.”28 

2. 	¿Cómo es la relación del humano 
con el animal?

A continuación, se realizará una descrip-
ción sobre los principales dos modelos de 
relación humano-animal. El primero, que 
ordena posiciones doctrinales a partir de la 
teoría de la justicia29 y el segundo modelo, el 
cual describe las nociones referentes a qué es 
un animal y cómo es la deferencia de los se-
res humanos para con su bienestar30, según 
cada posición. Este último modelo es en el 
que el presente artículo se centrará.

El primer modelo de relación-humano 
animal -desde la teoría de la justicia- clasi-
fica posturas doctrinales en seis categorías: 

1.	 Biocentrismo moderno: Charles Darwin 
es su principal expositor y sostiene que, 
las facultades morales se mejoran me-
diante los efectos del hábito o las facul-
tades razonadoras31. Afirma que no se 

28	 Ibídem.
29	 KLETT, P; MARTÍNEZ, Pablo. La justicia con la naturaleza. 

Dykinson. Madrid. 2013. P.45.
30	 LÓPEZ, D. El cambio dogmático-jurídico como respuesta al cambio 

social: la labor del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional 
en la reconsideración del estatuto jurídico de los animales en 
Colombia. En: MONTAÑA, Alberto; OSPINA, Andrés. La 
Constitucionalización del derecho administrativo. XV Jornadas 
Internacionales de Derecho Administrativo. Universidad Externado 
de Colombia. Bogotá D.C. 2015. P.541.

	 LÓPEZ, D, 2015, Óp. Cit., p.551. 
31	 DARWIN, C. El origen del hombre y la selección en relación al sexo. 
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puede negar la importancia del intelecto 
que, en últimas, ha llevado al hombre a 
dominar al mundo. 

2.	 Una “ética de la tierra” afianzada en la 
teoría de Aldo Leopold32: Leopold asegura 
que los instintos del humano lo empujan 
a completar un lugar en la comunidad y 
su ética lo estimula a cooperar, en virtud 
de una comunidad de partes interdepen-
dientes del cual el humano es miembro. Es 
decir, fija un valor moral a la naturaleza.

3.	 Biocentrismo débil: Regan observa el 
concepto de responsabilidad que deben 
tener los humanos con los no humanos 
desde el concepto moral de estos, con el 
fin de respetar su vida y de que tengan ac-
ceso al goce de los derechos. Lo anterior 
se genera gracias a que Regan determina 
al animal como sujeto de una vida33.

4.	 Biocentrismo radical: Con su escrito “La 
ecología profunda”34, Ferry niega los 
derechos del humano por ser humano, 
puesto que implica una posición de do-
minio frente a los demás componentes 
del ecosistema. 

5.	 Antropocentrismo débil con la “ética de 
la responsabilidad”: Jonas crea la ética 
de la responsabilidad del humano sobre 
el tratamiento de los animales, recons-
truyendo el imperativo categórico Kan-
tiano: “obra sólo según una máxima tal 

Ediciones Ibéricas. Madrid. 1966.
32	 LEOPOLD, A (1989) A sand county almanac and sketches here and 

there. Oxford University Press. Pp.203ss.
33	 REGAN, Tom. (2016) En defensa de los derechos de los animales. 

Fondo de Cultura Económica. Trad. Ana Tamarit. México D.F. 
34	 FERRY, Luc. La ecología profunda. Trad. Aurelia Álvarez. Disponible 

en: http://www.elmayorportaldegerencia.com/Documentos/Ecologia/
[PD]%20Documentos%20-%20La%20ecologia%20profunda.pdf.

que puedas querer al mismo tiempo que 
se torne en ley universal” 35, cuando lo re-
laciona con la ética de la responsabilidad 
animal, a saber: a) Actuar de tal manera 
que los efectos de su actuación sean com-
patibles con la permanencia de la futura 
vida humana; b) Actuar de tal manera 
que los efectos de su actuación no sean 
destructivos de la posibilidad futura de 
la vida y; c) No comprometer las condi-
ciones de una continuación indefinida 
de la humanidad sobre la tierra36.

6.	 Antropocentrismo radical: Adela Cortina 
establece que los animales no tienen dig-
nidad, la cual es tomada como una carac-
terística de la autoconciencia y autoesti-
ma, aun cuando aquellos tienen un valor 
interno y los humanos ostentan obliga-
ciones para con ellos. De este modo, los 
seres humanos disponen de derechos y 
obligaciones morales sobre los animales. 
Por tal motivo, la diferencia sustancial 
entre el humano y el animal radica en la 
capacidad que tiene el primero de edifi-
car ideas éticas mediante el diálogo in-
terpersonal como miembros de una “co-
munidad real de comunicación” y sólo los 
integrantes -las personas- de aquella son 
los miembros de la comunidad moral37.

Ahora bien, el segundo modelo está con-
formado por dos posiciones: las tradiciona-
les y las innovadoras que tratan de especi-
ficar las concepciones sobre el significado 

35	 JONAS, Hans. (1995) El principio de responsabilidad: ensayo de una 
crítica para la civilización tecnológica. Barcelona. Editorial Herder. 
P. 40.

36	 Ibídem.
37	 CORTINA, A. (2009) Las fronteras de la persona. El valor de los 

animales, la dignidad de los humanos. Madrid. Editorial Taurus. P. 
128ss.

http://www.elmayorportaldegerencia.com/Documentos/Ecologia/%5bPD%5d Documentos - La ecologia profunda.pdf
http://www.elmayorportaldegerencia.com/Documentos/Ecologia/%5bPD%5d Documentos - La ecologia profunda.pdf
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que se le atribuye al animal y los niveles de 
deferencia que la especie humana está obli-
gada a dar a su vida e integridad38. A su vez, 
la postura tradicional de modelo de relación 
humano-animal está compuesta por tres fi-
guras. La primera es la posición de “sobera-
nía humana sobre el mundo animal” que ve a 
los animales desde la cosificación, en el sen-
tido de que los animales son objetos de uso y 
propiedad de la persona. Según López39, esta 
posición conlleva a dos efectos, uno, a la idea 
más extrema de propiedad, en la que los hu-
manos no adquieren un deber de cuidado y 
protección, sino que cuidan al animal con el 
objetivo de mantener indemne su patrimo-
nio. El otro efecto es que implica la justifi-
cación de las formas de beneficio personal y, 
por lo tanto, se justifican las explotaciones 
artesanales e industriales del animal40.

La segunda postura tradicional es el hu-
manismo antropocéntrico que no apoya la 
cosificación del animal, sino que, en cambio, 
impone un límite que elimina las peores for-
mas de maltrato animal, pese a que se sigue 
permitiendo el uso del animal no humano 
para beneficio de las personas, incluyendo el 
beneficio de sacrificar su vida41. Lo anterior 
da visos significativos de que la abolición del 
maltrato animal se fundamenta en la afecta-
ción a la moral del ser humano y no en la vida 
y protección misma de estos seres sintientes.

38	 LÓPEZ, D. (2015) El cambio dogmático-jurídico como respuesta 
al cambio social: la labor del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional en la reconsideración del estatuto jurídico de los 
animales en Colombia. En: MONTAÑA, Alberto; OSPINA, Andrés. 
La Constitucionalización del derecho administrativo. XV Jornadas 
Internacionales de Derecho Administrativo. Universidad Externado 
de Colombia. Bogotá D.C. P.541.

39	 LÓPEZ, D, 2015, Óp. Cit., p.544.
40	 Ibídem.
41	  LÓPEZ, D, 2015, Óp. Cit., p.545.

La tercera posición tradicional es el hu-
manismo sentimental, una posición que tiene 
gran influencia en el ordenamiento jurídico 
colombiano, especialmente en las decisiones 
tomadas por las Altas Cortes. Considera a los 
animales antropomorfizados, lo cual, se refiere 
a que asumen roles de infantes al cuidado hu-
mano y por eso, sus tenedores los tratan como 
miembros de la familia, sin embargo, también 
son vistos como parte de su propiedad42. Desde 
esta óptica, se afirma que no existe seguridad 
jurídica en el estatus animal, pues no existe 
precisión acerca de apreciarlo como miembro 
familiar o como objeto y, por otra parte, no 
existen instituciones confiables en pro de su 
protección en caso de violación de las obliga-
ciones de cuidado y, de este modo, el maltrato 
se respalda por la intimidad del hogar43.

En cuanto a las posiciones innovadoras 
que López sostiene, convergen dos teorías. 
Por un lado, la postura de los derechos de los 
animales, la cual se desarrolla desde la base 
de que los animales sean protegidos desde 
una concepción moral. Como resultado, es 
necesario el reconocimiento de que los ani-
males tienen un interés autónomo e indepen-
diente en su propia vida, es decir, son consi-
derados como sujetos de una vida y no como 
meros objetos del derecho y la moralidad. 

Por otra parte, la postura innovadora 
del ambientalismo biocéntrico comprende a 
los animales humanos y no humanos como 
especies que impactan en la vida colectiva 
dentro del ecosistema. En cuanto a lo jurí-
dicamente relevante, esta posición niega los 

42	 LÓPEZ, D, 2015, Óp. Cit., p.546.
43	 Ibídem.
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derechos particulares, es decir, niega los de-
rechos de los animales y en cambio protege al 
ecosistema de manera general, desde el punto 
de vista de la sociedad y la institucionalidad44. 

Por lo anteriormente descrito, se puede 
deducir que la doctrina ha diseñado una se-
rie de teorías que se han implementado en la 
práctica, tanto por la sociedad como por las 
instituciones. Esto permite tener una visión 
amplia, profunda y filosófica cuando se estu-
dian las decisiones adoptadas por el Estado en 
favor o en contra de la protección animal y de 
esta forma, analizar cómo se ha visto envuelta 
en la evolución, la idea de considerar a los ani-
males como sujetos de derechos, por qué, qué 
ventajas supone, qué desafíos encauza.

3.	¿Animales como sujetos de 
derechos no humanos?

Habiendo evaluado la protección animal en 
el Derecho internacional y nacional, es claro 
que existe una evolución jurídica significativa 
en la medida en que la noción de “animal” ha 
cambiado también. Cada instrumento de De-
recho analizado muestra un modelo de rela-
ción humano-animal específico aplicado. La 
tarea del presente es seguir avanzando hasta 
que los animales sean reconocidos como su-
jetos de derechos no humanos en Colombia. 
Para ello, tanto las instituciones, como la so-
ciedad civil deben avanzar en la reconstruc-
ción del concepto de persona y de personali-
dad jurídica y en la modificación o creación 
de acciones judiciales para la salvaguarda de 
los derechos de los animales no humanos. 

44	 LÓPEZ, D, 2015, Óp. Cit., p.550.

Para considerar a los animales como su-
jetos de derechos se debe, en primer lugar, 
superar los argumentos especístas y antro-
pocéntricos, según los cuales sólo los huma-
nos son titulares de derechos. De este modo, 
se debe suprimir la idea de que el ser huma-
no domina a la naturaleza y a los animales 
para que se dé paso al reconocimiento de los 
valores intrínsecos de los animales por el he-
cho de ser y, por tanto, se le reconozcan sus 
derechos dentro del concepto de persona en 
sentido amplio,45 es decir, más allá del hu-
mano como persona.

Así, en Colombia se debe vencer el huma-
nitarismo sentimental debido a que las deci-
siones institucionales resultan insuficientes, 
pues son meramente asistencialistas, pater-
nalistas y sentimentales, tal y como bienesta-
rismo, que se incluye dentro de la postura del 
humanitarismo sentimental, lo denota. Por 
esa razón, las decisiones no reconocen debe-
res sujetos a los derechos de los animales pro-
piamente. Entonces, gracias al humanitaris-
mo, se generan nuevos modelos de derechos, 
en los que los animales no son sujetos de la 
bondad humana, sino acreedores de las obli-
gaciones que se le adjudican a las personas 
con ocasión a las normas sociales, morales y 
jurídicas, como lo es la posición innovadora 
de los derechos de los animales46. 

A su vez, la Declaración de Cambridge, 
de naturaleza científica, es imprescindible y 
pertinente para el debate que gira en torno 
a considerar a los animales como sujetos de 
derecho, pues, parte de la evidencia de que 

45	 NUSSBAUM (2015) Animal Rights: Current Debates and New 
Direction. Oxford University Press. 2004.

46	 LÓPEZ, D, Óp. Cit., p.547.
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los animales no humanos y humanos com-
parten ciertos niveles de conciencia, gracias 
a que las emociones surgen de redes cerebra-
les subcorticales, que, crean experiencias in-
dividuales en cada especie de forma similar. 
Esto desvirtúa que los animales no humanos 
no tienen capacidad jurídica en primera me-
dida, y, por tal motivo, les corresponde ser 
titulares de derechos.

De esta manera, se avanza en la seguri-
dad jurídica en el estatus animal, en la me-
dida en que el animal es considerado suje-
to de derechos no humanos, tal y como lo 
establece el Magistrado Alberto Ríos en su 
salvamento parcial de voto, con derechos 
como: “(i) no tener hambre, sed, ni malnutri-
ción; (ii) no tener miedo ni angustia; (iii) no 
padecer molestias físicas; (iv) no ser sometido 
a daños, lesiones o enfermedades; (v) libertad 
para expresar sus patrones naturales de com-
portamiento”47. Además, se deben modificar 
los mecanismos judiciales para propender 
por la garantía de los seres sintientes. Estos 
mecanismos tendrían que ser los más ágiles, 
como el hábeas corpus, la acción de tutela o 
en su defecto, crear uno parecido. 

Conclusiones

Sin lugar a duda, existe el problema de la des-
protección animal que busca ser atendido por 
la justicia con la implementación de las fuentes

47	 Corte Constitucional. Comunicado No. 03. 23 de enero de 2020. 
Expediente T-6480.577 – Sentencia SU – 016 de 2020. M.P. Luis 
Guillermo Guerrero Pérez. Salvamento de voto del Magistrado 
Alberto Rojas Ríos. 

de derechos. Se ha visto como el Derecho 
constitucional permeó el derecho civil en el 
ordenamiento jurídico colombiano, sustitu-
yendo la connotación de animales como bie-
nes muebles por seres sintientes. Lo anterior 
se dio gracias a la evolución constante de la 
sociedad civil y la ciencia, lo cual, permite 
creer que cada vez se está más cerca de avocar 
a los animales la titularidad de sus derechos, 
como se evidenció en los salvamentos de voto 
y el debate en general del caso del Oso Chu-
cho o en el Caso de la chimpancé Cecilia. 

Ahora bien, los riesgos de ignorar esta 
problemática de falta de protección animal, 
que requiere que el derecho se manifies-
te para llenar los vacíos legales, trae como 
efecto la extinción masiva de varias espe-
cies animales no humanas en Colombia.48. 
Por lo tanto, las instituciones, en particular 
la Corte Constitucional, son responsables 
de atender esta situación, implementando 
la regulación de mecanismos de protección 
para los animales, una vez se les conceda 
el estatus de sujetos de derechos no huma-
nos. Sobre el particular, se presentan varias 
cuestiones, como cuáles animales son objeto 
de protección y cuáles no y qué derechos se 
les reconocería, entre otras. Sin embargo, es 
menester en el siglo XXI optar por cambiar 
de paradigma a uno donde la especie animal 
humana sea consciente del valor intrínseco 
de cada ser por el hecho de ser.

48	 VANEGAS. L. (2020) El Ordenamiento Jurídico Colombiano frente 
al Derecho de los Animales. Pp. 35.
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